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A. partir de cierto 1mnto no hay retorno, 
;~se e.s· el pÚnto que hay que alcanzar. 

F.KAFKA 



1 
INDICE 

1 ntroducción . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9 
Antecedentes históricos............................ . . . . . . . . . . . . 15 

Capítulo 1 
Los servidores públicos (evolución del término) ................... ; . 25 

Capítulo 11 
Distintos tipos de responsabilidad de los servidores públicos ......... , . . 31 

a) Responsabilidad civil. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 32 
b) Responsabilidad penal de los servidores públicos . . . . . . . . . . . . . . . 35 
c) Responsabilidad administrativa de los servidores públicos ........ ; 37 
d} Responsabilidad poi ítica de los servidores públicos ........ ; ...... 39 

Capítulo 111 
Renovación moral en la administración pública .................... , . 45 

Antecedentes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 45 
Marco teórico. Racionalización del fenómeno. 
Racionalización de la corrupción ............................. . 
Corrupción en México. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 48 
Renovación moral en la administración pública mexicana. . . . . . . . . . . 50 
Análisis de la Reforma éil Título Cuarto de la Constitución Política . . . 51 
Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. Análisis . 55 

Caoítulo IV 
El ;:irocedimiento administrativo disciplinario.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 65 

Marco legal del procedimiento administrativo disciplinario. . . . . . . . . . 66 
a) Constitución Poi ítica de los Estados Unidos Mexicanos . . . . . . . . . . 66 
b} Ley Orgánica de la Administración Pública Federal . . . . . . . . . . . . . 67 
c) Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos . . . . . . 67 
Autoridad competente . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 70 
Sanciones . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 71 
Instauración y substanciación del procedimiento administrativo disci-
plinario .................................................. 71 

1) Etapa preliminar. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 71 
2) Etapa de investigación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 72 
3) Etapa de decisión . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 73 
4) Etapa de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 75 
Ejecución de las sanciones administrativas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 77 
Derechos laborales de los trabajadores al servicio del Estado. . . . . . . . . 77 
Supletoriedad del Código Federal de Procedimientos Civiles... . . . . . . 79 

Conclusiones ................................................ · 83 
Bibliografía.................. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 91 



La estupidez moderna no significa igno­
rancia sino la irreflexión de los lugares 
comunes. 

Kundera 

INTRODUCCION 

Hablar de corrupc1on, inmoralidad pública o privada o su combinación, da pie 
en nuestro medio, a una serie de generalizaciones e ide:as extrem<is que son riro­
ducto de la simplificación. Pistas falsas, ideas rireconcebidas. Esquemas que 
confunden causas con efectos. Lél mayoría de los análisis del tema son rioco 
profundos, demasiado técnicos o se limitan a manejar ideas irónicas que tocan 
las consecuencias, pero no las raíces del mal. La mayo;ía de los comentarios so­
bre la corrupción son una curiosa mezcla de irreflexión y reretición casi mítica. 
Son lugares comunes. Un catálogo sumario de ellos pocría ser: a) que la corrup­
ción se genera y desarrolla a partir del gobierno sin la i:11ervención de los parti­
culares; b) que la corrurición es algo natural a nuestra esencia nacional; c) que 
siendo algo propio del mexicano, la corrupción no está presente en otras socie­
dades; d) que todos los miembros de la burocracia son corruptos, y e) que el fe­
nómeno no tiene fin, que estamos condenados a padec2rio eternamente. 

Hay graves y grandes err0Jres en las anteriores afirmaciones pero los mecanis­
mos que crean conciencia social, medios masivos de comunicación -1 íderes de 
opinión- centros educativos, repiten esas ideas manifestando un gusto por la 
patología social, que, para colmo, se difunde a través de! prisma de los rumores, 
las exageraciones y la falta casi absoluta de objetividad y perspectiva. 

Lo cierto es que la corrupción está incrustada en nuestras sociedades como 
un problema que afecta gravemente la idea de justicia y bien común. Combatir 
la corrupción es una obligación moral de quien gobierna porque las aspiraciones 
sociales se ven truncadas cuando quienes detentan el poder formal incurren en 
prácticas corruptas solos o coludidos con quienes detentan el poder económi­
co, para beneficiarse, destruyendo la idea ética de la función política y adminis­
trativa. 

El problema, es social, cultural, histórico, poi ítico, económico, r-'ero también 
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legal, al Derecho, como técnica, como ciencia, como praxis, le corresponde en­
frentarlo, analizarlo, partiendo de la base de que: 

"El Derecho us la especie rlí~I orden nori11ativo que ch~tennina i1nperativan1ente, 
dentro de enunciados lú~Jicos qtw atribuyen una consecuencia él dctern1inada t·,jpóte­
sis, los rldieres de justicia y correlati'1arnente, las facultadf~S para exiuir su cumpli­
rnil!nto, para rcali~ar el bien social. 

La noción universal del ordt'n jurídico, descansa al ITlismo tiempo en sus estruc­
turas: un'a material, que es prescribir lo justo como debfer y el poder de exiair lo de­
bido en justiciu; otra fnr111al, i!Uí~ es un juicio t1ipott!tíco e ir11p(~rativu, l~fl i::! que se 
atribuve una sunción cJ consecLwnciD <:l un Sl1ptu:sto. El orden jurídico, se funcfu en 
ambas estructuras: no constituye una forflla que dé cabida a cualquier conten·do, ni 
tan1poco un conjunto de i1nrit~rlltivos colocados huna de la rLlLÓn; es síntesis de 
oraani/LJCión l(lf!ica y de rt~cta ra1ón pr/.1ctic<1, qui-: irnprin1u a la ac:r.ión, los rnt:dios 
convi..>nientl~s t1l loqro fli.; los firies prof;¡(JS iJe lo jurldico LHl ordun justo, ~¡arantc de 
la Sic'llHidad v d"I liio'n de la socif'clad". 1 

Ello hace necesario que quien estudia el derecho como ciencia, tenqa la preo­
cupación dt= buscar la manera en que se puediJ combatir el fenómeno a través de 
medios legales, y, si los hay, de analizarlos y tratar de sugerir los modos de opti­
mizar y agilizar la fundamental tarea de deruración administrativa y la guberna­
mental en general. 

La corrupción es un fenómeno universal que no puede ser ignorado; no pode­
mos conformarnos con señalar que es un elemento estructural de la sociedad. El 
Estado Mexicano ha combatido la corrupción de diversas maneras, los mecanis­
mos legales constituyen la forma idónea para tratar de evitar que la corrupción 
rebase los 1 imites de lo tolerable. Auxiliado por otras disciplinas y ciencias, el 
Derecho debe actuar incansablemente para recJucir la capacidad destructora de 
los fenómenos de corrupción. ResponsabiliZ<Jr al funcionario o servidor es algo 
lógico puesto que actúa a nombre de otro· (del Estado) y de ahí Ja importancia 
capital que tiene Ja responsabilidad como figura jurídica. E 1 servidor debe acep­
tar la responsabilidad total de sus actos (los uuenos y los malos) y las sanciones 
que el propio Estado aplique. Si esto es cierto para todos los servidores públi­
cos, es mucho mayor para los que tienen altas funciones de dirección y deci­
sión porque su compromiso es además politice. El Estado Mexicano emplea 
hoy día la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos que es 
el instrumento jurídico vigente. Analizarlo y criticarlo, proponiendo posibles 
mejoras, es ei objetivo de este trabajo que plantea la tesis de que aunque per­
fectible el instrumento legal que se examina, es un medio para el combate de la 
corrupción. Es algo tangible, una acción decidida del Estado. 

El presente estudio pretende hacer un análisis de la llamada responsaüilidad 
administrativa, pero antes hay que examinar una serie de aspectos interesantes 
referentes a !a llamada Renovación Moral de la Sociedad: bandera electoral y 
actual compromiso político sexenal que tiene aspectos jurídicos muy interesan­
tes y dignos c5e comentario. 
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priv¡¡das, ello, además de ayudarme en recolección de datos y en la iriterpreta­
ción del fenómeno, deja en claro un hecho contundente: en una sociedad amplia­
mente desarrollada, como la estadounidense, la corrupción es un elemento es­
tructural, lo cual revela que .ni el dinero ni la organización son medios para 
erradicarla y, -por otro lado, que la corrupción está presente en el medio oficial 
como en el privado y no es exclusiva ni de nuestro país ni de nuestro gobierno. 
Es un signo de los tiempos. Debemos combatirla tornando en cuenta su carácter 
universal, pero también aquellas particularidades que derivan de la historia, de 
la cu !tura y de las condiciones socio poi íticas y económicas; por ello incluí en 
este capítulo un apartado que analiza la corrupción en México, mismo que no 
hubiese sido posible sin la consulta de las obras de Luis Molina Piñeiro sobre la 
estructura del poder y las reglas del juego poi ítico en México. En suma, el capí­
tulo pretende aclarar puntos oscuros de la corrupción que se han repetido hasta 
ser lugares comunes de la interpretación y la vivencia popular de! problema. 
Igualmente desea señalar a la estructura legal y operativa, técnica y funcional de 
la Renovación Moral a través ele las reformas. 

El quinto capítulo se refiere al procedimiento administrativo disciplinario. 
Señalando a los servidores que se sujetan a la Ley Federal de Resporsabilidades 
para el efecto de la r!Ospons<ibilidad administrativa. las autoridades encargadas 
de su aplicación, las obligaciones del serv'clor, las sanciones, las etapas procesa­
les del procedimiento, los medios de impugnación y los temas conexos como 
son la supletoriedad del código de procedi.nientos civile~ y los derechos labora­
les del ~rvidor público. El análisis trata de señalar los principales puntos de in­
terés que presenta el procedimiento administrativo y menciona, también, lo que 
considero defectos o fallas que pueden ser corregidos a partir de estas proposi­
ciones. El capítulo pretende demostrar la viabilidad del procedimienw y pugna 
por su mejoría. 

Por último, presento un capítulo de conclusiones que busca aportar algunas 
ideas y rroposiciones para la mejoría y depuración de un procedimiento que 
considero positivo e innovador. 

En suma, esta tesis es un análisis del marco legal y ele un medio específico 
que emplea el Estado para combatir la inmoralidad en la función pública, tema 
que resu Ita preocupante por la magnitud del fenómeno y porque ninguno de los 
sistemas sociopol íticos de los que imperan en el mundo han logrado revertir la 
creciente tendencia de incremento de la inmoralidad y falta de ética en las tareas 
quiJernamentales y privadas. El Estado, desde siempre, ha asumido el papel de 
reprimir a aquellos de sus miembros que con su actitud lastiman la correcta 
marcha de la administración. t::I Estado es el primer responsable de mantener 
una conducta intachable como entidad abstracta y la de sus miembros que ma­
nejan los destinos comunitarios y consecuentemente deben ser sujetos de un sis· 
tema de responsabilidades efectivo y que responda a los principios de moralidad 
y eficiencia. 

La actual postura del Estado Mexicano es alentadora pues una fuerza encuen­
tra su eficacia en los 1 imites que se le oponen y ha llegado la hora de que nues­
tro sistema poi ítico evolucione al grado de poder prescindir de aquellos elemen-
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[11 t!I prirnc1r ca¡1Ítt1lo <J1l<il1.1u lus a11t1,cr,c!c11lc!'.; h1slór1c:os <le Id rn<1l!!r1<1 1!11 

1111l!stro pais, "rrcci11tra11do cp!'' !¡; uctll<rl L"Y Fi!rlt:r,Ji ,¡,, Hl!!;¡1rn1!;<1IJrl1cl<1di!s d" 
los S1!rvidorl!s f'1'1.ilrcos no t!S ;.ruri,1cto clr! Id c:dsualitl:i<I Jllll!S r"c:ocw 1111<1 sc•rie de 
c!flS!!ÍÍiHl/as y cx¡11!rfl'ncias ch! 11w1str0 historia, Jldf t1c:uldrr111!11lt! de la Lr!y tfo 
1870 prornu lr¡acJa por Ju<irc?. El a11<ilisis tk los tr!x tos y pro11u11ciarnic!11tos his 
tíiricos c:s una fur!nte de conocirnicmto para apn!nclcr dr1 los i!ITOí!!S y paréi rr•pe­
tir y r!xaltar las virtudc1s y ¡¡cicJrtos de! ¡¡11Wriores intentos en el (;ombate a la in­
rnor¡¡lidad en las prácticas ~Juhernament¡¡les. 

El sequndo capíttilo !!Sel a11álisis del tt;rmino servidor público' y su i:volución. 
Lü inclusión de dicho nombre para quien presw sus servicios al Estado, en 

111wstr<1 Constitución y en lüs leyes rec¡lamentarias viene a poner fin a una con­
fusión que existiil en el ucrecho administrativo n!specto a la manera de denomi­
nar a los t!mpleados y funcionarios c¡ubernamentales, pues la doctrina adminis­
trativa reco11occ' una enor1111! cantidad de tórrninos que obedecen a ra1ones como 
la forma dr: inr¡rcso a la actividad qti!,ernamental, las funcionc:s, la trascendencia 
dc:I carqu, etc., todo lo cual redundaba en impn:cisión y anarquía que le restaba 
dicic!ncia a la IJCisquecJa ele depuración, por lo que r:I tr!rmino viene a sanear esa 
situ<Jció11. 

El c0;1itulo tercero ;;r: refiere a los distinto;; tipos c~r: rc:sponsaL.ilicJacJ de los 
s1:rvidori:s públicos, h¡¡ciendo i°'nfilsis en el car<Íct1:r 110 excluyente, sino comple­
mentürio de las responsabilidades del servidor y en la necesidad de que la res­
ponsabilidad administrativa ten~¡¡¡ preeminencia dado que c:s idónea, como lo 
clr!rllllf!Stro cJn dicho capÍtLJlo, para sanear esas prácticas adrninistrativas en nues­
tro nwdio. 

S!! analinJ asimismo, a las responsabilidades civil y penal y a la poi ítica que se 
emplea sólo con aquóllos s1!rvidores pC1blicos cuyas altas funciones gubernativas 
ünH:ritrm f!SW tipo dcJ pr<Ícticas. Expresu asimismo LJn criterio sobre la responsa­
uilid¡¡d administrativa y la rwcesidad de su fortalecimiento, si~Juiendo la idea de 
Guodnow_ 

El cu¡¡rto capítulo lo dedico a real1/ar un análisis de la llamada renovación 
rnoral, S!:iíal<mdo los puntos soliwsalientes del marco leqal implementado para 
s¡¡rwar I¡¡ ¡¡cJrni n istración pliblic<i; rnr:ncionando las principales reformas consti­
tucionah:s, los c<imbios dr: la L1:y Orr¡ánica de la Administración Pública Federal 
(p<ira crr!ar la Sr:crr:t¡¡r ía 1lc: la Contraloría Gr!neral de la Federación), los cam­
:iios r:n los Códiqos civil y ¡wrwl y la nueva Ley de Rr:sponsabilidacles de los Ser­
vrrlorr!s P1'1!Jlicos, c:tiyos ilSfH:ctos más nov¡:cJosos e interesantes destaco. Antes 
dr' did10 ¡rnúlisis r!lai>ort': un rnarco teórico sobre la corrupción que pretende 
r¡Jr;ionüli/;Hld p¡¡r¡¡ pod1:r cornprr!rHJer que no responde a circunstancias !'.micas, 
sino ;1 c:orriplr!jos rnotivos q111: no sir:mpre son claros ni fáciles de detectar; iqual-
11u:11tl! 1;01110 ~OJHirtr• pur¡¡ tratar tlt! aportar comentarios propositivos que reba· 
sr:n 1,1 iÍ111bi to ¡J11rür1H!fl lt! tr°!cnico y que contemplen al f¡!nórneno en su tlimen­
siiJ11 j11st;L Otro r11otivo por r!I cuül incluí el marco t{!orico es porque 1!1 material 
r:~.11J<ii;1do Jlrovir'ru' dr! los r!st11dios tl1: Reisman y Tolchin, investir1auorr!s norte­
<HrH!rir:;J110•;, a1111Jos 111rist;Js, q111: han consar¡rado liuena parte de su vida académica 
iJ I;¡ 111vr,•,1rc¡a1;iém dr: la i11rnor;1lidüd y la corrupción en las funciones públicas y 
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tos que antaño conformaron parte su dinámica de Lmcionamiento y que hoy 
responden a una inercia a la que debemos oponerno!; a través del derecho que es 
la mejor vía para el cambio estructural y social encauzando la voluntad de trans­
formación a través de la normatividad, paulatina y eficientemente. Reencontrar 
1 ímites, buscar salidas que cambien para mejorar y conserven para mantener la 
libertad que siempre es relativa a los obstáculos que t:ene que vencer. 

En 1982, e 1 día en que tomb posesión como ti tu lar del ejecutivo, Miguel de la 
Madrid dijo: 

"La renovación moral es reto de todos los mexicanos. No podemos permitir 
que la nación se debilite y decaiga; nuestros problemas son tan graves que sólo 
con una moral renovada, lograremos vencerlos. El ;:::ueblo mexicano es profun­
damente moral y me exige que persiga toda forma de corrupción. Así lo haré. 
Gobernaré con e 1 ejemplo". 

En cinco años las promesas han cristalizado en un sistema que vigila preven­
tivamente y castiga a quienes transgreden la moral social; se ha gobernado con el 
ejemplo y el futuro de México depende de la conjunción de diversos factores 
que mejoren la función pública, uno de ellos es que el actual sistema de respon­
sabilidades permanezca y se amplíe, ya que es un signo de modernidad y ha 
probado ser eficaz y acorde a la idea de que es imposible desvincular, en un sis­
tema democrático, la moral y la práctica poi ítica. 

-=- ·---------::-- ---- -- --~ 

1 Estrada 56mano: Algwn• Aeflexlone1 sobre Ae1pon1abilldades de 101 Funcionarios y Empleados Pú­
blicos ... p. 187. 
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"Se dice también que una cosa es altamen­
te útil, por serlo, se convierte en honesta, 
pero se debiera decir que lo que es hones­
to no se convierte en útil, sino que es útil. 
En realidad sólo es útil lo que es hones­
to". 

Marco Tulio Cicerón 



ANTECEDENTES HISTORICOS 

... de lo tocante a gobierno militar polí­
tico y de hacienda, proponiéndonos las 
personas que justamente pueden ser ocu­
padas en empleas eclesiásticos y de nues­
tro real servicio y advirtiendo que cuanto 
mayor es la prerrogativa de sus cargos, 
tanto más será la fe y crédito que tendrán 
en nuestra confianza. 

Felipe 111 
24 de abril de 1618 

Resulta evidente que las comunidades humanas han padecido siempre fenóme­
no de corrupción y que desde que surgió el Estado como forma de organización 
social, previó los mecanismos para el combate de las prácticas ilegales de quie­
nes lo integraban. 

El virreinato mexicano fue pródigo en ejemplos de corrupción y de intentos, 
los más fallidos, por su combate y exterminio. 

Un panorama sumario y más ejemplificativo que esclarecedor, nos remite a 
una serie de prohibiciones en cédulas reales, la mayoría obra de Felipe 11, de las 
cuales sobresalen: la prohibición para contratar (ejercer actos de comercio) que 
se amplió a los familiares y criados del Virrey y luego se hizo extensiva a todos 
los altos funcionarios. 

En Cédula Real formulada en 1567 se expide una ley para impedir los abusos 
en las compras de palacio 1 • El motivo principal de la corrupción novohispánica 
fueron los enormes gastos que se originaban con motivo de los festejos religio­
sos, civiles y sociales de muy diversa índole que originaban compras desmedidas 
y jugosas comisior:es, dispendio en la fiesta y enriquecimiento de los organiza­
dores. 

La Cédula Rea! de 1583 hizo una prohibición que persistió durante buena 
parte del Virreina':o y que se refería a que los funcionarios deberían abstenerse 
de tratar relaciones sociales con sus vecinos. Se prohibió asimismo, la siembra 
de sus propiedade; agrícolas y el juego de naipes. En la Recopilación de los 
Reynos de las lnd-,as, citado por Rubio Mañé, aparece el antecedente de la pro­
hibición del nepe ::ismo: "A los gobernadores, corregidores y alcaldes mayores 
se les prohibió terer mini:;tros u oficiales que fuesen indios de su jurisdicción, 
ni parientes de su consanguinidad o de afinidad de ellos hasta el cuarto grado 
sin especial licenci.~ del Rey". El castigo en caso de contravenir esta disposición 
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era el importe del tercio del salario de un año. 

"La institución del juicio de residencia, instrumento de las Siete Partidas. dejntJa µara ad­
miración de los siglos. una obra de consumada prudencia r¡uhernativa y jurldica. 
Asl nada, en bien de la cultura jurldica hispánica --de inspiración romántica. a la par 
que gótica--. la institución del juicio de residencia. instrumento ler¡ill para fincar respon­
sabilidades. que pasarla a nosotros, desde el momento inicial y dra111ático de la Conquista. 
en el que hasta Hernán Cortés tuvo que asumir consecuencius, saliendo finalmente absuel­
to en el juicio de residencia que se le siguió. 2 

"Todos los funcionarios, desde el Virrey mismo hasta el más modesto, tenían 
que someterse a una investigación oficial de su conducta durante la incumben­
cia de su mando y ésto al expirar el término de sus períodos gubernamentales. 
No hay duda de que el mucho temor al Juicio de Residencia fue frecuentemen­
te el mejor incentivo para el cumplimiento eficiente del deber".3' Parece que el 
juicio era un asunto que tenía repercusiones en todo el Virreinato concedién­
dosele amplia difusión y seis meses para que cualquiera pudiera presentar acusa­
ciones. Las sentencias tardaban años en ser dictadas. El propio Virrey debía so­
meterse a este juicio antes de entregar el bastón de mando. 

El Juicio de Residencia nació en España en 1501 bajo el reinado de Isabel 
la Católica que nombró a Nicolás de Ovando, Gobernador de Indias, para efec­
tuar residencia a su antecesor, Francisco de Bobadilla. Este antecedente estable­
ció el juicio en cuestión. La Recopilación de los Reynos de las lndias4 estable­
ce en su libro 5o.: "De las Residencias y Jueces que la han de tomar" -que la 
residencia de los Virreyes se substancie en un término de seis meses "para ase­
gurar la quietud de los ministros y vasallos de las Indias". 

Se prevee igualmente que se les siga el juicio a Presidentes, Oidores, Alcaldes 
del Crimen y Fiscales que hayan sido promovidos de una audiencia a otra. En 
caso de que los Gobernadores fuesen perpetuos en su encarqo, se les sequirá un 
juicio cada cinco años. 

La Ley Cuarenta5 dispone a la letra: "Declaramos y mandamos, que las sen­
tencias definitivas pronunciadas en Residencia, sobre cohechos, baraterías o co­
sas mal llevadas, contra Gobernadores y sus oficiales, en que la consideración 
no exceda de veintemil maravedís, sean ejecutadas luego en las personas y bie­
nes de los culpados y si excediese en esa cantidad, la hayan de depositar, como 
se contiene en los capítulos de corregidores y jueces de residencia, que sobre 
esto disponen y se han de cumplir y que sin embargo de cualesquiera apelacio­
nes que por su parte se interpongan." 

Mario Vargas Gómez destaca la importancia del juicio de residencia, señalan­
do que "la residencia fue concebida para garantizar la administración y control 
de los vastos y lejanos territorios americanos conquistados por España. El Jui­
cio de Residencia tenía como finalidad el tratar de que las disposiciones de la 
Corona Española, legales, administrativas o poi íticas, fueran debidamente cum­
plidas y, por otra parte, que sus funcionarios pudieran actuar en un ambiente 
de relativa elasticidad en el desempeño de sus funciones. Esta trilogía de intere-
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ses v equilibrio, o sea, el Estado Español, el funcionario propiamente dicho y el 
pueblo de la colonia americana hicieron del Juicio de Residrtncia una verdadera 
institución popular, que en su época sirvió para evitar en lo posible, los males 
propios de una administración compleja y variada que actuaba lejos de los órga­
nos competentes originarios. 6 

Por otra parte, como lo señala atinadamente Raúl F. Cárdenas. la institución 
y el Juicio de Residencia no significaban de ninguna manera que las personas 
sujetas a dicho juicio fueran culpables de algún hecho delictuoso; por el contra­
rio, las personas que salían sin ninguna responsabilidad del Juicio de Residencia, 
sentían que era un motivo de honor y satisfacción para ellas, de tal suerte que 
el Juicio de Residencia no era visto con desagrado por parte de los funcionarios 
públicos, que estaban seguros que si habían procedido con honestidad, este jui­
cio significaba un motivo, inclusive de halago para ellos. 7 

El Juicio de Residencia se estableció para exigir la responsabilidad de deter­
minados funcionarios, pero la visita, que era otro de los procedimientos estable­
cidos por la Corte Española, para todos los funcionarios de una región o provin­
cia, ninguno de ellos en particular sabían si se le hacían cargos, de qué, ni por 
quién, ni aún después de que se le encontraba culpable y se le sentenciaba no 
por el Visitador, quien formulaba el sumario, que debería remitirse cerrnrlo Y 
sellado al Consejo de Indias sino por este último.8 

El propio Carlos V acudió en persona, en 1524, encontrando dos culpables. 
El Visitador era un enviado de la Corona para revisar e informar sobre denun­
cias de abusos y sobre la conducta en general de los funcionarios. La historia 
virreinal registra el miedo enorme que causaba la visita de ese enviado por lo ri­
guroso de sus procedimientos. Las nuevas leyes dictadas por la corona española 
en 1542 (que recrudecieron las penas para los funcionarios virreinales corrup­
tos) hicieron que e! Visitador fuera un medio de control aún más temido y 
respetado). El Virrey Ruiz de Velasco tuvo serios problemas con las severas ac­
tuaciones judiciales del Visitador Licenciado Don Jerónimo de Valderrama. 
Igualmente fueron célebres las actuaciones judiciales que se ventilaron en el ca­
so de corrupción en el Marquesado del Valle de Oaxaca en 1567. Lo cierto es 
que la lista de Visite dores es larga y durante el siglo XVI y el XVI 1 fueron mu­
chos los funcionarios destituidos por encontrárseles culpables de delitos relacio­
nados con le irresporsabilidad o el abuso en el ejercicio de una función pública. 

Era frecuente que el Visitador tuviera vínculos muy estrechos con la Inquisi­
ción lo cual robuste·::e la afirmación de Greenleaf9 en el sentido que el Santo 
Oficio era un medio '.Tlás para el control gubernamental y para el castigo de quie­
nes no ejercían sus :mcargos con la ortodoxia moral recomendada; al funciona­
rio virreinal que no se le pudiera comprobar participación en delitos contra la 
Corona o de corrupción, se le podía, si existía la voluntad política del rey, acu­
sar de herejía, para aplicarle el castigo necesario. No era frecuente, pero sí se 
consignan algunos c;;:r;os. 

El Virreinato fue un sólido sistema para asegurar el predominio y permanen-
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cia de los intereses españoles en América. Los funcionarios que laboraban en el 
gobierno virreinal eran vigilados estrechamente y eran responsabilizados y san­
cionados con rigor cuando pretendían enriquecerse a costa de los intereses del 
rey. Hubo desde luego, muchos casos de corrupción, demasiados abusos y rei­
taradas muestras de que la realidad venció el sueño del Renacim:ento europeo: 
la Utopía en las nuevas tierras. 

Son varios los autores que señalan que si bien en el Virreinato hubo sancio­
nes severas para quienes abusaban de sus puestos, también es de mencionar que 
se generó un complicado sistema de privilegios y excepciones (derivados de la 
nobleza y de otras circunstancias) que se trasladaron a nuestros sistemas legales 
en el siglo XIX haciendo que la adopción de un sistema de responsabilidades, 
copiado en buena parte del constitucionalismo anglosajón, fuera inoperante en 
nuestro medio. 

2o. La Constitución de Cádiz que pretendió ser aplicada en nuestro país, sin 
éxito, promulgada el 19 de marzo de 1812 prevé medios para responsabilizar 
a los funcionarios en su artículo 168 que se refiere a la inviolabilidad e irres­
ponsabilidad del rey y el 226 que alude a la responsabilidad a !os secretarios 
del despacho frente a las cortes de aquellos actos que autoricen contra la Cons­
titución o las leyes. 10 Una influencia muy notoria del "impeachment" inglés. 

Otros artículos importantes son el 131, 228, 229, 254, 255 y el 261 incisos 
IV y V. 

3o. Otros antecedente importante lo encontramos en el Decreto Constitucio­
nal para la Libertad de la América Mexicana, sancionada en Apatzingán el 22 
de octubre de 1814 -tampoco estuvo en vigencia que es la primera rnanisfestación 
constitucional auténticamente nacional. Establece la responsabilidad de los fun­
cionarios. Sujetando a los Diputados a Juicio de Residencia "por lo que toca 
a los actos en que intervienen en la administración pública y, además, podían 
ser acusados por los delitos de herejía, apostasía y por los de Estado (infiden-
cia, concusión y dilapidación de los caudales públicos)" 11 

Vale la pena, transcribir sus principales preceptos, conexos con la materia 
Art. 28. Son tiránicos y arbitrarios los actos ejercidos contra un ciudadano sin las forma­
lidades de la ley. 
Art. 29. El magistrado que incurriere en este delito será depuesto y castigado con la seve­
ridad que mande la ley. 
Art. 37_ .ó. ningún ciudadano debe coartarse la libertad de reclamar sus oarechos ante los 
funcionarios de la autoridad pública. 
Capítulo XVIII 
Del Tribunal de Residencia. 
Art. 212. El Tribunal de residencia se compondrá de siete jueces, que el Supremo Congre­
so ha de elegir por suerte de entre los individuos que para este efecto se nombren, uno 
por cada provincia. 
Art. 213. El nombramiento de estos individuos se hará por las juntas provinciales, de que 
trata el ca;:iítulo VI 1, a otro día de haber elegido los diputados, guarda~.'.:io la forma que 
prescriben los artículos 87 y 88, y remitiendo al Congreso testimonio del nombramien-
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to. autorizado con la solemn;dad que expresa el artículo 90. Por las provincias en donde 
se :'31ebren dichas juntas, el mismo Congreso nombrará, por escrutinio y a pluralidad ab­
so; _:a de votos, los ind1v1duos correspondientes. 

4. Puede ser mencionado el Reglamento Provisional Poi ítico del 1 mperio Me­
xicano, suscrito en la ciudad de México el 18 de diciembre de 1822, que prevee 
algunas sanciones para la inmoralidad de los funcionarios en los artículos 28. 62 
al 64 y 79. 12 

5. Otro antecedente es la Constitución Federal de los Estados Unidos Mexi­
canos. sancionada por el Congreso General Constituyente el 24 de octubre de 
1824. en ella encontramos alusiones a la responsabilidad de los funcionarios en 
los artículos 38, 39, 40, 43, 44 y 137. 

6. Las condiciones poi íticas, económicas y sociales hicieron que, si bien la 
Cons;:itución de 1857 fue un símbolo de la República y del juarismo, no tuviera 
plena vigencia, las viscisitudes de la intervención extranjera y la fuerza del clero 
ie restaron fuerza. en ella se establece ia responsabilidad política de los Diputa­
dos. los Ministros de la Suprema Corte de Justicia y los Secretarios de Despa­
cho. "atribuyéndoles responsabilidades por los delitos del orden común durante 
el ti-='11po de 5U ene.argo y por los delitos y faltas en que incurran en el ejercicio 
des~ mismo cargo ldelitos oficiales)" 13

. La responsabilidad se hace extensiv<i a 
los gobernadores por faltas a la Constitución y a las leyes federales, el Presiu-il· 
te ae la República contaba con una inmunidad especial y sólo podía ser acusa­
do por delitos de traición a la patria, violación a la Constitución, ataque a la li­
ben:.ed electoral y delitos graves de orden común. 

7. Debido a que nuestro sistema constitucional era unicamaral, el Presidente 
Juárez, emitió esta ley sobre Responsabilidad de los altos Funcionarios, consi­
dera:-ido que se cornetían, por parte de los diputados, abusos en cuanto a la 
inte;:::iretación del A.'."tículo 105 de la Constitución. La ley promulgada el 3 de 
n01.<embre de 1870, es la primera que se expidió en el país sobre el tema, y se 
cara-eterizó por su ex:rema sencillez. 

E Artículo 1o. señalaba: "Son delitos oficiales de los altos funcionarios de 
la Federación, el ata::;ue a las instituciones democráticas, a la forma de gobierno 
rep·...:blicano, represi::·-itativo federal y a la libertad de sufragio; la usurpación de 
atri::.-c.1ciones, la vioia-:ión de garantías individuales, y cualquiera infracción de la 
Cor:stitución o leyes federales en puntos de gravedad". 

Los Artículos 2c. y 3o. definen las faltas y omisiones que dan lugar a la apli­
cac:ón de la ley (la falta es por infringir la Constitución o las leyes federales, la 
omisión se ocasiona oor negligencia o inexactitud en el desempeño de las fun­
cicr.es anexas a sus ·::=orgos). 

:::: Artículo 4o. f' ia las sanciones (destitución del cargo e inhabilitación para 
obtener el mismo t.: otro, por tiempo que no sea menor de cinco ni mayor de 
diez años). El Artíc;,_tlo 5o. sanciona las faltas oficiales de acuerdo al Artículo 
4o. Y el Artículo 6•:. sanciona las omisiones con seis meses a un año de suspen­
sió0: e inhabilitaciái-. El Artículo 7o. de la ley de 1870 señala el término de un 
añc para poder ex i1;1:r la responsabilidad del funcionario. El Art ír.u lo Ro. sP.ññlrt 
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el derecho "de la nac1on o de los particulares para hacer efectiva ante los tribu­
nales competentes y con arreglo a las leyes, la responsabilidad pecuniaria que hu­
bieren contráído por daños y perjuicios causados al incurrir en el delito, falta u 
omisión. 1"' El Articulo 9o. expresa que independientemente de las responsabili­
dades poi itica y civil, la ley contempla la penal en el caso de los delitos comu­
nes cometidos por el funcionario. El Articulo 1 Oo. se refiere al procedimiento 
(mayoría absoluta de votos en la Cámara de Diputados para declarar al acusa­
do culpable o inocente y en el primer caso ponerlo a disposición de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación al acusado para la aplicación (si la hubiere) de la 
pena aplicable. El Artículo 100. se refiere al procedimiento (acción del gran ju­
rado). El Artículo 11 o. es relativo a la acción popular que se concede para la 
denuncia ce los delitos oficiales. 

8. Reformada la Constitución de 1857 (de 1857 a 1874) se instauró en la Re­
pública el sistema hicamaral, sustituyendo el flamante Senado a la Suprema 
Corte como jurado de sentencia. 

9. Los códigos procesales de 1880 a 1884 hicieron que la ley de 1870 resulta­
ra absoleta. El código penal de 1872 precisó la distinción constitucional entre 
delitos comunes y oficiales. 

1 O. El 29 de mayo de 1896 se promulgó la Ley de Responsabi 1 idades Regla­
mentaria oe los Artículos 104 y 105 de la Constitución Federal, ley que sirvió 
de modelo a las posteriores de 1939 y 1979. 

En la L2y Reglamentaria de 1896 se hace la debida distinción entre la respon­
sabilidad ce los altos funcionarios por la comisión de delitos comunes, cometi­
dos duran::e el desempeño de su cargo, de los delitos oficiales cometidos en el 
desempeño de su cargo, delitos poi lticos que se mencionan en la Ley de 1870, 
que trató de dar reglas generales, en especial, por tos problemas poi íticos que 
viv la el pa;is, con la integración de partidos". 1 ' 

Los fundonarios, de acuerdo a la ley de 1896 eran respo•1sables de los deli­
tos comunes que cometieran durante el desempeño de su encargo, pero no 
podían se17' procesados en tanto no lo autorizara ia Cámara de Diputados, si­
guiendo ei! procedimiento respectivo. Los altos funcionarios gozaban de fuero 
constitucional (llamado 'Fuero de licencia para enjuiciar'). Eran responsables 
de los delir10s oficiales cometidos con motivo del desempeño de sus funciones 
(delitos qL!e se mencionan en la ley de 1870 y en e:. Código Penal de 1872) pe­
ro como s•nzaban de fuero constitucional, sólo se podia proceder en su contra 
siguiendo el procedimiento descrito en la ley de 1896, es decir, juicio poi ítico 
(que con ilas reformas de 1874 atribu ia a la Cámara de Diputados la función de 
jurado de acusación por responsabilidad oficial en contra de los altos funciona· 
ríos y al S1fmado, la de jurado de sentencia). 

De cua11quier suerte la Constitución de 57 y la Ley de 1896, no tuvieron ma­
yor aplic;.;dón durante el periodo en que estuvieron vigentes; así en 1861 la 
Constituci•6n pareció poco eficaz para actuar en contra del Presidente Juárez ". 16 

11. La Constitución de 1917. La Constitución que actualmente nos rige repi· 
tió, en la .época de su promulgación, las ideas expresadas en la Constitución de 
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1857, mejoró, sin embargo, su redacción y trajo también nuevas complicaciones 
que se agravarían en la Ley de 1939. Los constituyentes del 17 sintieron la nece­
sidad de fortalecer al Presidente de la República frente a un Congreso que le re­
sultara adverso y se expresaron opiniones oomo ésta de Rabasa: "La estabilidad 
del Poder Ejecutivo exige que solamente por delitos de carácter muy grave, pue· 
de ser juzgado durante el período de su encargo, y por este motivo se limitan 
los hechos por los que puede ser juzgado el Presidente, a los delitos de traición 
a la patria o a los de carácter grave del orden común". Se incluye por su impor­
tancia dentro del contexto de la Federación, a los gobernadores y diputados lo­
cales. (no considerados en 1857) por lo que pueden incurrir en responsabilidad 
de carácter federa l. 

Por lo que se refiere a delitos oficiales, "son juzgados no por los tribunales 
del orden común, porque evidentemente salen fuera de la naturaleza de los he­
chos sometidos al conocimiento de estas autoridades y se ha establecido que los 
juzgue el Senado, mediante el siguiente procedimiento: La Cámara de Diputa­
dos hace la acusación a la de Senadores, dicta la sentencia, previos los trámites 
ordinarios de todo proceso, como son el oir al acusado y practicar todas las dili­
gencias necesarias para comprobar su responsabilidad". 17 La Constitución del 
17 le devolvió al Senado de la República su original carácter de tribunal poi íti­
co. 

12. La Ley de Responsabilidades de 1939. Elaborada durante el periodo pre­
sidencial del Presidente Lázaro Cárdenas y llamada Ley de Responsabilidades 
de los Funcionarios y Empleados de la Federación del Distrito y Territorios Fe­
derales y de los Altos Funcionarios de los Estados (30-Xll-1939) dividida en 
seis títulos y 111 Artículos (más seis trasitorios) contiene algunos artículos que 
son de interés, como el Artículo 1 o. donde por primera vez se emplea el apelati­
vo de "altos funcionarios", criterio empleado para distinguir la trascendencia de 
la función de cada uno de los servidores públicos. Diferendación que atiende a 
la alta función política y su relevancia y que separa a un funcionario de un em­
pleado. 

El artículo señala quiénes son esos "altos funcionarios de la Federación" se­
ñalando, además de los contenidos en la Constitución, a los jefes de Departa­
mento Autónomo, tan de moda en la época. Respecto de los delitos oficiales 
menciona los mismos que las leyes de Juárez y en los códigos de 1871 y 1929. 

Lamentablernen tP. se copian errores de la Ley de 1896 y se cometen otros 
por falta de una técnica adecuada. Un error gravísimo fue el que contenía el 
Artículo 18: "Son delitos y faltas oficiales de los demás funcionarios y emplea­
dos de la Federación y del Distrito y Territorios Federales, no comprendidos en 
el Artículo 2o. de esta ley" y a continuación enumeraba una serie de diferen­
tes tipos dejando "1ina absurda inmunidad para los altos funcionarios de la Fe­
d!!ración". 1 

M En vi1¡or esta lr?y fue fallida porque contenía una serie de errores y 
faltas q1w la hicieron impráctica para el combate de la corrupción, uno de esos 
<!rrows flw d<!roqar tas disposiciones del Códi~¡o Penal de 1931. Una de las inno­
vaciorws fw! !!I J11rado di? Responsabilidades Oficiales de los Funcionarios y 
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Empleados Públicos que reglamentaba la disposición constitucional correspon­
diente. Se integraban por un re:::iresentante de los servidores de la Federación, 
un representante de la prensa. otro debería ser profesionista, pero no funcio­
nario ni empleado público, un profesor, un obrero, un campesino y un agricul­
tor, industrial o comerciante. Este jurado debería conocer de los delitos oficia­
les cometidos por los funcionarios y empleados de la Federación (no por los Al­
tos Funcionarios) siguiendo las disposiciones relativas del Código de Procedi­
mientos Penales para el Distrito y Territorio Federales. Sus veredictos eran ina­
tacables. Raúl F. Cárdenas 19 resume así lo dispuesto en la Ley de 1939: "En 
resúmen, la Ley de Responsabilidades de 1939, recoge la distinción que tanto la 
Constitución de 57, como la de 17, establecen entre la responsabilidad de los 
Altos Funcionarios de la Federación, por la comisión de delitos comunes duran­
te el desempeño de su cargo, como de la comisión de delitos oficiales en el de­
sempeño del mismo, pero como se refiere en concreto a la Constitución del 17 
distingue también los delitos oficiales de los Altos Funcionarios que menciona: 
sin tipificarlos, en el Artículo 13, de los delitos oficiales de los demás funciona­
rios y empleados de la Federación y empleados federales y del Distrito Federal, 
que define en el Artículo 18 cie la citada Ley Orgánica, delitos que no pueden 
cometer los Altos Funcionarios. Por un error inexplicable además, copió Jos 
procedimientos de la Ley de 1896, en lo que toca a la responsabilidad de los 
Altos Funcionarios y derogó los tipos contenidos en el Código Penal, como 
delitos de funcionarios, al describirlos en el Artículo 18 de la citada Ley Orgá­
nica de 39" 

1 3. La ley que antecede a la actual es la Ley de Responsabilidades de los 
Funcionarios y Empleados d<? la Federación, del Distrito Federal y de los Altos 
Funcionarios de los Estados, de fecha 27 de diciembre de 1979 y publicada en 
el Diario Oficial el 4 de enero de 1980, consta de 92 artículos que están conte­
nidos en cinco títulos. No es el objetivo de este trabajo elaborar una visión crí­
tica. con miras históricas de nuestra legislación, por lo cual haré una breve sín­
tP.sis de contenido de esta ley que fue lamentablemente desafortunada por sus 
muchos errores e imprecisiones, oor una serie de omisiones que la hicieron im­
práctica (como quedó demostrado en los casos de algunos funcionarios que la 
burlaron. Se prevía en la Constitución y, en consecuencia en esta ley, la acción 
popular para la denuncia, ante la Cámara de Diputados, de los delitos comunes 
u oficiales de los Altos Funcionarios de la Federación. Los procedimientos que 
se preveen en este conjunto normativo respecto de los procedimientos del Jui­
cio Poi ítico, son equivocados porque se repiten los criterios de la Constitución 
de 1857 y se relega, nuevamente, al senado el papel de presidente de jurado. 
Esta ley tipifica el 'enriquecimiento inexplicable' (Artículo 85). 

Hay muchos puntos que comentar, criticar y alabar, pero como antes señalé, 
es imposible porque rebasaría los 1 imites propuestos para este estudio. 

Nuestra actual ley obedece a un compromiso poi ítico que deriva del impera­
tivo de moralizar la función pública. Es la respuesta a un reclamo popular, pero 
no aparece por generación espontánea, tiene hondas raíces en nuestra historia 
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poi ítica y legal. La Historia es un espejo en el cual el pasado nos ayuda a ver el 
futuro, debemos pues estudiar esos antecedentes para que la actual legislación 
omita los errores y exalte, conserve y mejore las virtudes de las anteriores leyes 
de responsabilidad oficial.· 
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Y claro está, como la justicia postula 
el bieri común, que es el fin propio de 

--·· 1a sociedad, este bien común resulta 
~igualmente fin de derecho, así como 
-en un organismo biológico el bien del 
todo es al mismo tiempo el bien de 
cada uno de sus órganos" 

Rafael Preciado Hernández 



"La administración pública se hace, 
desde luego y esencialmente, por hom­
bres." 

CAPITULO l .. 

LOS SERVIDORES PUBLICOS 

(EVOLUCION DEL TERMINO) 

M. Waline 

La Ley Federal de Responsabilidades alude a los 'servidores públicos' tomando 
la expresión del Articulo 108 de nuestra Constitución Poi ítica. El término 'ser­
vidor público' hace referencia a quienes prestan sus servicios al Estado. 

En la mayoría de los sistemas jurídicos -inclu ído el nuestro- ha resu Ita do di­
fícil darle un nombre único a quienes laboran para el Estado (por las muy dis· 
tintas clases de funciones. forma<: para ingresar, trascendencia de sus actos, re­
gímenes jurídicos a que están sujetos, etc.) Prueba de lo anterior es el siguiente 
análisis del problema en otros países y la evolución del término en nuestro sis· 
tema: 

Jeze 1 expresa que el servicio público tiene por objeto la satisfacción de las 
necesidades generales en un país tal como las siente una sociedad en una época 
determinada y que corresponde al gobernante determinar cuáles son esas necesi­
dades que habrán de ser satisfechas por el procedimiento del servicio público 
mediante la colabor::ción de! agente o funcionario. 

Señala a dos tipos de servidores: los gobernantes (Diputados y Senadores y el 
Presidente de la Re8ública) y los agentes o funcionarios (prefectos, subprefec­
tos, alcaldes, etc.). 

Señala como la ¡:: rincipal diferencia entre ambos, el hecho de que los gober­
nantes tienen una "1ayor fuerza poi ítica y social; los agentes o funcionarios se 
caracterizan por su dependencia respecto a los gobernantes pues estos últimos 
les asignan discrecic.nalmente (aunque siempre en los términos que marca la ley) 
su competencia, de:erminan su status y señalan los medios jurídicos o los recur­
sos económicos cor, los cuales cumplir su misión. Esa dependencia es de diver­
sos grados. El prop.'o Jeze señala que la clasificación anterior, tiene un valor po­
i ítico ya que desd1:; el punto de vista de la técnica jurídica "es bien difícil" la 
diferencia que los s:epara. Posteriormente clasifica a los agentes o funcionarios 
en 1) agentes aux'.liares del servicio público; 2) auxiliares y 3) requisádos; no 
sin antes menciona1r que la doctrina francesa es, "sobre ese punto, muy incier­
ta." 

Carlos H. Pareja:;, señala que dado el carácter moral de las entidades adminis-
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trativas, éstas requieren de seres físicos que actúen en su representación. les lla­
ma 'empleados públicos'. Las leyes colombianas denominan 'empleado núblico' 
a todos los individuos que desempeñen destinos creados o reconocidos en las le­
yes, ordenanzas, acuerdos y decretos válidos clasificándolos en tres categorías: 
1) Magistrados: que son los empleados que ejercen jurisdicción o autoridad (en­
tendiendo por jurisdicción la facultad para hacer cumplir las leyes o actos jurí­
dicos en determinado tiempo y lugar;) ejemplo: jueces, Procurador. Presidente 
de la Repúb.ica. 2) Funcionarios Públicos: no tienen autoridad, r~:ro tienen fun­
ciones que ro pueden ejecutar sino en calidad de empleados. (Ejemplos: los Mi­
nistros, el Rector de la Universidad de Colombia, etc) 3) Los oficiales públicos: 
son los emp;eados que ejercen funciones que cualquiera puede desempeñar, aún 
sin tener la calidad de empleado. (Ejemplo: los escribientes de las oficinas pú­
blicas.) Este autor señala al respecto la regla general de que no puede haber em­
pleo sin fun.::iones (detalladas en las leyes.) Los empleados adquirirán el rango 
de nacionales o locales de acuerdo a su ámbito de competencia legal establecida. 

La combic.ación de calidades (ser empleado como oficial público y funciona­
rio público a la vez). es legal en el derecho colombiano. 

En Arger:.-:ina, un detallado estudio de Bartolomé a Fiorini-' expresa lo si· 
guiente: "L:: terminología, desde el comienzo, se inicia con confusiones, se 
menciona er, forma promiscua "autoridades", "autoridades públicas". "fun­
cionarios pú :ilicos", agentes de la administración, "empleados", "personal de 
servicio" y <.Jltimamente, "obreros de servicios públicos", "obreros estatales", 
"contratadas" "jerarquizados", etc. El autor señala entonces, la necesidad de 
separar y destacar la existencia de ciertas personas que representan o son titula· 
res del podff estatal respecto de los denominados agentes del Estado. Los pri­
meros (presi,::iente, ministros, jueces, diputados, gobernadores y autoridades si­
milares) son órganos de las autoridades instituidas en la Constitución, represen­
tantes poi iticos que manifiestan "típicas relaciones orgánicas sin relación de ser­
vicio'. Los :::itros servidores sí contemplan relaciones de empleo (actos con­
tractuales aóministrativos). Al margen de disertaciones eruditas, el autor consi­
dera que "1-:.ay agente público, cualquiera que sea su jerarquía, porque rige su 
situación u r: acto contractual 4

• 

lgualmenr'.~ da el término genérico de 'agente estatal' a todos los agentes o 
funcionarios que puedan agruparse bajo las formas jurídicas que presenta el 
servicio o tr:.abajo que conviene realizar los particulares en la organización admi­
nistrativa b<J1io la dependencia del poder estatal. El problema de que las diver­
sas jerarqu1·a:s dentro de los organismos administrativos requieren diversas de­
nominaciorn~!S (funcionarios-empleados públicos) es para Fiorini un debate 'in­
trincado' deí:1ido a que las distinciones que antaño se señalaban (de que el fun­
cionario ern una autoridad y el empleado realizaba únicamente actividades de 
gestión) son 7loy día superadas por las condiciones poi íticas y económicas inter­
perantes hü'•' d ia el Estado moderno representa poder, autoridad y empresa, 
por lo tantc -señala Fiorini- "No se trata ya del concepto de autoridad o ges­
tión, sino dt! la situación subjetiva y relaciones jurídicas y consecuentes que re-
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glan los diversos sectores del trabajo estatal". 5 El caos en los conceptos sobre el 
particular tanto a nivel nacional como provincial, es señalado como un proble­
ma que el derecho administrativo enfrenta en Argentina. 

El 11ropio Fiorini propone, una clasificación de los agentes estatales de acuer­
do a sus funciones jerárquicas y de servicios. 

a) Autoridades: no forman parte del elenco permanente de la administración 
pública, ejercen funciones superiores de dirección gobierno, conducción ejecuti­
va por tiempo determinado. Se denominan "funcionarios" aunque no son de 
carrera. (Se incluye en esta clasificación al llamado personal de gabinete que tie­
ne funciones de asesoría o colaboración.' b) Agentes jerarquizados: aparecen en 
la dirección ejecutiva de ciertos órganos aunque abajo la dependencia de !os lla­
mados funcionarios directi,1os. Forman parte del personal permanente de la ad­
ministración (figuran dentro del derecho laboral, pero con características admi­
nistrativas.) c) Los empleados: forman parte del personal con carrera que no tie­
ne funciones de autoridad y que realizan actividades en la administración como 
organización y función (algunos realizan labores específicas -técnicas o activi­
dades funcionalm~nte administrativas.) d) En !as últimas décadas se hace men­
ción del obrero estatal: desarrollan actividades de servicios públicos de interés 
público o trabajos de industria y comercio. Lo anterior revela que la abundan­
cia de términos obedece a una serie de situaciones estatutarias diversas y a la 
falta de un criterio uniforme, como quedó demostrado al analizar a diversos 

tratadistas internacionales. El derecho administrativo mexicano ha abarcado el 
problema a través de las consideraciones de dos autores de reconocido prestigio: 
Fraga y Serra Rojas. 

Gabino Fragah señala que se han expresado múltiples criterios para la dife­
renciación respecto de los funcionarios y los empleados: a) OuE! la diferencia ra­
dica en el tiempo que permanecen en sus puestos, dado que el funcionario es 
designi!do por un tit:mpo determinado y el empleado tiene un carácter perma­
mente, criterio que rechaza al señalar que hay empleados y funcionarios que per­
manecen en su ene.argo el mismo tiempo. b) Otro criterio sería el de la remune­
ración, pero en nuestro sistema tanto los funcionarios como los empleados per­
ciben una remuneración. c) Una tercera postura se refiere a los nombramientos: 
Si la naturaleza jurídica del vinculo que los une al Estado es de derecho público 
será funcionario, si es privado será empleado. Respecto de ese criterio, el men­
cionado autor señala que la relación de la función pública de los empleados es 
ror su naturaleza á'e derecho público, y por lo tanto, descarta ese criterio por 
inadmisible. d) El señalamiento de que la distinción radica en el poder de deci­
dir y ordenar (serial ando que los empleados son meros ejecutores) es descartado 
porque confunde a ::os emrleados con los auxiliares de la autoridad. e) Otro cri­
t<!rio es quri sr! c:ons;dcra funcionario al que tenc¡a señaladas sus facultades en la 
Constilllc:ión o rm !::: ley, y empicado al que las tenga en los reglamentos, pero 
como todos los órr;;,:inos driben tener señaladas sus atribuciones en una ley de 
car;ícwr rnutNial 's. ri que la distinción desde el runto de vista formal, signifi-
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que facultades diversas que sean motivo bastante para hacer una distinción co­
mo la que se trata de consignar"7 "Por último -señala Fraga- se ha señalado 
como una distinción entre el concepto de funcionario y el de empleado la de 
que el primero supone un encargo especial transmitido en principio por la ley 
que crea una relación externa que da al titular un carácter representativo, mien­
tras que el segundo sólo supone una vinculación interna que hace que su titular 
sólo concurra a la formación de la función pública". 8 

La anterior afirmación sí satisface la idea consignada en las disposiciones 
constitucionales. Es interesante el anterior criterio para la diferenciación de 
funcionarios y empleados ya que si bien el título cuarto constitucional alude 
genéricamente a los 'servidores públicos', otros artículos constitucionales y 
muchas leyes aluden aún a funcionarios, empleados, etc. que son las expre­
siones más empleadas en la historia y las leyes mexicanas como señala Andrés 
Serra Rojas al analizar estas denominaciones; cabría por otro lado precisar que 
la doctrina mexicana caracteriza al funcionario público "por expresar y parti­
cipar en la formación y ejecución de la voluntad estatal, decidiendo y llevando 
a cabo sus determinaciones por su carácter representativo al participar en los 
actos públicos y por ejecutar las disposiciones legales de su investidura". 9 

(A es.te respecto el Código Penal Español -Artículo 119- considera el funcio­
nario público "Todo el que por disposición inmediata de la ley, o por elección 
o por nombramiento de autoridad competente participe del ejercicio de funcio­
nes públicas"). 

Otra forma de clasificar a los servidores públicos es por la ley y ordenamien­
tos a los que están sujetos, al respecto, Serra Rojas propone lo siguiente: 

"a) Trabajadores sometidos a la Ley de los Trabajadores al Servicio del Esta­
do, y trabajadores sometidos a la Ley Federal de Trabajo. Ejemplo de los pri­
meros: el apartado B del Artículo 123 Constitucional (personal directamente 
dependiente de la administración pública centralizada). Y de los segundos: los 
que laboran a las instituciones descentralizadas como PEMEX o el IMSS. 

b) Trabaj2dores de base y trabajadores de confianza: (esta división se inspi­
ra en la Legislación del Trabajo). 

c) Trabaj:::dor definitivo, interino, provisional, por obra determinada o a 
tiempo fijo .. Es la propia ley la que menciona este tipo de nombramientos). 

d) Una cu ::1rta clasificación considera a los trabajadores de base expresamen­
te señalados en el presupuesto de egresos de la Federación y los empleados su­
pernumeraric s comprendidos en partidas globales del mismo". 1º 

Comentac ::> lo señalado por el eminente tratadista cabría decir que una clasi­
ficación objetiva podría ser la siguiente atendiendo a los mu y diversos puntos 
de vista resp~cto del problema: 

a) Por la forma de su incorporación: por elección o por nombramiento. 
b) Por la :-egulación jurídica a que están sujetos: si son de base o de confian­

za. 
c) Por la e •(terioridad de sus actos: si estos trascienden o no a los administra­

dos, criterios ciue se puede emplear para establecer la diferencia entre emplea-
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do y funcionario. 
La anterior clasificación resultaría más concreta y abarcaría buena parte de 

los criterios para la diferenciación de los servidores públicos. 
Otro tipo de funcionario es el de hecho, que a diferencia del de derecho, no 

ejerce sus funciones con un nombramiento legal, está iniciado, ejerciendo su 
función bajo la apariencia de legitimidad de título o autoridad. El funcionario 
de hecho está realmente en posesión de la función que debe ser reconocida por 
In ley. Su investidura es irregular. El problema que enfrenta este tipo de ser.<i­
dores es la legitimidad frente a terceros, y asimismo nuestra legislación penal 
considera delito este hecho. 

Cabría incluir al agente público y decir de él que es toda persona que partici­
pa en la gestión de un servicio público directamente o bajo el control del Esta­
do. 

El anterior panorama ejemplifica la enorme complejidad de tratar de estable­
cer criterios uniformes sobre las diferencias específicas que los servidores públi­
cos presentan de acuerdo a sus funciones, alcances, motivos, etc. Es por ello 
acertado el criterio que emplea la Ley Federal de Responsabilidades cuando 
alude a los servidores públicos como una clasificación que enmarca a un género 
cuya diferencia específica son los servidores que pueden ser sujetos de juicio 
poi ítico o sea quienes gozan del fuero constitucional. 

E 1 Artículo 108 Constitucional expresa que "para los efectos de las responsa­
bilidades a que alude este título (el cuarto) se reputarán como servidores públi­
cos a los representantes de elección popular, a los miembrosdelospoderesJudicial 
Federal, y Judicial del D. F., a los funcionarios y empleados, y en general a t.o­
da 11ersona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza 
en la administración pública federal o en el Distrito Federal". 

Se incluyen como servidores públicos los funcionarios y empleados del poder 
legislativo (Art. 51 L F RSP). Igualmente los gobernadores de los Estados, los 
diriutados a las legislaturas locales y a los Magistrados de los Tribunales Superio­
res de Justicia Estatal. Quedan igualmente incluídos los funcionarios empleados 
que forman riarte de la Administración Pública Paraestatal. 

Con esta lógica el término 'servidor público' abarca una amplia gama de per­
sonas que trabaja para el Estado Mexicano, y los engloba a todos sin omisiones 
que deriven de la características particulares de cada uno. 
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Un Estado democrático demanda una 
administración pública capaz y dota­
da de conciencia de. servicio. Por ello 
desde el inicio de mi gestión propuse 
cambios de orden constitucional y le­
gislativo, a fin de dotar a la renovación 
moral -demanda reiterada de la socie­
dad- de un marco jurídico adecuado, 
que sustenta de manera efectiva el 
cumplimiento de una concepción de la 
fiscalización del aparato público fede­
ral, que se basa en el autocontrol y la vi­
gilancia interna. 

MIGUEL DE LA MADRID 

V INFORME DE GOBIERNO 



Un individuo es responsable cuando, de 
acuerdo con el orden jurídico, es suscep­
tible de ser sancionado_ 

CAPITULO 11 

DISTINTOS TIPOS DE RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES 
PUBLICOS 

H. Kelsen 

Hoy día, la palabra responsabilidad se emplea para denominar conceptos con dis­
tintos sentidos (deberes de un cargo; causa de un acontecimiento; merecimiento, 
reacción, respuesta; capacidad mental; etc.) el uso del vocablo es muy amplio, ya 
que se emplea con frecuencia en el discurso moral y el religioso. Es un concepto 
jurídico fundamental. El responsable de un hecho ilícito debe sufrir las conse­
cuencias de sanción que a ese hecho se le imputan. 

El concepto clásico de la responsabilidad, de acuerdo al Diccionar Exniche, 
envuelve "la obligación de reparar y satisfacer, por sí o por otros, cualquier pér­
dida daño o perjuicio que se hubiere causado aun tercero, asimismo es necesario 
que el acto que origina la responsabilidad, sea legalmente imputable a quien lo 
ejecutó". 

La responsabilidad nace como consecuencia de la infracción de una norma, 
si,mdo la sanción el resultado de la calificación del hecho o del acto jurídico. 

"Existen dos grandes formas de apficar la responsabilidad: La responsabilidad 
por culpa: en que la aplicación de sanciones al individuo considerado responsa­
ble supone culpa por parte del autor del hecho ilícito. Esto es, las consecuencias 
de la sanción se aplican al responsable sólo cuando el autor del hecho ilícito tu­
vo la intención de cometerlo (o bien, habiéndolo previsto no lo impidió). A la 
responsabilidad objetiva, por el contrario, no le importa la culpa del autor; basta 
que el hecho ilícito se realice (con o sin culpa del autor) para que se apliquen las 
consecuencias de sanción al individuo considerado responsable." 1 

"Del concepto del Estado, considerado éste corno regulador del o:-den jurídi­
co, como fuente del derecho -puesto que da forma positiva a la norma e impo­
ne su cumplimiento. ejerciendo, como sanción extrema, como última ratio, el 
poder de coerción de que está armado- síguese lógicamente que tanto el conjun­
to de normas positivas y su cumplimiento por todos, no puede dejar de compren­
der a los agentes u órganos del Estado mismo: los funcionarios. En esto se funda 
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la responsabilidad de los funcionarios" 2
• La importancia de la responsabilidad en 

el derecho público tiene un alcance mayor debido a que se trata de la relación 
del Estado con los particulares o entre las instituciones públicas entre si, relacio· 
nes que tienden a asegurar el bienestar de la sociedad entera. "En razón, pues, 
del alcance e importancia de las relaciones que considera el derecho público, la 
responsabilidad comprende, no sólo la civil y la penal, sino además, la poi ítica y 
la administrativa". 3 

Para comprender más cabalmente el porqué de las responsabilidades de los ser· 
vi dores públicos, es menester señalar sus obligaciones. 

El maestro Andrés Serra Rojas se refiere a ellos señalando que "la función pú· 
blica impone al trabajador al servicio del Estado deberes que derivan de los pro· 
pósitos que las leyes fijan para realizar el bien público.4 

La doctrina administrativa coincide en señalar que todos los funcionarios tie­
nen los deberes de: a) prestar la protesta legal, b) ejercer las funciones. c) diligen­
cia. d) obediencia. e) discreción y secreto profesional. f) seguridad. g) lealtad o 
fidelidad a la Nación h) residencia. 

En nuestro derecho positivo la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del 
Estado señala lo siqu iente: 

"Son obl1r¡ac1oncs clr. los tranajadores al servicio del Estado: 1. OP.scmp·~iíilr sus lalioms con 
la intensidad, cuii:Jado y Psrrn~ro apropiados; sujetándose a la dirr.cción de sus jefes y a las 
leyes y rcrilnmen tos res¡ 'Cctivos. 11. ObsP.rvar buP.nas constuml>res dentro dr.I SP.rvicio. 
111. Cumplir con las ollliqaciones m1c les imponqan lils co11dirio1ws r¡encrales de trnbajo. 
IV. Guardar reserva dP. lns asuntos que lleriur.n a su conocimir.nto cor: motivo clP. su tral1a­
jo. V. Evitar I¡¡ ejP.cución C1e actos que ponr¡anen peligro su senuridadv ia de sus co111paiir.­
ros. Vl. J\sistir puntualmente a sus labores. VI 1. No har.r.r proparianda cfr.ntro de ninriuna 
clase. dP.ntro de los edificios o luc¡ares dP. trilbajo y VIII. /\sistir a los Institutos de Capa· 
citación para rncjorar su preparación y eficir.nc1a" (Art. 44 de la Ley fieqlamentariil). 

Sin embargo no es único ordenamiento que recoge obligaciones para el Servi­
dor Público, la Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos 
contiene un catálogo de obligaciones, mismas que también se plasman en las con­
diciones generales de trabajo y en otras leyes. 

DISTINTOS TIPOS DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES 
PU BLICOS 
Es importantísima la existencia de la responsabilidad de los funcionarios y 
empleados para evitar el abuso de poder de la burocracia y asegurar la debida 
prestación de los servicios a todos los ciudadanos. 

a) RESPONSABILIDAD CIVIL: 

Algunos autores, como Cupio y Carnelutti han definido la responsabilidad ci­
vil como la obligación de soportar la reacción del ordenamiento jurídico frente 
al hecho dañoso. También en términos generales, se concibe la responsabilidad 
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civil, como la consecuencia de la violación del deber jurídico de no dañar a na­
die. La responsabilidad civil requiere de la concurrencia de los siguientes -ele­
mentos: 1) un hecho ilícito, 2) la existencia de un daño, 3) un nexo de causali­
dad entre el hecho y el daño. 

Respecto de esta responsabilidad Sabino Alvarez menciona que puede ser res­
pecto del Estado o de los particulares. Respecto del primero lo general es que se 
trate de hacerla efectiva en la rendición de cuentas y manejo de caudales públi­
cos, así como en la percepción de sueldos o gratificaciones indebidas (caso de in­
compatibilidad, servicios no prestados) que deben reintegrarse. En cuanto a la 
responsabilidad frente a los particulares, el autor distingue la falta personal de la 
falta del servicio, para derivar la responsabilidad del funcionario personalmente 
o la directa del Estado, respectivamente, aunque puede ser subsidiariamente res­
ponsable de las faltas personales de los funcionarios. 

Por otra parte Guillermo Varas, 5 precisa al respecto lo siguiente: "El Estado 
responde civilmente sólo en casos de excepción, en general es el funcionario o el 
empleado que ha transgredido la ley, realizando el acto sin las formalidades lega­
lc::, el que está obl¡~ódo a asurnir directa y personalmente, las responsabilidades 
civiles consiguientes. ya ante el Estado y ante los terceros perjudicados. Si se tra­
ta de un acto persoral ísimo -continúa el autor- o sea, de aquellos que se ejecu­
tan como cualquier particular, fuera del servicio, no cabe duda acerca de su res­
pcnsabilidad; si el ac:o ha sido ejecutado con ocasión del servicio; pero ilegalmente 
abusando del cargo el empleado es, personalmente responsable, pero si el acto 
que ha producido d.=ños ha sido ejecutado por el empleo cumpliendo las disposi­
ciones legales y den::ro de la órbita de sus atribuciones, o sea, si se trata de acto 
de servicio, será ést':O o el Estado sobre quien recaerán las responsabilidades con­
siguientes. 

Bielsa6 menciona que mientras algunos consagran la responsabilidad civil sin 
trabas (porque en u-.a sociedad donde el principio de la responsabilidad civil no 
es admitida no hay libertades ni garantías contra los funcionarios arbitrarios), 
otros limitan esa responsabilidad, en razón del acto que genera, atribuyéndola 
al Estado en ciertos ::asos (sistema francés) o sólo al funcionario declarando irres­
ponsable al Estado (:;;!stema angloamericano). 

En Alemania act_:almente la materia está regida por principios especiales que 
la han diferenciadc je la responsabilidad del simple particular, derecho especial 
que se aplica a los h:::chos relativos a la calidad de funcionario. 

Este autor menc:•:ma dos criterios interesantes de su derecho positivo. "Los 
funcionarios que e:c::-alimitando las funciones que la ley les confiere causan per­
juicios son civilme!-:te responsables de lo indemnización". "Por lo demás, la 
aprobación del supe?:-ior y aún la orden v·~rbal no eximen de responsabilidad al 
funcionario por las ~:>:tralimitaciones de s1is facultades legales". 

El derecho mex:1cano, de acuerdo al criterio de Serra Rojas dispone que la 
responsabilidad civ1! del servidor del Estado "Se origina siempre que la falta de 
éste haya causado r::•erjuicio a la administración o a los particulares (cuando és­
tos tengan derecha 2 repetir en contra del Estado por actos de sus servidores)". 
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Igualmente señala que todo menoscabo en el patrimonio del Estado debe repa· 
rarse civilmente correspondiendo a la legislación administrativa fijar la naturale· 
za de esta acción y los procedimientos para hacerla efectiva. La CPEUM estable· 
ce en su Artículo 111, párrafo VIII: "En demandas del orden civil que se enta· 
bien contra cualquier servidor público no se requerirá declaración de proceden· 
cia". 

EL MAESTRO SERRA ROJAS HACE UN INTERESANTE COMENTARIO 
ACERCA DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO 

""La vida social cada di'a es más comµleja y va originando nuevas y continuas intervencio­
nes qel Estado, nn una enorme red de servicios públicos y de actividades públicas. 
Esos servicios públicos funcionan normal y anormalmente creando riesgos sociales. ceda 
vez más frecuentros, que orininan serios perjuicios a los particulares, que se causan no por 
e<•lpa, sino por la nilturaleLa misma de las actividades del Estado. La vida moderna divide 
no sólo la riqueza, sino ta111hi611 la miseria humana. El Estado dP.be consirlNar qur: l:::is pe,-­
Juicios que ori~]inf~ arneri tan inUcrrinil'aciones convenientes". 7 

En nuestro país es frecuente que el funcionario sea responsable y se excluya 
de dicha responsabilidad al Estado, un cambio al respecto puede observarse en 
algunos artículos de la Ley de Depuración de Créditos a cargo del Gobierno Fe­
deral (publicada en el Diario Oficial el 31 de diciembre de 1941) que autorizaba 
al Ejecutivo Federal (Art. 1 o.) para que por conducto del Tribunal Fiscal de la 
Federación, depure y reconozca las obligaciones no prescritas a cargo del Go­
bierno Federal, nacidas o deri\..idas de hechos jurídicos( ... ). 

La ley exceptúa a aquellos créditos (Art. 2o.) para los cuales exista asigna­
ción presupuesta! dentro del ejercicio fiscal correspondiente, así como los me­
nores a 100 (cien pesos), las correspondientes a deudas tituladas, o los fijados 
por convenio con la Secretaria de Hacienda y los depurados por autoridad com­
petente (judicial o administrativa), así como los que sean materia de juicio diver­
so al amparo, los referentes a la expropiación petrolera o ferrocarrilera o de tie­
rras y aguas, los que nazcan de contratos para la construcción de obras públicas, 
los resultantes de convenios de reclamaciones con países extranjeros, los que 
son a cargo de la Federación por aval o fianza, los de participaciones en impues­
tos, derechos, productos y aprovechamientos, las reclamaciones de ingresos fe­
derales ilegalmente percibidos; los anticipos por cuenta de impuestos; los hipo­
tecarios sobre fincas de la federación y los que existan a favor de Estados, Mu­
nicipios o corporaciones públicas. 

El Código Civil del Distrito Federal reglamenta esta situación en su Capítulo 
1, denominado de las obligaciones que nacen de los actos ilícitos. 

El Artículo 1910 señala: "El que obrando ilícitamente o contra las buenas costumbres 
cause daño a otro, está oblinado a repararlo, a menos que demuestre que el darlo se produ­
jo corno consecuencia de culpa o negligencia inexcusable de la víctima'"". 

La doctrina precisa que la responsabilidad civil de los funcionarios no pueden 
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ser tan absoluta como la de los simples particulares porque éstos obran por su 
cuenta y el funcionario en ejercicio de sus funciones. 

Es interesante, asimismo, analizar el Arti'culo 1915 que señala que es a elec­
ción del ofendido el restablecimiento de la situación anterior, cuando ello sea 
posible, o el pago de daños y perjuicios. 

Igualmente se considera que debe ser indemnizada la víctima del llamado da­
ño moral. 

Respecto de la Responsabilidad subsidiaria hay que examinar los siguientes 
artículos del propio Código Civil: 

1917.- '"Las personas c;-..:e han causado en común un daño. son responsables solidariamen­
te hacia la víctima por 12 reparación a que están obligados"' ... 
1918.- señala: "Las per;;onas morales son resµonsables de los daños y µcrjuir:ios que cau­
sen sus representantes ie-;¡ales en el ejercicio de sus funciones". 
Y el Artículo 1928 qu•= expresa: '"El Estado tiene oblir¡ación de responder de los daños 
causados por sus funcic-'>arios en P.I ejercicio de las funciones que les están encomendadas. 
Esta responsabilidad es i'ubsidiaria. y sólo podrá hacerse efectiva coptra el Estado cuando 
el funcionario directa;:-:.~~te rcspon~ub!c :io tcnJa bic'1r?S 'J 1os 11uc t~n~a n0 58an suficien­
tes para responder del C:;::i:'\o causado. 

Como vemos, la Le, .. y estos artículos del Código Civil parecen indicar el 
principio de un cambie. respecto de la responsabilidad del Estado hacia sus par­
ticulares, tema que po;- su amplitud y complejidad no podemos tocar ahora, só­
lo apuntarlo en relació,- con la responsabilidad civil del servidor público. 

b) RESPONSABILIDAD F1=:NAL DE LOS SERVIDORES PUBLICOS: 

Bunster señala que ''La responsabilidad penal es el deber júrídico de sufrir la 
pena, que recae sobre :¡uien ha cometido un delito, esto es, una acción típica, 

1 
antijurídica y culpab11;o. La responsabilidad penal nace exclusivamente para 

· quien ha cometido ur. jelito entendiendo por tal a quien ha cabido en algunas 
de las formas de inter,•ención punible previstas por la ley. En otras palabras la 
resrJOnsabilidad penal, a diferencia de otras formas de responsabilidad jurídica, 

.. no trasciende a otras ;:1ersonas. No contradice esta afirmación, la reserva hecha 
·-· rior la ley respecto de •a reparación del daño, pues a ella no quedan obligados 

los herederos en cuanr·::: criminalmente responsables, sino en cuanto civilmente 
resronsables"." 

La resronsabilidad r:1enal -como lo señala Varas-· es independiente de la res­
ponsabilidad administrativa, de tal suerte que el sobreseimiento librado por un 
¡tH!I, por no ser el hec::10 constitutivo de delito o porque, no siéndolo, no pare­
c1! que el em11leado lo :nubiere cometido según las disposiciones penales, no pro­
duce efecto en materi¡¡ administrativa, ya que en el primer caso se trata de esta­
lilccer la existencia de un hecho delictuoso, y en el segundo, de un hecho que, 
sin tener tal carácter, 11~s contrario a las disposiciones administrativas. En otras 
palabras el empleado rnuede o no ser reo de un del ita, pero puede ser responsa-
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ble de una falta administrativa que merezca la destitución o separación del ser­
vicio".9 

A este respecto Bielsa menciona que los hechos punibles se pueden agrupar 
de la siguiente forma: 1.- Delitos peculiares de los empleados públicos --es de­
cir- delitos que sólo pueden cometer los que revistan la calidad de funcionarios 
o empleados. 2.- Hechos que cometidos por un particular no serán punibles, 
pero que siéndolo por un funcionario o empleado público constituyen delitos 
(por ejemplo: la mera pasividad o inacción del funcionario cuando tiene la obli­
gación o deber legal de intervenir activamente). 3.- Hechos punibles respecto de 
los cuales la calidad de funcionario o empleado público determina una repre­
sión mayor, es decir, que esta calidad se considera agravante en el lenguaje de la 
ley penal. 10 

Nuestra legislación penal ha recogido este critiero doctrinal y en cumplimien­
to de ello reformó el Código Penal en 1983 que en su título décimo señala los 
delitos cometidos por servidores públicos y que se agrupan, como lo señala 
Bielsa en: 

a) Delitos peculiares de los empleados públicos: como el abuso de autoridad 
(Art. 215); la coalición de servicios públicos (Art. 216); el uso indebido de atri­
buciones y facultades (Art. 214); el ejercicic abusivo de funciones (Art. 220). 

Li) Al segundo grupo correspondería el delito de concusión que está previsto 
en el Artículo 218. 

c) Los delitos respecto de los cuales la calidc.d de servidor público determina 
una represión mayor, una agravante, son: el delito de intimidación (.A.rt. 219); 
el tráfico de influencia (Art. 221 ); el cohecho (Art. 222); y el peculado (Art. 
223); así como el delito de ( ~riquecimiento ilícito (Art. 224). 

El Código prevee también, en su título décimo primero, los delitos cometi­
dos contra la administración de justicia (Art. 225) respecto de los servidores pú· 
blicos y los artículos 226 y 227 respecto del ejercicio indebido del propio dere· 
cho. 

La ley mexicana dispone que para proceder penalmente contra "Diputados y 
Senadores al Congreso de la Unión, Ministros de la SCJN, Secretarios de Despa­
cho, Jefes de Departamento Administrativo, jefe del Distrito Federal, Procura­
dor General de la República y Procurador General de Justicia del D. F., por la 
comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, la Cámara de Diputados 
declarará ;:>or mayoría absoluta de sus miembros presentes en sesión, si ha lugar 
a proceder contra el inculpado" (Art. 111 CPEUM). El propio Artículo 111, en 
sus párraf.::;s 4o. y 5o. aluden a la responsubilidad penal del Presidente de la Re­
pública y las autoridades locales. El párrafo 7o. ordena que "el efecto de la 
declaracién de que ha lugar a proceder contra el inculpado será separarlo de su 
encargo en tanto esté sujeto al proceso penal". Se considera también delito (Art. 
109, fracción 111 CPEUM) el enriquecimiento ilícito de los servidores públicos 
(aumenta sustancial de sus bienes durante su encargo que no pudieren justifi­
car). El F-.rtículo 109 constitucional señala, asimismo, en su segundo párrafo, 
que: "La :::omisión de delitos por parte de cualquier servidor público será per-
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seguida y sancionada en los términos de la legislación penal. 

e) RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE LOS SERVIDORES 
PUBLICOS: 

La doctrina consigna una serie de deberes del servidor público, los superiores 
de estos servidores tienen, de acuerdo a la idea de subordinación o dependencia 
con motivo del servicio público, implica -según sistematiza Royo Villanova 
(11)-en los superiores, erigidos en autoridad, la facultad: a) de remover y re­
vocar los actos de los inferiores, resolviendo al efecto los oportunos recursos 
que interpongan los particulares; b) de inspeccionar los servicios públicos, que 
ele ellos dependa, e) de resolver las competencias que puedan plantearle los su­
bordinados; d) de dictar instrucciones y dar órdenes y e) de usar la potestad dis­
ciplinaria imponiendo las correcciones que procedan. De esta última facultad 
deriva la aplicación de sanciones a la responsabilidad administrativa. Bielsa men­
ciona al respecto que "la existencia de un conjunto de deberes y atribuciones 
de los funcionarios, seélr1 Jeberes cornprE:ndidos en la cbligación de! !a funci6ri o 
del servicio, sean deberes que derivan de la subordinación jerárquica, exige nor­
mas que tiendan a regular esas relaciones y sanciones aplicables cuando se vio­
lan tales obligaciones. La transgresión de los deberes administrativos tiene su 
sanción característica en la responsabilidad administrativa del funcionario, que 
se hace efectiva por la pena disciplinaria. La responsabilidad disciplinaria difie­
re substancialmente de la responsabilidad común, tanto por su fin corno por su 
especial naturaleza y efectos. En realidad, el fin de la responsabilidad discipli­
naria es asegurar la observancia de las normas de subordinación jerárquica y, en 
general, el exacto cumplimiento de todos los deberes de la función". 12 

Diferencias de la responsauiliclad administrativa respecto de la penal: en que 
aunque la primera tiene carácter penal, se desenvuelve en las relaciones internas 
de la jerarquía mientras que la responsabilidad penal tiene lugar fuera de las re­
laciones jerárquicas y está confiada a los tribunales ordinarios. Además el régi­
men jurídico de su ap:,icación es distinto. 

Respecto a la responsabilidad civil la administración difiere como lo explica 
muy claramente Rafa.el Bielsa, en varios aspectos: 13 

Así, por ejemplo, '"n los contratos de derecho común, locación de servicios, 
mandaco, comisión, -::te., mandante o comitente en su caso, ejercen respecto 
del otro contratante. la acción que nace del contrato, y por ella pueden exigir 
la ejecución forzada je la prestación objeto del contrato. Mas cuando el conte­
nido del contrato es de "obligaciones de hacer" es decir, actos o serie de actos, 
o hechos personales, y el deudor se rehusa realizarlos, la ejecución forzada res­
pecto de él no es pcsible, no sólo porque la prestación obtenida en esa forma 
sería deficiente -y ::ior eso no sería la "verdadera prestación"-, sino porque 
debería además emp •earse medios violentos, contrarios a la libertad individual y 
por tanto, "ilegales' ; y como el acreedor sólo tiene derecho para emplear los 
medios legales a fin je que el deduor le procur~ aquello a que se ha obliqado. 
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siguese que el Estado -acreedor de los servicios del funcionario- sólo podría 
hacer ejecutar la obligación ror otro a costa del deudor, u obtener de éste la 
indemnización correspondiente median te ejecución en sus bienes. Ta 1 es el régi · 
men jurídico de la relación en el derecho civil. 

Pero la vinculación jurídica que existe entre el funcionario o empleado y el 
Estado, -que es de derecho público-, no atribuye a este Ciltimo acción para 
compeler al deudor a la ejecución de la prestación, en la forma que prescribe el 
Código Civil, ni a ejecutarlo para obtener la indemnización correspondiente. El 
Estado -y más precisamente la Administración Pública-· se vale de otro medio 
para obligar al funcionario a cumplir su deber, en la forma en que ella le exi~¡e o 
le ordena. mirando, desde luego, a las necesidades del servidor pt'.iblico. Ese me· 
dio es la sanción disciplinaria y el conjunto de normas positivas establecidas con 
ese objeto constituye el derecho disciplinario de la Administración; finalmente. 
la facultac de ejercerlo, que se atribuye siempre al superior jerárquico, es el po· 
der cfiscip;,nario, corolario lógico de la organización jerárquica administrativa. 

La api1e<•ció11 Üt:I ut:rE:cilo disciplinario está espccii.Jl:71cnte circuns::::rita a f!.Jn 
cionarios /empleados, pero estos últimos tienen que guardar obediencia y res· 
peto al su::ierior, obediencia que se explica por sí misma y que debe ser compa· 
tibie con :a dignidad profesional. La oposición sistemática que pudiera manifes· 
tarse perj..Jdicando la buena marcha de la función gubernativa sí da lugar a la 
falta y a su consecuente responsabilidad. Las obligaciones de la función se fun· 
dan y jus:ífican en las necesidades del servicio público. Por eso "el poder disci· 
plinario se inspira tanto en el sentimiento de olignidad corporativa del personal 
como la i;:avedad de la falta personal". 14 

"El poder disciplinario, por su misma naturaleza y objeto consiste no sólo en 
la facultad de ejercer medidas disciplinarias, sino también en la competencia ne­
cesaria pa "ª determinar, en ciertos casos por decirlo así, ex novo, deberes cuya 
trasgresió::; constituye precisamente falta disciplinaria y la sanción discirilinaria 
difiere de otras sanciones administrativas por el medio con que opera: pena di$· 
ciplinaria' ' 15 

Creo p.;::rtinente señalar que sería preferible hablar de sanción y no de pena 
disciplina,7·ia, sobre todo, tomando en consideración que el término pena se em· 
plea en e:. derecho penal y que siguiendo la buena lógica semántica y técnica es 
mejor referirse a la sanción cuando hablamos de la facultad disciplinaria en el 
ámbito ar:::ministrativo. 

Los ekement'.Js característ;cos de la falta disciplinaria son: 1) inejecución im· 
putable de una obligación de la función o empleo. 2) que esa falta sea pasible 
de pena 'disciplinaria (estando o no previamente establecida: y 3) que no esté 
prevista em las leyes penales (en cuyo caso habría responsabi 1 idad penal). 

El obü::>to de la pena disciplinaria es mejorar el servicio pCiblico mediante la 
mejoría de quien ejecuta ese servicio y en caso que ello sea imposible, sepáran· 
dolo del: mismo. Las penas reconocen grados (las hay correctivas -amonesta· 
ción, rnur':tél, postergación en el ascenso, retrogradación en el escalafón, suspen­
sión del <::argo y sueldo- y expulsivas como la remoción y la destitución o exo-
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neración). 
En cuanto a nuestro sistema de responsabilidad administrativa y a reserva de 

tratar este tema con profundidad y detenimiento en los capítulos siguientes, di­
remos r¡ue en México "la responsabilidad administrativa se exige a todos los ser­
vidores públicos por actos u omisiones que afecten la legalidad. la honradez, 
lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben-observar en el desempeño de sus 
empleos, cargos o comisiones". 1" Las diversas causas por las que se puede exigir 
responsabilid<id administrativa se contienen en los artículos 47, 50 y 59 de la 
LFRSP (son 22 causas de responsabilidades). Las contralorias internas tienen la 
facultad (Art. 60 LFRSP) de imponer sanciones disciplinarias y económicas me· 
nares de equivalente de 100 días de salario mínimo (las mayores !as impone la 
SECOGEF). La ley faculta a las autoridades a perdonar al servida:- público por 
única vez, en causas que no revistan gravedad ni constituyan delito. Las sancio­
nes las contempla el Art. 52 LFRSP -apercibimiento público y P'ivado-, amo­
nestación --púulica y privada- suspensión, destitución, multa e ;;-,habilitación. 
El Artículo 54 de la LFRSP señala los elementos que deben tor:::;~::;e en cuenta 
al imponer las sanciones administrativas (circunstancias econón<cas, nivel je­
rárquico, antecec.Jentes, antiguedad y reincidencia). El procedirr:ento para la 
aplicación de sanciones -común a la SECOG E F y a las contralor ias internas­
se regula en los artículos 64 a 78 de la LFRSP. El recurso administrativo de re­
novación es el medio que contempla la ley para la impugnación de sanciu . .<:s. 
La impugnación se realiza írente al Tribunal Fiscal de la Federacicn. "Contra la 
sentencia de este último :·~acede, si son absolutorias (propiame.-ite de anula­
ción). el recurso de revisión ante la SCJN que puede ser inter;::'Jesto por la 
SCG F, o por el superior jerárquico". 17 

Cabría comentar, nuevamente, que no es en la Ley Federal de Responsabili­
dades de los Servidores Públicos en el único ordenamiento vigen:=e en que hay 
seiíalamientos acerca de la resronsabilidad administrativa. La Le·¡ Federal de 
los Trabajadores al Servicio del Estado y otras leyes, tambén con:emplan obli­
gaciones rara los servidores públicos, asimismo ocurre en las- condiciones gene­
rales de trabajo a que están sujetos algunos servidores. 

ú) RESPONSABILIDAD POLITICA DE LOS SERVIDORES PUBLICOS 

Esmein -citado por Bielsa 1H expresa lo siguiente: "Se diría que la soberanía 
nacional tiene como consecuencia necesaria la responsabilidad r!ena de todos 
los que ejercen, a cualquier título, una parte de la autoridad públic.a. En efecto, 
ellos obran no en virtud de un derecho propio, sino en nombre de la nación, en 
la que reside la sobeC"anía. Verdaderamente ello es así, y no sólo respecto de los 
funcionarios propiamente dichos, es decir, de aquellos cuya misión consiste en 
aplicar rer¡las tra.1adas de antemano rrnr la ley, sino también, y sobre todo, res­
p!!clo de los representantes, esto es, de aquellos que tienen un rioder de deci­
sión mils o menos discrecional y obran para la nación. El religro º"ver a un re­
pm~!ntante abusando del poder que no le pertenece es mayor en e! segundo ca-

39 



so; la responsabilidad parece imponerse de antemano; y lógicamente tal respon­
sabilidad parece que implica: 1o., una sanción toda vez que el funcionario o re­
presentante excede de sus poderes; 2o., la revocabilidad ele todo funcionario o 
representante, por la· autoridad que le ha confiado su poder o su función, 
cuando esa autoridad pueda, sin sobrepasar los 1 imites de los poderes a ella de­
legados, ejercerlos, sin embargo, en forma inconveniente o peligrosa. Por lo de­
más ésta es condición natural y lógica, siempre que se ejerce un derecho de otro 
por voluntad de otro". 

La responsabilidad política no es -a decir de Bielsa-, 19 una responsabilidad 
verdaderamente jurídica ni comprende a todos los funcionarios, sólo a aquéllos 
que están sujetos a ella por mandato constitucional; la responsabilidad poi ítica 
es esencialmente moral, nace de la trasgresión de deberes poi íticos del funciona­
rio para con el pueblo y se hace efectiva, por esa razón, directamente ante los 
representantes del pueblo (ante el parlamento, por lo cual se le ha llamado 'res­
ponsabilidad parlamentaria'). En sistemas como el mexicano, la responsabilidad 
poi ítica no sólo consiste, como en los regímenes parlamentarios, en el retiro de 
la confianza, sino que hay un sometimiento al juicio poi ítico y, por otra parte, 
a una verdadera responsabilidad jerárquica, por no decir disciplinaria, por el pe­
dido que en el fondo no es sino una pena disciplinaria expulsiva. 

El juicio político fue definido por Alexis de Tocquenille como "el fallo que 
pronuncia un cuerpo poi ítico momentáneamente revestido del derecho de juz­
gar"2º y Linares Quintana -citado por Raúl F. Cárdenas21 señala que es "un 
procedimiento solemne de carácter esencialmente político, que ini.cia la Cámara 
de Diputados y por el cual ésta acusa ante el Senado como Tribunal, a determi­
nados funcionarios públicos por las causas que se especifican taxativamente en 
la Constitución con la finalidad de hacer efectiva la responsabilidad política de 
los mismos"_ Como bien lo precisó Loevenstein "existe responsabilidad poi ítica 
cuando un determinado detentador del poder tiene que dar cuenta a otro de­
tentador del poder sobre el cumplimiento de la función que le ha sido asigna­
da". 22 

El antecedente histórico del juicio poi ítico es el 'impeachment' de la Consti­
tución Norteamericana que lo tomó de Inglaterra: Hallman define al 'impeach­
ment' inglés como una solemne acusación contra un individuo, hecha por la Cá­
mara de los Comunes, ante la Barra de la Cámara de los Lores". 23 

Raúl F. Cárdenas24 complementa esa definición agregando que se ha utiliza­
do fundamentalmente contra los servidores de la Corona, es un medio de con­
trol del Paríamento sobre la Administración, y cuya característica principal es 
el no basarse en un crimen o delito calificado, sino en una culpa de origen polí­
tico. Hauni.au 25 comenta que al final del siglo XVI 11, la simple amenaza del 'im­
peachment' era suficiente para provocar la dimisión del gabinete. En la actuali­
dad el 'imp0eachment' es un acto judicial que comienza por la acusación hecha a 
cualquier poersona hecha por la Cámara de los Comunes a la que los Lores que 
tiene por o:ijeto el castigo de la persona que resulte culpable, mediante la impo­
sición de la sanción penal que se considere aplicable. 
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El 'impeachment' americano difiere en que los noneamericanos "han creado 
algo mixto. Dieron a la destitución administrativa todas las garantías del juicio 
político y han quitado al juicio político sus más grandes rigores"26 

Como se ve el constitucionalismo inglés y el norteamericano han introducido 
este tipo de juicios. Respecto a nuestra actual legislación podemos precisar lo si­
guiente: 

La responsabilidad poi ítica es la que se hace valer a través del juicio poi ítico 
de responsabilidad en contra de los funcionarios mencionados en el Artículo 
11 O CPEUM. Las causas de procedencia de la pretensión en dicho juicio son los 
actos u omisiones que redunden perjuicio de los intereses públicos fundamenta­
les o de su buen despacho. 

"No procede el juicio político por la mera expresión de ideas". 
El Congreso de la Unión valorará la existencia y gravedad de los actos u omi­

siones a que se refiere este artículo. Cuando aquéllos tengan carácter delictuoso 
:;e formulará la declaración de procedencia a que aluc!-= la presente ley y se esta­
rá a lo dispuesto en la legislación penal". 

Aclarando que la declaración de procedencia inicia un juicio penal posterior 
y no debe confundirse con los juicios políticos cuyas resoluciones son inataca­
bles. 

Para la aplicación de las sanciones a que alude el 11 O Constitucional, la Cá­
mara de Diputados se erige en Cámara de Acusación y la Cámara de Senadores 
en Jurado de Setencia en Jurado de Sentencia: 

"Para la aplicación de las sanciones a que se refiere este precepto, la Cámara de Diputados 
procederá a la acusación respectiva ante la Cámara de Senadores, previa declaración de la 
mayoría absoluta del número de los miembros presentes en sesión de aquella Cámara, 
después de haber sustanciado el procedimiento respectivo y con audiencia del inculpado". 
"(párrafo 4o.). "Conociendo de la acusación de la Cámara ::le Senadores, erigida en Jura­
do se Sentencia, aplicará la sanción correspondiente mediante resolución de las dos ter­
ceras partes de los miembros presentes de sesión, una vez pra:::ticadas las diligencias corres­
pondientes y con audiencia de acusado". (párrafo 5o.). "Las declaraciones y resoluciones 
de las Cámaras de Oi::iutados y Senadores son inatacables. 

Lo anterior se encuentra asentado también en los artículos 74, fracción V y 
76 fracción V 11 de ía Constitución Poi ítica. El párrafo 111 del 11 O constitucio­
nal, establece las sanciones del juicio poi ítico: 

"Las sanciones con:s;stirán en la destitución del servicio público y en su inhabilitación pa­
ra desempeñar func'ones, empleos, cargos o comisiones de cualquier naturaleza en el ser­
vicio público." 
"El Artículo B de la LFRSP dispone que si la resolución dictada en el juicio 

poi ítico es condena<:oria, la sanción será la destitución y que puede imponerse 
la inhabilitación (de uno a veinte años). La responsabilidad poi ítica, como b·ien 
los dice Varas13 "r: . .:i es una responsabilidad que descanse en fundamentos jurí­
dicos, sino de una ;'ndole completamente diversa, como lo es la mayor o menor 
confianza que puecie dispensar la autoridad a su representante, en razón de mo-
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tivos o circunstancias de orden poi ítico". 
Elegí exponer la responsabilidad poi ítica al final, debido a que no es usual 

porque los servidores públicos que están sujetos a ella tienen altas funciones de 
dirección poi ítica y las circunstancias que llevan al Estado a tomar este tipo de 
actitudes son escasas. 

PARA FINALIZAR DESEO CITAR AL MAESTRO BURGOA QUE 
EXPRESA SUS CONCEPTOS SOBRE LA RESPONSABILIDAD DE LOS 
SERVIDORES PUBLICOS EN SU CELEBRE TEXTO SOBRE 
CONSTITUCIONAL 

"En un régimen democrático los titulares de los órganos del Estado o los sujetos que en 
un momento dado los personifican y realizan las funciones enmarcadas dentro del cuadro 
de su competencia, deben rerutarse como servidores públicos. Etica y deontológicamen­
te su conducta, en el desempeño del cargo respectivo, debe enfocarse hacia el servicio pú­
blico en sentido amplio mediante la aplicación correcta de la lev. Por ende. si el fu,1ciomi­
rio público, cualquiera que sean su categoría y la índole de sus atribuciones, debe conside­
rarse como un servidor público, o como dijera nuestro gran Morr:!los, "siervo de la na­
ción", es evidente que está ligado con los gobernados al través de dos princirales nexos 
dentro de un sistema democrático que sin el derecho S8rla inconcebible. a saber, el que 
entraiia la obligación de ajustar los actos en que se traduzcan sus funciones a la Constitu­
ción y a la ley y el que consiste en realizarlos honestamente con el espíritu de servicio a 
que hemos aludido. En el primer caso, esos actos están sometidos al principio de legalidad 
lato sensu. o sea, de constitucionalidad (superlegalidad según Maurice Hauriou) y de legali­
dad estricto sensu, y en segundo al de responsabilidad. Ambos principios. aunque tienen 
distintas órbitas de operatividad, se complementan puntualmente como piedras angulares 
sobre las que descansa la democracia. Al violarse el de legabilidad (lato sensu), los actos de 
autoridad en que la violación se cometa sor< susceptibles de impugnarse jur ldicamente por 
los medios, juicios, procesos o recursos que en cada Cstado democrático existen, y al que­
brantarse el de responsabilidad, el funcionario público que lo infrinja se hace acreedor a la 
imposición de las sanciones que constitucional o legalmente estén previstas". 27 

Para concluir el capítulo quisiera -siguiendo una idea de Goodnow28 expo­
ner el criterio de la conveniencia de la responsabilidad administrativa para depu­
rar la práctica gubernamental. 

Las responsabilidades analizadas no son, excluyentes, sino complementarias, 
pero existe una proporcionalidad inversa respecto de la fuerza de cada una. En 
los E E. U U. es frecuente observar que la fuerza de la responsabi 1 idad penal es 
proporcional a la debilidad de las otras responsabilidades, por lo que sería am­
pliamente recomendable que en nuestro medio la responsabilidad administrati­
va se fortaleciera y adquiriera mayor peso relativo, dado que es idónea en un 
sistema que, como el nuestro, trabaja, de facto, a través de un complicado anda­
miaje de relaciones, fuerzas y valores -es un sistema sui generis- en el cual la 
responsabilidad penal tiene poca cabida y muy difícil posibilidad de ser aplica­
da exitosamente. La responsabilidad administrativa, en cambio, puede proveer 
a la administración pública de un medio eficaz y rápido para depurarse. Por ello 
creo que la sistematización de la responsabilidad administrativa en nuestro me-
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dio es un acierto porque no sólo acerca a nuestro sistema jurídico-administrati­
vo a la modernidad, sino que puede llegar a ser verdaderamente efectivo. 

Por ello hablamos de modernidad, que debe entenderse como la renovación 
de nuestras instituciones jurídicas para mejorar las funciones sociales. La res­
ponsabilidad administrativa puede llegar a ser un medio muy efectivo de depu­
ración y control en la tarea gubernamental, ese sería un cambio basado no en 
una imitación extralógica del extranjero, sino en nuestra propia tradición jurídi­
ca que ya recogía en disposiciones aisladas este tipo de responsabilidad y que 
ahora puede mostrar su efectividad y su conveniencia: Técnica nueva que reani­
me la sabiduría jurídica tradicional. 
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La corrupción sigue siendo uno de los grandes han­
dicaps para la racionalización de la vida pública, qui­
zá esté menos extendida de lo que piensa el público, 
pero para el buen funcionamiento de la democracia 
moderna la difundida creencia en la corrupción es 
tan peligrosa como la corrupción misma. 

GUILLERMO FLORIS MARGADANT 

Panorama de la Historia Universal del Derecho 



Antecedentes 

Y, desde luego, acepto que la corrupción en el sec­
tor gubernamental es la forma más intolerable de in­
moralidad social. 

CAPITULO 111 

Miguel de la Madrid Hurtado 
(Las Siete Tesis Rectoras) 

REJ\iOVACION MORAL EN LA ADMINISTRACION PUBLICA 

Para abordar con algún acierto el difícil y enorme problema de moralizar un 
aparato burocrático que en los últimos cincuenta años ha experimentado un 
crecimiento sin precedentes y que ha complicado sustancialmente su actuar con 
innovaciones técn ~cas y cambios derivados de nuevas concepciones sociales y de 
compromisos imp·ortantes respecto del llamado 'pacto social' es necesario com­
prender que la co.;-rupción en la administración pública deriva precisamente de 
un complejo proc:;:,so social y económico que muchas veces tiene antecedentes 
directos en situac:-.ones históricas concretas que modifican las ideas de la morali­
dad social. 

Resulta obvio que una administración corrompida es sólo posible en un me­
dio igualmem.- proclive a funcionar con prácticas heterodoxas que pueden estu­
diarse sólo si se r:?cionalizan con la ayuda de disciplinas estrechamente vincula­
das a la ciencia jurídica: la sociología y la ciencia poi ítica, inclusive la filosofía 
y la historia, porque el fenómeno es de una complejidad abrumadora. 

Lo siguiente es un marco teórico cuyas interpretaciones emplearé para tratar 
de proponer algu ".los cambios en la actual concepción jurídica ·de renovación 
moral; este marce teórico se divide en dos partes fundamentales: la primera es 
un análisis de la v·iolación de la ley a través de la corrupción, dándole diversos 
grados y jerarquí;z:s a cada práctica corrupta racionalizando el problema y plan­
teando esquemas ·;1enerales, y, la segunda es un análisis de la corrupción en Mé­
xico. 

Marco Teórico. Raciumalización del fenómeno. 

Racionalización de la Corrupción: 
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"Lil pill<Jbra 'corrompido' se emplea para aclarar que Ja oferta, pago, prome­
sa o reg<Jlo, renia intención de inducir al que Jo recibe a aprovechar indebida­
mente su cars;o y en el caso del Estado su puesto oficial, para realizar negocios 
incorrectos con el que paga. La palabra 'corrompido' connota un mot•vo o pro­
pósito malo. _m intento de influir incorrectamente al que lo recibe" 1 La ante 
rior es una de:inición. Una exrilicación del fenómeno riodrla encontrarse en que 
no todos los :::Jreceritos normativos corresponden necesariamente a Jos concep­
tos éticos de .cna sociedad determinada. 

"Las conc -'Siones sobre legalidad son teleológicas antes que lógicas y varia­
rán de acuerc:o con el tiempo, el contexto y la necesidad del grupo<_ Es por 
eso que la id-o:a del hombre común respecto a Ja calificación moral de una ac­
ción, no corr-?sponden inequ ivocarnente a lo que disponen los preceotos legales 
vigentes. Elle genera una dualidad de codigos que Ja ciencia política ha deno­
minado sister--:a rn itico y códi~JO práctico. 

A. El ilsi Jrnado sistema mitiro es el conjunto de normas, jurídicas, socia­
les, etc .. que :1royectan, r?n si mismas y ~n sus objetivos, lo que se cs;:::2:-a de un 
grupo en cue:o-1ión al actuar socialmente, una imagen. resultado de una deseable 
asimilación c:_ltural. Este código sostiene corno columna vertebral, la idea ética 
de cada nació-,_ valores y patrones culturales más arraigados. 

B. En COl"'.::aste, el cóuigo práctico, es el resultado de la cliscrepar.:::ia entre 
las institucio.-·es al cumplir con sus funciones públicas y el modo en que real­
mente se ejec.Jtan, es decir. es el conjunto de procedimientos que el :ndividuo 
acepta y prác:ica, pero no menciona porqué contravienen al sistema mltico_ 

C. Las des·,·iaciones son selectivamente toleradas y dependen de eventualida­
des. La justif:.;:-:ación del código práctico es la eficiencia y supervivencia en un¡¡ 
organización :;;ocial (la discreción se explica por la desavenencia de los dos orde­
namientos, perco las violaciones al sistema m itico no siempre se consiceran ile­
gales por quie1-1 las comete). 

Key, inten::ireta las tensiones entre el sistema mítico y el código práctico así: 
"Donde las n•::irmas proscritas son claras, pero un proceso administrativo que de 
otra forma seic ia eficaz, no ha establecido mecanismos adecuados para '.-cacer va 
ler las normas. los ha dotado de incompetentes, ha permitido que se atrofien Jos 
mecanismos, para ponerla en vigor, ha puesto ciertas actividades fuera C:el mec¡¡­
nismo de eject_1ción, probablemente estamos ante una discrepancia entre el siste­
ma m itico y ei código práctico''. 3 

D. Debemr::s entender que la función de Ja ley es sostener o reforzar los pos­
tulados civiles básicos y que cuando una ley es impráctica la corrupción se gene­
ra casi ·necesar-iamente. Lo deseable seria Ja ausencia de tensiones entre el siste­
ma mítico y '.el código práctico y esto podría llegar a ser factible meóíante la 
optimización •:in Ja instrumentación burocrática y en la privada. 

Existen otrcJs factores que inciden directamente en Jos fenómenos sociales re­
lacionados con la corrupción, Reisman reconoce Jos siguientes tipos d>e sobor­
no: 

E. Soborne:• de transacción: "es un pago hecho en forma rutinaria y general-
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rrente imf)ersonal a un funcionario público, para obtener o acelerar la realiz<J· 
c;ón de su función f)rescrita" 4 Ejemplo de ello podría ser el dinero que se le da 
a · .. m empleado judicial para que acelere el trámite de un divorcio. Esta agiliza· 
c:ón no implica que el funcionario cambie de situación legal o de hecho de un 
r:i~oceso. Vende velocidad. Casi todos los sistemas burocráticos del mundo lo 
p~actican 5 . La precisión de los sistemas de control y supervisión, así como tra· 
ter que un trámite se realice con la menor cantidad de personal posible, tiende 
a evitar o reducir la incidencia. El público que practica este soborno no lo con· 
s•'.Jera ilegal dado que hay una sustancial conformidad con la norma. 

F.· El soborno de variación: es un pago ilícito. generalmente más nocivo, en 
e, cual quien paga no lo hace para acelerar los actos, sino, más bien, para obte· 
ner la suspensión o no aplicación de una norma. (Como por ejemplo: pagarle a 
G'"' funcionario de aduanas para que permita el ingreso de mercancía ilegal). Es 
Gr.o de los problemas más graves que enfrenta una administración, pues se ha 
o:::.servado que cuando existen sobornos de variación y las élites perciben bene· 
r::::os de estas práctic<Js, se tenderán a institucionalizar y a convertirse en rutina· 
-·r,s <.:uando aumente su volumen. 

La rigidez formal de la ley o las imitaciones extralógicas pueden ser la causa 
p-incipal de este fenómeno. "Puede decirse en un sentido organizativo más am· 
P''º· que el soborno de variación realiza una función homeostática, aligerando 
lc-s conflictos sociales causados por la rigidez de las estructuras formales que 
C:1:,crepan de la distribución efectiva del poder"." 

G.· La compra descarada: que es la compra "no de un servicio sino de un sir· 
v:'ó'nte, aquí el objetivo no es obtener el desempeño de un acto en particular, si· 
re•. más bien, adquirir un empleado que permanezca en su puesto en una orga· 
r:zación a la cual parezca tener completa lealtad, mientras que en realidad fa· 
vorezca los intereses conflictivos del sobornador"". Esta es la práctica más noci· 
v2 y la que mayores sanciones genera. Este fenómeno se produce, obviamente, 
p.-:;r un deseo desmedido de lucro de las partes que intervienen. 

H.· La generaciór. y permanencia de la corrupción obedece a una serie de ra· 
zo'>es objetivas y subjetivas. Cabe reflexionar que en siglo XX con dos sistemas 
sc-::iopol íticos que iriperan mundialmente, ninguno ha acertado en el combate 
rí•: la corrur:ición: E i carita 1 ismo o liberalismo y el socialismo real la padecen; 
t;., rocracias rrivadas y estados totalitarios "se las han arreglado para combinar 
.,, -nultinlicar la arb trariedad del déspota y la deshumanización de la m¿qui· 
n:: '". Oui1á sea ella una de las causas de la inmoralidad social y la corrupción. 
P•·'O no podemos suprimir ni la burocracia privada ni la pública r:iorque ambas 
sG-. contrapesos que evitan el totalitarismo. La lucha entre la ambición humana 
'i os limites üticos se desarrolla maq¡inalmente y otras causas no admiten la ex· 
r': .r:<Jción ri!! la contraposición entre el individuo y las burocracias de cualquier 
~u;no. Lii 1~xplicación de que la corrupción es r:iroducto de rautas culturales es, 
r:c1'110 mucha el!! l<J ;;.ntropoloyia funcional, esencialmente trivial. Hay algo más 
pr:,f1m<fo: "En toe.Ju·;; las elecciones humanas la racionalidad y las consideracio· 
"''S rnorah!s l!Xpl icito::is, interactúan y a veces se intercambian con dinámicas r:isi· 
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cológicas hondas y generalmente no percibidas". 9 Gabriel Zaid propone otra 
explicación: "Hay en la corrupción una fraternidad contracultura!, un sumer­
girse en las aguas comunitarias que se resisten al encauzamiento formalista, un 
rechazo de la cultura moderna, impersonal y despiadada, una afirmación de la 
familia, la amistad, el terruño, frente a la ley y la meritocracia. Después de to­
do, la ley se inventó hace menos de cinco mil años y la humanidad aún no se 
reconcilia con ese horror que acepta a regañadientes". 10 Cabe pensar que el 
espíritu humano sigue siendo una prolongada interrogación: la ambición, con 
sus connotaciones psicosociales: la maldad, el gusto de violar lo establecido. 
Todo influ ído por las enormes presiones de una sociedad que cambia y per­
manece, que avanza y retrocede, que se CJfirma y niega en una serie de contra­
dicciones que influyen en las decisiones humanas: la vieja lucha de Epícteto y 
Epicuro. 

No es posible buscar soluciones simples a un problema tan complejo: la so­
lución es siempre un proceso que se tiene que realizar entre dos o más indivi­
duos dentro y fuera de la burocracia privada o la admiristración pública. Sería 
falso decir que la corrupción se genera mayormente en países en vías de desa­
rrollo, la pobreza no necesariamente corrompe, ni siquiera la desorganización. 

Corrupción en México 

Cada sociedad presenta particularidades que derivan de las circunstancias his· 
tórica6 y las realidades poi íticas, económicas y sociales_ La ciencia poi ítica y la 
histórica le han atribuído al fenómeno de la corrupción las siguientes peculiarie­
dades a nuestro sistema: 

A. La corrupción es una forma recíproca de control entre e~ poder político 
y el económico. Lo que permite la estabilidad del sistema y la movilidad pacífi· 
ca de su élite poi ítica, preservándolo así de cualquier forma de gobierno dicta­
torial y generando la autonomía de la élite, ya que debido a ella, la élite poi íti­
ca en sus desplazamientos no afectará los intereses de los factores reales de po­
der ( ... ), lo que la convierte, en cierta medida, en una 'autoridad anónima'. 11 

"El soborno es una de las posibles ventajas del poder, y moneda común del in­
tercambio entre el poder y la riqueza". 12 

B. La corrupción burocrática surge en el México post-revolucionario como 
una prebenda para eliminar la lucha de caudillos. 

C.- Hay una marcada tendencia a la legitimación social de la corrupción ad­
ministrativa que considera como un canal normal de movilidad y ascenso social, 
sobre todo entre la élite burocrática. 

D. "Debido a la legitimación social de la corrupción se 'enajenan', al sistema 
los grupos sociales emergentes con mayor potencialidad poi ítica y social, como 
son los profesionales, los técnicos y las capas representativas de los estratos me­
dios". 1.i 

E. La corrupción mexicana reconoce niveles; los sobornos de Transacción y 
variación pueden originarse como respuesta del código práctico a las disfuncio-
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nes del sistema ·.¡a la imrilantación de modelos erróneos, inoperantes, resultado 
de l<J imitación extralógica del extranjero. 

F. La corrupción se contempla como resultado de la desorganización que 
irnpern en nuestra sociedad y se afirma que "terminará por medio de una refor­
ma administrativa que tecnifique y racionalice el aparato burocrático, planifi­
cando su funcionamiento y operacionalizando medidas de control a los actos 
administrativos de los empleados y funcionarios públicos, tendientes a evitar y 
corregir las desviaciones del modelo racional establecido" 14

. La otra visión se­
r1ala que la corrurJCión es un problema de control poi ítico y señalan que es una 
serie de conductas socialmente aceptadas de acciones jurídicamente sanciona­
das. Es decir, hay en México una sociedad que se estructura y funciona a través 
de manos de corrupción, las cuales son más fácilmente observables en el análisis 
del régimen político"_ 15 

La corru;Jción no es un fenómeno que sea exclusivo de los países que no 
cuentan con altos ni'.·eles de desarrollo; ni la pobreza ni la desorganización son 
las causas inequ ivocas que la originan, en buena medida es un problema de po­
der, de su aplicación traducida como praxis política, por ello es acertada la re­
flexión de Reisman en el sentido de que "los que se especializan en la manipula­
ción del rioder tiener su propio código práctico. En el marco del poder, el códi­
go práctico es un sis:ema privado de derecho público" 16 • Y dado que los polí­
ticos rirefieren riroyectarse motivados por principios y no por puro poder, -..:o­
rno lo llegara a señalar Tolchin- es necesario vincular a la moral con la práctica 
riol ítica lo cual es posible moralizando el marco legal que rige las funciones pú­
blicas y a pesar de que el engaño es frecuentemente un proceso compartido es 
obligación del gobierno depurarse legalmente antes de moralizar a la sociedad 
en general que es partícipe de la corrupción gubernamental en la mayoría de 
sus niveles, pero ha·,- ::¡ue ser particularmente cuidadoso y no copiar legislacio­
nes extranjeras radicales, pues cada ley debe obedecer a las circunstancias pro­
pis del país o pode~os caer en la creación de subestructuras de soborno, que 
son consecuencia de las campañas oficiales en contra del sobe>rno mismo. Igual­
mente hay que evita' la llamada 'lex si mulata' que es una forma de intentar en­
gañar a la sociedad a través de la selección de 'chivos expiatorios' y de leyes que 
no resultan efectivas para cambiar verdaderamente las causas que originan los 
fenómenos de inmor?lidad social. La conclusión de este marco teórico sería que 
los dilemas de la cor-~upción "no son una experiencia extraordinaria. Como el 
adulterio y la traici61', están entretejidos en la trama de la sociedad con una in­
cidencia potencial, s, no real, universal" 17 _ Es decir, hay que aceptar, racional­
mente, la existencia :Je la corrupción, como producto posible de una elección 
moral vinculada a la razón, es uno de los peligros de la libertad de conciencia y 
del raciocinio humar:,ci_ Lo que si hay que combatir es aquella inmoralidad so­
cial que regenera corno producto de la disfunción de los valores sociales y los 
postulados legales e-~ istentes, igualmente de aquella que es consecuencia de la 
inorierancia burocrát:ica pública o privada, o de la imitación extralógica que se 
desr!a imponer en contra de la tradición social. Hay que hacer un verdadero 
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cambio moral que contemple a la corrupción en sus distintos niveles y hay que 
castigar con mayor dureza a aquellos que se corrompen por causas que atentan 
contra la idea de justicia y bien común, más que contra quienes ven en ciertos 
sobornos la afirmación de su 'yo' frente a los fenómenos producidos por un me­
canismo burocrático impersonal que trata de imponer criterios formales a costa 
del sentido común inclusive. Es inaceptable suponer que la corrupción sea parte 
ele la estructura de u na sociedad, el hecho de que se presente en todos los perio­
dos históricos y en todos los países y sociedades es debido a que es una forma 
que se ha contemplado para trasgredir esquemas, para adquirir poder y riql)eza, 
pero aunque no pueda ser erradicada totalmente hay que reducir los espacios 
para su generalización, cosa imposible sin un Estado libre de sectores que fo­
menten la inmoralidad. Por ello analizaré a continuación los esfuerzos empren­
didos por el gobierno para erradicar la corrupción a través de mecanismos lega­
les y técnicos, racionales y paulatinos. Hay una tarea inmensa que implica la 
renovación educativa, la repartición más justa de la riqueza, una injusticia ver­
daderamente eficaz y un código moral socialmente compartido, pero la falta 
de esos elementos no debe frenar el sano propósito que a continuación anali­
zamos críticamente. 

R enavación moral en la administración pública mexicana 

Resulta muy claro el tamaño del problema y el sinnúmero de complicacio­
nes que se presentan cuando se intenta desterrar a las prácticas corruptas. En 
1981 el Licenciado Miguel de la Madrid comenzó un amplio recorrido por la 
República para recoger la opinión ciudadana acerca de los grandes problemas 
nacionales: una de las preocupaciones más reiteradamente expuestas fue la de 
la corrupción en la administración pública; la respuesta fue una promesa de 
combatir con todos los medios este problema en una cruzada nacional que lle­
varía el nombre de 'Renovación Moral de la Sociedad' que suponía un nuevo 
pacto en el que cada uno de los integrantes sociales refrendara un compromiso 
de mejoría desterrando aquellas prácticas que contravenían la idea ética de cada 
función. El gobierno de la República se comprometió, a su vez, a moralizar la 
administración pública federal para lo cual se requería de una base legal. 

Esa base se concretó en una serie de reformas y adiciones al Título Cuarto 
Constitucional (Arts. 108 al 114). así como el 22, 73 Frac. VI, base 4a, 74 
Fracción V, 76 Fracción VI 1, 94, 97, 127 y 134 de la CPEUM; así como la ex­
pedición ce una Ley Reglamentaria: La Ley Federal de Responsabilidades de 
los Servidores Públicos (31-X 11-1982) y la creación de la Secretaría de la Contra­
taría General de la Federación. 

En la exposición de motivo de la LFRSP el titular del Ejecutivo expresó sus 
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razones políticas y jurídicas señalando: "En un Estado de Derecho re! álllbito de 
acción de los poderes públicos está determinado por la Ley y los agentes 1~statil 
les responden ante ésta por el uso de las facultades que expresamente se les con 
fiere. La irresponsabilidad del servidor público genera ilegalidad, inmoralidad 
social y corrupción; su irresponsabilidad erosiona el Estado de Derecho y actCw 
contra la democracia, sistema político que nos hemos dado los mexicanos" 18 

En esas palabras se sintetiza un ideal de nuestra patria el que el servidor pC1blico 
responda de sus actos para preservar el orden jurídico y fortalecer consecuente­
mente el sistema democrático. 

Análisis de la Reforma al Título Cuarto de la Constitución Política: 

Como lo señalamos anteriormente la Reforma Constituciomil tiene el propó· 
sito de dar un marco legal adecuado para la renovación moral. El nuevo Título 
Cuarto Constitucional comprende los numerales 108 al 114. La innovación con· 
siste básicamente en: 

1.- Por f)rimcra v•e:' se emplea el término 'servidor público' (ver Capitulo 1) 
para nombrur, de acuerdo a 1 1 08 Consti tuciona 1 a todo su jeto que desempeñe 
cargos de elección ponular, miembros de los poderes judicial federal y del D.F. 
y, en general, cualcw ... r persona que desempeñ<.< un carqo, empleo o cor11;s'-',n 
de cualquier naturaleza dentro de la Administración Pública Fecleri.ll (centr;Jli­
zada, descentralizada y :/el D. F.). Respecto r.Je los funcionarios estatales la 
Constitución mencionCJ , "uobemadores, DiputiJdos y Mar3istrados de los Tri­
bunales Superiores de Justicia locales por violaciones a la Constitución, a las Le­
yes Federales y por el manejo indebido de fondos y Recursos Federales. El Ar­
tículo 110 menciona que sólo procede Juicio Político contra los Diputados y' 

Senadores al Congreso de Ja Unión, Ministros de la Suprema Corte ele Justicia 
de la Nación, los Secretarios de Estado, los Jefes de Departamento Administra­
tivo, Procurador General de la República, Procurador General de Justició del 
Distrito Federal, los Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito, los Magistra­
dos y Jueces del Fuero Común del Distrito Federnl, los Directores Generales o 
sus equivalentes de los organismos descentralizados, empresas de Participación 
Estatal Mayoritaria, sociedades y asociaciones asimilados a éstas y Fideicomisos 
Públicos, por Jos actos u omisiones que redunden en perjuicio de los intereses 
públicos o de su buen despacho dejando a la ley reglamentaria sería/ar cuáles 
son aquéllos actos u omisiones que redundan en perjuicio de los intcres públi­
cos o del buen despacho. 

Fauzi Hamdan Amad comenta: "Se precisa la improcedencia del Juicio Poi í­
tico por la mera expresión de ideas, declaración que resulta innecesaria por 
constituir un Derecho Subjetivo Público consagrado en el Artículo Sexto de la 
Constitución. Si tal prerrogativa quiere entenderse en los términos previstos en 
el Artículo 61 Constitucional, para los Diputados y Senadores, es decir, como 
una inmunidad abso!:.ita por la expresión de opiniones con motivo del desempe­
ño de sus funciones, entonces lo más correcto debió haber sido modificar este 
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último numeral para hacer extensiva !a inmunidad a todos aquellos que mencio· 
na el Artículo 110 Constitucional, o sea, a los que quedan sujetos a Juicio Po 
1 itico". 19 

El Artículo 113 hace referencia a ia responsabilidad de acuerdo al propósito 
de que los servidores públicos en general actúen conforme a un auténtico esta 
do de derecho, se determina que son 'Tlateria de resf)onsabilidad todos los actos 
que contravengan los f)rincipios de lec;alidad, honradeL, lealtad, imparcialidad y 
eficiencia en el desemf)eiío de sus cargos, empleos o comisiones, precisando la 
ley reglamentaria qué actos en concreto vulneran tales principios. 

Por otra parte, se eleva a rango constitucional el enriquecimiento i 1 icito o 
inexplicable definiendo tal concepto -=orno todo aumento substancial en el pa· 
trimonio de los servidores públicos, c•." -¡a procedencia no pudieren justificar. Pa· 
ra constitucional izar la figura del enricuecimiento il icito o inexplicable, cuya fi· 
gura se ir:trodujo en nuestro sistcnié: le~¡al en 1974 estando vigente la Ley de 
Resrionsabilirlarles de 1940. s0 n.stab 1 ~-:<: que será l;:i le'/ rcspccti·Ja la que califi 
cará dichos actos como ilícitos y su sanción, y respecto de los bienes que no 
tengan una procedencia 1 ícita, serán objeto de decomiso. 

En su articulo sobre el tema F auzi -!amdan seña la acerca del Juicio Poi itico. 
"Se amp! ,·a el número de sujetos que pueden ser objeto de juicio politico para 
incluir, además de los Senadores y O¡ :Jutados al Congreso de la Unión, Mi nis· 
tras de la Suprema Corte de Justiciaª"' la Nación, Secretarios de Estado, Procu­
rador General de la República, Jefes e:'= Departamento Administrativo y Procu­
rador Ger:eral de Justicia del Distrito Federal, los Magistrados de Circuitos y 
Jueces de Distrito, Magistrados y Jueces del Fuero Comi'.m del Distrito Federal, 
Directores Generales o sus equivalentes de Organismos Descentralizados, Em­
presas de ?articipación Estatal Mayoritaria, Sociedades o Asociaciones asimila-
das a ésta:; y fideicomisos públicos. 1· 

Sin err'.::>argo, no todos los que q:..;edan sujetos a juicio político, o sea los 
mencionacíos en el inciso anterior, gozan de fuero constitucional por lo que se 
refiere a los delitos del orden común cue cometieran durante el tiempo que de· 
sempeñen sus cargos, sino que sólo gozan de fuero constitucional los menciona­
dos en el . ..:;rtículo 111 Constitucional: los Diputados y Senadores al Congreso de 
la Unión, '.~inistros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Secreta­
rios de Es::ado, los jefes de Departamento Administrativo, el Jefe del Departa­
mento de: Distrito Federal, el Procurador General de la República y el Procura­
dor Genera! de Justicia del Distrito Federal. A diferencia del régimen constitu­
cional que existía antes de las recientes reformas, se amplía el fuero constitu­
cional ;a los J~fes de Departamento Administrativo y al Procurador General de 
Justicia de' Distrito Federal. En el Artículo 111 existe una repetición innecesaria, 
ya que dertro de las que quedan comprendidos para gozar del fuero constitu­
cional se !-:.ace alusión a los Jefes de Departamento Administrativo y Jefe del 
Departame,-:-;to del Distrito Federal toda vez que este último queda comprendi­
do dentro del concepto genérico de Jefes de Departamento Administrativo". 2º 

Otros as:::iectos que son dignos de mencionar son: "Se elimina el concepto 
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mal entendido de acción popular, toda vez que técnicamente hablando nunca se 
ha entendido la acción popular corno una denuncia anónima o apócrifa por lo 
que es correcta la introducción en la reforma constitucional de la denuncia in­
dividualizada por cualquier ciudadano". 21 

Se establece que en aquellos casos en que el servidor público obtenga un be­
neficio económico o cause daños de naturaleza patrimonial, la ley determinará 
la pena waduándola en proporción al lucro obtenido, estableciéndose que las 
sancioneG económicas no pueden nunca exceder de tres tantos de los beneficios 
obtenidos o de los daños o perjuicios causados. 

Se señala que el plazo de prescripción por los delitos cometidos por los servi­
dores públicos, en ningún caso será inferior a tres años. 

Por último, se elimina el Jurado Popular para juzgar de los delitos y faltas 
oficiales de los servidores públicos menores. 

Las reformas constitucionales pretenden, dentro de un régimen democrático 
y representativo, agotar todos los posibles actos y omisiones en que pueden in­
currir los servidores públicos de suerte que el concepto de responsabilidad se 
extiende a la pro¡;i2 :neficiencia, incapacidad o ineptitud para el desempeño de 
un sargo público, , cualquier acto que pueda, de manera directa o indirecta, 
atentar contra el Esndo de Derecho". 

Nuestra historia r;::gistra que muchos intentos por moralizar la función públi­
ca se han visto trun.:.ados por falta de una instrumentación legal adecuada, las 
reformas constitucic'lales que anteriormente citamos pretenden ser ese marco 
que le otorgue efect· ··idad jurídica al propósito de renovación moral; sin embar­
qo, debe entenderse que ese instrumento legal no es por sí mismo suficiente: es 
requerida la volunt:::•.: política, entendida como compromiso histórico para ha­
cer verdaderamente '"'ficiente este propósito. 

E 1 cm inente trata•: is ta y maestro don Raúl F. Cárdenas 22 expresa respecto de 
las citadas reformas :Jna serie de críticas y precisiones que consideré prudente 
ciar norque me [1arec::!n valederas: 

Res[1ecto al Artíc:_;fo 108 señala: "Inteligentemente, en este Artículo no se 
hizo alusión a las fai r:as, cuyo tratamiento ya está fuera de la Legislación vigente 
ele nuestro pa is, perc:• inex¡;licablemente se mencionan en la reforma del artícu­
lo 76 fracción VII qLtf! olvidó los "actos". 

Como en las anter .. :::>res disposiciones constitucionales, se precisa en el párrafo 
scqu:ido del artículo 108, que el Presidente de la República durante el tiempo 
de s:.i cncar¡¡o, sólo ¡:1:idrá ser acusado por traición a la patria y DELITOS GRA­
VES DEL ORDEN C:OMUN, debió haberse dicho comunes, como se ha sosteni­
do r:n nuestra doctrrina. ya que la ¡;alabra orden puede dar lugar a confusiones 
entre delitos del ordt!m común y del orden federal, especialmente si se tiene en 
cur:nta que en estas .-reformas no se hace distinción alguna entre los delitos co­
rnu r.•::s y delitos ofici;:nles". 

Rdirir!ndose al J111icio Político comenta algo digno de reflexión: "Entende­
rnos que el Juicio Pf¡¡I ítico que tiene como sanción la destitución e inhabilita­
ción dcd servidor ptiinlico, procede en los casos de manejo indebido de fondos Y 
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recursos federales; sólo cuando este manejo indebido se deba a incompetencia 
y no en los casos de disposición u obtención indebida, pues en esos supuestos 
la acción oue rirocede es La penal, y no la poi ítica, lo que se confirma atento lo 
dispuesto oor el artículo 7o. de la nueva Ley de Responsabilidad de los servido­
res públicos". 

Respecto del debatido problema del sistema bicameral (ver 'Antecedentes 
Históricos·; el autor comenta: "el artículo 110 incurre, en mi opinión en el 
error de conceder a la Cámara de Diputados, no sólo la función de encargada de 
c.cquir dic'.-o rirocedimiento, sino de resolver de hecho sobre la culpabilidad o 
inculpabilidad del acusado, y al Senado el triste papel de fijar la sanción respec­
tiva "una Jez practicadas las diligencias respectivas y con audiencia del acusa­
do"; "el S.:: nado, tratándose de juicios poi íticos, es el órgano que se supone pro­
ced~ en tc::io caso con mesura, tranquilidad, serenidad; en tanto que la Cámara 
ele Di pu ta.-:os, en tocios 1 os países clel mundo, se caracteriza por la pasión, la lu­
chil de par-:idos, el choque de ideas, y que por lo tanto para establecer equili-
brio en e: ~;roceso poiitico la acusación debe provenir de esta Cámara, y la in- 1 
'-"-'<::!i3¡¡cié- :le LOS H:':C~!ClS, que no deben tipificarse, porque no sor·, dt.:iito~, 
debe enco-ienclarse al Senado, a quien corresponde, en todo caso, juzgar y con­
denar". 

¿Por qL.~ se rompió con ese equilibrio? ¿se meditaron las consecuencias, este 
proccdimi-7nto, rebasado ya en la Constitución de 17? ¿Puede la Cámara de Se­
nadores, r-,bunal político de sentencia votar en contra de la acusación de los 
Di putadas·· Nada se aclara por cierto, en la Ley de Responsabilidades. Tal pare­
ce que el 3"nado, no juzga snbre la responsabilidad sino únicamente sobre el 
quantum '~:: la sancion, a p r de la imprecisa redacción de los textos respec­
tivos. ¿Es -=do un serio retroceso?". 

Ouisier:: comentar que en contestación a la pregunta del eminente tratadista 
y a propó~:to de esta afirmación que se encuentra en diversos artículos y en su 
texto sobr~ Responsabi 1 id ad de los Servidores Públicos, que personalmente con- 1 
sidcro que ia Cámara de Senadores sí puede votar en contra de la acusación de 
la Cámara je Diputados, puesto que ésta hace las veces, si la analogía me resul-
ta permiti.::;a, de un Ministerio Público que recibe la acusación, evalúa una serie 
de elemen "OS probatorios y después de tomar en cuenta diversas circunstancias .. 
las presen t.=: ante el Senado de la República, que siguiendo el símil, es un juez 
que evalCi.:.: no sólo el quanturn de la sanción, sino todos los elementos que die-
ron lugar 2 ella y es en ese sentido en que puede pronunciarse adverso a la opi-
nión de la Cámara baja. Aunque si me parece que la ley debería ser más explí-
cita en estr7 ounto. 

Respecte.al párrafo quinto del artículo 111 de la Carta Magna el tratadista se­
ñala como un aciertci el respeto a nuestro sistema federal acentuado en esa dis­
posición: ·'?ara poder proceder penalmente por delitos federales contra los go­
bernadores de los Estados, diputados locales y Magistrados de los Tribunales 
Superiores de Justicia de los Estados, se seguirá el mismo procedimiento esta­
blecido en é!Stc art icu iu. ílcro en este su puesto, la declaración de procedencia 
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será para el efecto de que se comunique a las le~iislaturas locales, para que en 
ese ejercicio de sus atribuciones procedan como corresponda". (Art. 111, párra­
fo 5o. CPEUM). 

El propio autor señala la conveniencia de reconsiderar las disposiciones efe la 
Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado (reglamentaria del Apar­
tado 8 del Artículo 123 Constitucional) q11e no ha sido modificada a la fecha 
a pesar de que sería muy conveniente hacerlo. Igualmente exige más claridad 
en el Juicio Poi ítico (Precisando las facultades del acusador. en conductas, no 
delitos, de los altos servidores públicos a la Cámara de Diputados, y de juzgador 
y sentenciador del "Senado"). 

Respecto de los delitos propios de los funcionarios "Insisto que deben tipifi­
carse y definirse en el Código Penal, y de los mismos deben responder todos los 
funcionarios públicos, como de todos los delitos comunes, tipificados en el Có­
digo Penal y leyes especiales: homicidio, secuestro, robo, defraudación fiscal, 
contrabando, etc". 

Por CJltimo, el a11tor considera que la Refor~a. en térmir.os !oJenerales ha sido 
positiva. 

El resultado de la instrumentación constitucional parece realmente adecuado 
aunque la falta de precisión en la técnica empleada evitaría confusiones que si 
se llegan a presentar y es lamentable que sean detalles técnicos los que obstacu­
licen este avance en la exigencia de responsabilidad para el castigo severo de ser­
vidor público deshonesto. 

Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 
Análisis 

El 31 de diciembre de 1982 fue publicada en el Diario Oficial de la Federa­
ción, la Ley Federa de Responsabilidades de los Servidores Públicos abrogando 
la Ley de Responsabilidades de Jos Funcionarios y Empleados de Ja Federación 
del Distrito Federal y de los Altos Funcionarios, (4-1-1980}. 

Los aspectos novedosos y más importantes de Ja LF RSP son: 
1. Es aplicable en concordancia con el 1 08 Constitucional a los representan­

tes de elección popular y a los funcionarios y empleados del Ejecutivo Federal, 
incluyendo los de la administración paraestatal del Poder Judicial Federal y del 
D.F.; a Jos funcionarios y empleados del Organo Legislativo Federal, así como 
gobernadores, diputados locales y magistrados estatales de los Tribunales Supe­
riores de Justicia, el Artículo 2o. LFRSP señala también a todas aquellas perso­
nas que manejen o apliquen recursos económicos federales". 

Varios autores señalan que siguiendo el criterio del 108 Constitucional y el 
Artículo 2o. de la LF RSP podrían quedar incluidos los particulares que forman 
parte de comisiones, comités, asociaciones o juntas de vecinos, cuyas funciones 
son la colaboración y la coadyuvancia con los órganos esta tales. Ese criterio de­
riva de Ja forma en que está redactado el precepto constitucional -ya que esas 
asociaciones constituyen la categoría de órganos públicos- y quedan incorpora-
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dos, en consecuencia, a la estructura de la organización estatal y por ende sujc 
tos a la LFRSP. 

Al respecto, Hamdan Amad 2 J hace el siguiente comentario respecto al mane 
jo o aplicación de recursos económicos federales: 

"Si entendemos por recursos económicos todo bien, sea en numerario o er·. 
especie, que forme parte del patrimonio del Estado y cuyo uso, aprovechamier. 
to, custodia o destino se le encomienda a una persona, quedarían sujetos a !;; 
LF RSP los concesionarios. arrendatarios y permisionarios de los bienes del de 
minio público o privado de la federación y, en general, cualquier particular qu~ 
detente cualquier bien estatal por cualquier título ler¡al. Esta interpretaciór 
amplia y extensiva, me parece inadecuada e incorrecta pues el concepto "recur 
sos económicos federales" debe limitarse, en su connotación jurídica, a los re' 
cursos en numerario que conforme a las leyes aplicables o en los términos ele lo; 
convenios de coordinación con las entidades federativas, se faculte a órganos 
distintos de los que origina;r;1entl" compete la función el manejo o ¡¡plicación c:c 
dir:hos rec11rsos. más n0 .-J 0 'Y~ ex trrirlrrsr el concepto para incluir dentro de '"< 
recursos económicos a los bienes en especie, tales corno muebles e inmuebles 
que particulares pudieran tener en custodia, administración o explotación po· 
un título otorgado por los órganos estatales. Si se llegara al extremo de inclu.r 
detro de los "recursos eco'."lómicos federales" los bienes muebles e inmuebles 
quedarian sujetos a la LF RSP por ejemplo, todas aquellas personas que se de 
diquen al culto religioso 'l que por razón de su actividad tengan el uso de los 
templos riublicos destinados al culto religioso, cuyos bienes son del dominio 
público de !a federación en i "términos de la Fracción 11 del Artículo 27 Cons 
titucional. '.::lebe pues restringirse el concepto básicamente a los recursos en nt.r 

merario sin incluir dentro del mismo a los muebles e inrnuebles, at'.m cuando es 
tos últimos ::iuedan ser o no destinados a un fin económico". 

Personal,..,--1ente opino qu"' hacer una distinción expresa en la ley, resriecto a 
los recursos. económicos federales, deben entenderse en especie o en numeraric 
solamente, o que si la ley en cuestión, en su actual estado, pueda llegar a ser en· 
tendida ex:remamente y pudieran como riroducto de esa interpretación, ser 
comprendir.:ios como sujetos de ella algunos particulares, o los miembros de aí· 
gún culto r?ligioso -corno lo señala Hamdan- es innecesario, esta ley fue con­
cebida corr:o un medio que. aunado a los ya existentes, coadyuvara con el pro­
pósito de s::mear la administración pública, es un medio de depuración que tra· 
baja intern.z;mente y que les concede a los ciudadanos ajenos al aparato buro· 
crático, la posibilidad de denunciar las faltas que cometen los servidores riúbl)· 
cos para qt~!e éstos sean sancionados, es decir, el particular puede encontrar en 
ella un 'medio de protección en contra de posibles arbitrariedades o abusos de le 
autoridad con la que trata, pero la riropia naturaleza de la ley resulta inocua pa· 
ra el partic1~ lar que, por no ser servidor público no está sujeto a la LF RSP sino i: 
las otras le°'''es que prevén los medios para sancionarlo en caso de que infrinja a:. 
guna dispo,r,ición. Es por ello que el comentario del autor Hamdan me parece 
irrelevante en ese sentido •¡ lo ariunto aquí porque es una afirmación muy di· 

56 



fundida en el medio y que cae, lamentablemente, en el ámbito de lo bizantino. 
La LFRSP admite diferentes categorías de servidores públicos por el distinto 

tratamiento jurídico que se les aplica: 
1.- Servidores Públicos con Fuero Constitucional como son los señalados en 

el 111 Constitucional, incluyendo a los Jefes de Departamento Administrativo. 
es decir, Diputados y Senadores al Congreso de la Unión, Ministros de la SCJN, 
Secretarios de Estado, Procurador General de la República y el Procurador Ge­
neral de Justicia del D.F. 

El fuero constitucional de que gozan se reduce a que no se podrá proceder 
contra los mismos penalmente sin previa "Declaratoria de Procedencia" que ha­
ga la Cámara de Diputados (Arts. 25 a 29 de la LFRSP). El procedimiento es 
el siguiente: la Cámara de Diputados erigida en jurado de procedencia, declara 
que ha lugar en contra del servidor público, éste queda, por ese solo hecho, se­
parado de su encargo y sujeto a la jurisdicción de los tribunales ordinarios com­
petentes. Hamdan hace este interesante comentario: 

"Las reformas constitucionales y la LF RSP, siguen sin resolver las consecuen­
cias legales que se siguen en el caso de que la Cámara desafore y el Juez absuel­
'"ª· La doctrina en este sentido se inclina por la solución de que los servidores 
públicos con derecho propio al cargo, reasuman el cargo si el periodo por el 
que fueron designados no ha concluído, al igual que pueden ser nombrados 
nuevamente aquellos que, como Secretarios de Estado, Procurador de la Nación, 
etcétera son designados por el Presidente de la República, y es que la declarato­
ria de la Cámara no prejuzga respecto a la responsabilidad penal del servidor pú­
blico destitu ído por lo que debemos entender que dicha Declaratoria tiene efec­
tos de destitución condicionada a una sentencia condenatoria''. 24 

Deseo comentar a este respecto que aquí se presenta uno de los mayores pro­
blemas que enfrenta la renovación moral de la sociedad, por un lado, dado el es­
tado de inmoralidad creciente que registraban ciertos sectores de la burocracia 
gubernamental, se pensó dotar al sistema depurador de las facultades amplias 
para que su labor fuera realmente efectiva, pero por el otro, el sistema no pre­
vé que hacer cuando se equivoca, cuando, como lo señala Hamdan, un servidor 
es desaforado, pero el juez considera que es inocente respecto de los cargos que 
se le imputan, en un caso así el servidor no sólo debe ser reintegrado a su fun­
ción, sino que debe tener derecho a una reparación por el daño moral sufrido, 
por el desprestigio social, económico y profesional que una situación así genera. 
De lo contrario la renovación moral sería un medio omnipotente que degenera­
ría, s;n un medio de control adecuado, hasta la injusticia inquisitorial. La demo­
cracia como idea poi ítica, existe sólo a través del respeto al individuo en todos 
sus derechos. La solución más adecuada sería aquella que permitiera al órgano 
investigador contar con una amplia gama de recursos para ejercer sus funciones 
sin cortapizas, sin temor o retinen cía pero garantizando al individuo el hecho de 
poder ser plenamente reivindicado en caso de no resultar responsable de alguna 
conducta imputada. Así se cumplirá cabalmente la idea de que la justicia es sólo 
posible cuando es integral, es decir, cuando ni la sociedad ni los individuos que 
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la integran se benefician a costa de la injusticia cometida contra el otro. La 
efectividad no justifica la injusticia. 

Por su parte Raúl F. Cárdenas expone una serie de ideas acerca de la declara· 
toria de procedencia en el sentido de que como el Artículo 21 Constitucional 
no se ha reformado, se crea una situación confusa debido a que para cualquier 
persona quede sujeta a proceso penal se requiere que previamente el fv'linisterio 
Pu iJlico haya ejercitado la acción penal. 

"r,,Jos encontramos con situaciones confusas, si pensamos que, como en las 
disposiciones reformadas, se concede acción popular ante la Cámara de Diputa· 
dos del Congreso de la Unión, respecto a las conductas penales, nos pregunta· 
mos, y esto no se aclara tampoco en la Ley de Responsabilidades, lla Cámara 
de Diputados puede investigar la comisión de delitos cometidos por el servidor 
público a que se refiere el Artículo 111 ?. Si la Cámara de Diputados, después 
de su investigación, considera que ha lugar a proceder, lpuede ejercitar la ac· 
cion penal ante el Juez corr.¡Jetente? lLa Cámara de Diputados antes de proce­
der en contra de los funcionarios a que se refiere el Artículo 111, terminada su 
investigación, debe remitirla a los Procuradores, para que éstos ejerzan previa­
mente la acción penal? lEI Ministerio Público en todo caso, una vez separado 
de su cargo el alto funcionario, está obligado a ejercitar acción penal en contra 
del mismo? 

Por eso hemos sostenido que de acuerdo con la nueva Constitución de 17 y 
fundados en el Artículo 2i Constitucional, el requisito de procedibilidad a que 
se refiere el Artículo 109 antes de su reforma, sólo tenía razón de ser una vez 
que hubiese librado la orden de aprehensión, aún cuando pudiera parecer una 
contradicción, por lo que respecta a la figura a que me refiero. 

Por ello es que insisto en que la reforma constitucional debió haberse ajusta· 
do al sistema de la propia Constitución de 17, pero no se tuvieron en cuenta la 
Ley de Responsabilidades. y se retrocedió a un sistema explicable, de acuerdo 
con las disposiciones que nos reglan hace un siglo, pero que hoy en día, no tie­
nen fácil acomodo, y menos si el texto del 21 Constitucional no se modifi­
có". 2s 

El comer.tario de Raúl F. Cárdenas, es atinado, es muy necesario legislar al 
respecto, y :;uisiera sugerir que debiera haber una coordinación entre el Minis­
terio Públic·:::> y la Comisión Instructora de la Cámara de Diputados a efecto de 
que el prim.ero evaluara si los elementos son suficientes para que si el pleno de 
la Cámara !:> resuelve, el Ministerio Público consignara ante el Juez competen­
te. Esta esc•ecie de comisión mixta evitaría la situación señalada por el emi­
nente maes--::ro, y sería ante ella donde se presentarían las pruebas y todos los 
elementos cuela culpabilidad de un servidor para poder dar inicio a la investi­
gación corr?spondiente que al momento de pasar al pleno ya estaría avalada 
por un peri :o como es el Ministerio Público, lo cual garantizaría además el he­
cho de que el M.P. no podría negarse a consignar ante la autoridad judicial en 
caso de que. el pleno así lo indique. 

2.· Servióores Públicos que quedan sujetos a juicio político: 
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Los servidores públicos a que alude el 110 Constitucional, quedan someti­
dos a jurisdicción especial, ante el Congreso de la Unión por los actos u omisio­
nes que se mencionan en el Artículo 7 de la LFRSP: 

l. El ataque a las instituciones democráticas. 
11. El ataque a la forma de gobierno republicano. representativo, federal. 

111. Las violaciones graves y sistemáticas a las garant1'as individuales o sociales. 
IV. El ataque a la libertad de sufrngio. 
V. La usurpación de atribuciones. 

VI. Cualquier infracción a la Constitución o a las leyes federales, cuando cause perjui­
cios graves a la Federación. a uno o varios Estados de la misma o de la sociedad, o 
motive algún trastorno en el funcionamiento normal de las instituciones. 

VI l. Las omisiones de carácter grave. en los términos de la fracción anterior. 
VIII. Las violaciones sistemáticas o graves a los planes. programas y presupuestos de la 

Administración Pública Federal del D.F. y a las leyes que determinen el manejo 
de los ríJcursos t~onórn:cos fcdr.rziles '/ df~I D.F 

Estos actos y omisiones coinciden sustancialmente con los que señalaban en 
anteriores leyes de responsabilidades calificados como delitos o faltas oficiales, 
cosa indebida que, por fortuna, esta ley omite ya que los actos que dan lugar a 
juicio político no se encuentran tipificados entre los delitos comunes, sino que 
son actos de la más alta responsabilidad constitucional "sin perjuicio de que si 
por tales actos u omisiones, concomitantemente se comete un delito de los lla­
mados comunes, quede el servidor público sujeto a la jurisdicción de los tribu­
nales ordinarios". 2" El juicio poi ítico se refiere a la aptitud para seguir desem­
peñando el puesto y no el puesto público, "que por razón del cargo y la impor­
tancia de la función pública debe ser juzgado a conciencia por un órgano juris­
diccional especial". 

Lo deseable sería que la descripción de las conductas fuera más clara y pre­
cia, más concreta de lo que hoy es. El Juicio poi ítico recibe ese nombre porque 
su función es la de juzgar a quienes ocupan las más altas jerarquías de los órga­
nos estatales y procede únicamente (Art. 9 LF RSP) durante el tiempo en que el 
servidor público está en ejercicio de la función y dentro del año posterior a la 
conclusión de la m:sma. Ello para poder inhabilitarlo para desempeñar en el fu­
turo otro alto enccrgo., El procedimiento a seguir en el juicio poi ítico se con­
templa en detalle en el título segundo de la LF RSP muy similar al de las ante­
riores leyes de responsabilidades pero introduciendo como lo menciona Ham­
dan27 las siguientes innovaciones: 1.- Prohibición de denuncias anónimas o apó­
crifas y, en consec~encia, de la acción popular. 2.· Se aclara que las decisiones 
en ambas cámaras serán tomadas por el número de los miembros presentes, con­
forme al quórum qL..e la Ley Orgánica del Congreso señala al efecto y, 

3.· Se 11recisa, er, detalle, el procedimiento del juicio poi ítico a fin de hacer 
efectiva la garantía de audiencia en favor del acusado. Estas innovaciones fue­
ron en su tiem110 e:~ íticas de eminentes tratadistas a las leyes de responsabilida­
des de su tiempo, lo cual habla bien de la actual ley en la cual los legisladores 
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corrigieron para mejorar a través del pensamiento de los más eminentes juristas 
del país. 

Se presenta otro problema: en cuanto a los actos u omisiones que señala el 
Artículo 7 de la LF RSP, que a pesar de que la ley los llama actos u omisiones 
muchos están sancionados en las leyes penales y en consecuencia son delitos, lo 
cual hace que surja la pregunta de: ¿Qué pasa si un servidor público acusado de 
la comisión de algún acto u omisión señalado en el Artículo 7 es considerado 
no responsable por la Cámara de Diputados? ¿puede ser acusado, al término de 
su gestión, ante los tribunales penales si el delito no ha prescrito? Esas y otras 
situaciones que se pueden presentar deberían evitarse tratando de que la ley de 
responsabilidades fuera más específica, más clara. 

En cuanto al Presidente de la República, se le sigue dando el mismo trata­
miento, es decir, durante su encargo, sólo puede ser acusado por traición a la 
patria y de delitos graves de orden común. (Art. 108 CPEUM) se trata de una 
inmunidad temporal por lo que se refiere a los delitos comunes. Sería deseable 
que la LF RSP precisara cuáles son los delitos graves del orden común que se 
contemplan (sabemos que la Constitución Poi ítica los menciona en el Artículo 
22). 

Por otro lado la LFRSP en su Título 111 se ocupa de los sujetos y obligacio­
nes- del servidor público señalando que son servidores aquellos que contempla 
el Artículo 2o. de la propia ley, y que (Artículo 47). incurrirán en responsabili­
dad administrativa quienes incumplan las obligaciones contenidas en las fraccio­
nes 1 a XXI 1 del propio artículo. Hamdan las condena señalando que "las diver­
sas fracciones se refieren a que el servidor público debe actuar con máxima di­
ligencia en el servicio: ejecutar legalmente los planes, programas y presupuestos 
correspondientes a su competencia; utilizar los recursos que tenga asignados pa­
ra el desempeño de su empleo; custodiar y guardar la información y documen­
tación que por razón de su empleo conserve bajo su cuidado, observar buena 
conducta en su empleo tratando con respeto, diligencia e imparciabilidad y rec­
titud a las personas con quien tenga relación con motivo de éste: observar en 
sus relaciones jerárquicas las debidas reglas del trato y abstenerse de incurrir en 
agravio, desviación y abuso de autoridad: observar respeto y subordinación legí­
timas con respecto a sus superiores jerárquicos inmediatos y mediatos; informar 
de inmediato por escrito al titular de la dependencia o entidad en la que presta 
sus servicios, el incumplimiento de las obligaciones establecidas en dicho Ar­
tículo; abstenerse de disponer o. autorizar a un subordinado a no asistir sin cau­
sa justificada a sus labores por más de 15 días continuos o 30 discontinuos; abs­
tenerse de desempeñar algún otro cargo que la ley le prohiba; abstenerse de au­
torizar la selección, contratación, nombramiento o designación de quien se en­
cuentre inhabilitado o impedido por resolución firme de autoridad competente 
para ocupar un empleo, cargo o comisión; excusarse de intervenir en cualquier 
asunto de su competencia en los que tenga interés personal o familiar; abstener­
se durante el ejercicio de sus funciones de aceptar, solicitar o recibir por sí o 
por interpósita persona, dinero, objetos u otros favores; desempeñar su empleo 
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sin pretender beneficios adicionales a la contraprestación legítima a que tuvie­
ron derecho por el desempeño de su cargo; presentar con oportunidad y veraci­
dad la Declaración de su situación patrimonial y, en general, abstenerse de cual­
quier acto u omisión que implique incumplimiento de cualquier disposición ju­
rídica relacionada con el servicio público. 

El Artículo 47 ha sido severamente criticado por lo abstracto y vago que re· 
su Ita en la definición de las obligaciones del servidor público. No sin razón. Hu­
biera sido preferible establecer las acciones y omisiones en términos similares a 
los que emplean otros ordenamientos como la Ley Federal de los Trabajadores 
al Servicio del Estado. Realmente es muy poco afortunada la forma en que este 
artículo intenta sistematizar el catálogo de obligaciones del servidor público y 
su reforma es necesaria. 

De las autoridades encargadas del procedimiento y la aplicación de las sancio­
nes respectivas, así como de otras particularidades propias del procedimiento 
nos encargaremos con sumo detenimiento en el siguiente capítulo, por lo cual· 
"mito hacer aquí mayores referencias. 

Otro aspecto importante que contiene la LF RSP es el Registro Patrimonial 
de los servidores públicos que se encuentra en el Título IV de la ley que es­
tablece las normas relativas al registro de la situación patrimonial de los servido­
res, encomendado dicho registro a la SECOGEF. Es en esta ley en que se preci­
sa a diferencia de su antecesora, quiénes son los servidores que tienen la obliga­
ción de presentar declaración anual de situación patrimonial (Art. 80 LFRSP) 
ante la SECOGEF bajo protesta de decir verdad. 

Por lo que se refiere al Congreso de la Unión están obligados los Senadores, 
Diputados, Secretarios, Tesoreros y Directores de Cámaras y el Contador Mayor 
de Hacienda. En cuanto al Organo Ejecutivo Federal están obligados desde el 
Presidente de la República como titular del Organo Ejecutivo hasta los Jefes de 
Departamento; en ei poder judicial federal los Ministros de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, Magistrados de Circuito, Jueces de Distrito, Secretarios 
Judiciales y actuarios de cualquier categoría o designación. En los Tribunales 
Administrativos y Juntas del Trabajo, sean Federales o del Distrito Federal, los 
propios Miembros ce las Juntas y Secretarios. 

Hamdan comenta al respecto: "cuando los signos exteriores de la riqueza 
sean ostensibles a los ingresos ilícitos que pudiera tener un servidor público, la 
Secretaría de la Co,...traloría de la Federación podrá ordenar, fundando y moti­
vando su acuerdo, i:. práctica de visitas de inspección y auditorías, previa notifi­
cación al servidor ;::úblico de los hechos que motivan dichas actuaciones, quien 
podrá oponerse desde luego a la práctica de visita inconformándose ante la pro­
pia Secretaría. 

Si después de in. estigado el servidor público la Secretaría llegara a la conclu­
sión que la procede:;cia de los bienes tuviere el servidor público o su cónyuge, o 
bien, dependientes económicos directos, no fuere justificada la propia Secreta­
ría denunciará el !-,s,cho ante la Procuraduría General de la República o la del 
Distrito Federal, se,.?,ún se trate de un funcionario federal o del Distrito Federal. 

61 



Actualmente, el enriquecimiento ilícito está tipificado como delito en el Có­
digo Penal, situación que no estaba contemplando bajo la Ley de Responsabili· 
dades anterior. Igualmente, como quedó señalado en el Capítulo 11, los bienes 
cuya procedencia no pudiera justificar el servidor público en razón direc­
ta de Jos ingresos que percibe están sujetos a decomiso, sanción que está previs­
ta en el Artículo 22, segundo párrafo reformado junto con el título Cuarto de 
la Constitución". 2 ª 

Respecto al Registro de situación patrimonial hay que señalar que es un ins­
trumento legal idóneo para refrendar el compromiso de transrwrencia en el ma­
nejo de los asuntos públicos, habla bien de la moral y dignidad de la República 
y se hace patente el compromiso político y moral del régimen de Miguel de la 
Madrid. En la exposición de motivos de la LFRSP se menciona que el propósi­
to de señalar expresamente a los servidores públicos que deben rresentar su de­
claración es para evitar "el volumen y la irrelevancia de la información que se 
generaba con la anterior ley; por ello la actual sólo obliga a los servidores con 
nivel de jefe de departamento o superiores y sus equivalentes en cargos paraes· 
tatales (facultando asimismo a la SE COGE F a señalar casos adicionales). Otro 
áSpecto novedoso y positivo es la reglamentación respecto a los regalos u obse· 
quíos que reciba el servidor público o su familia (Arts. 87 a 89 (LFRSP) dado 
que es una fuente constante de corrupción que "Atenta contra la imparcialidad 
del buen servicio" equiparando la violación del precepto respectivo con el co· 
hecho. 

Cumpliendo con la obligación contenida en la Constitución Política, el titu· 
lar del Ejecutivo Federal, rindió el 1o. de Septiembre de 1987 su Quinto lnfor· 
me de Gobierno, lo cito aquí por ser el documento más reciente en el que el 
propio aparato gubernamental analiza los avances en la instrumentación para el 
combate a la inmoralidad en la Administración Pública Federal: 
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"(. .. ) se :::-ractic;m Juditorlas externas a todas las c·~¡µres;:is del sector paracstat;JI. se eva 
lúa el curr:oiimiento de sus metas y programas. se revisan escrupulosamente las co111pras 
que efectl...=n tanto el gobierno corno las empresas paraestatales en el exterior: sr! dd se· 
guimiento .::otidiano al gasto corriente, y se someten a concursos y licitación la '.Jran 111¡¡­

yoría de 123 obras públicas y de las adquisiciones. [n suma, hemos avanLado en lfls meca­
nismos de ·• iQilancia y prevención permanente. 
Hemos err:o::icado las prácticas nocivas del nepotismo y los obsequios excesivos a los serví 
dores púbi -cos. Se han escuchado las quejas, denuncias e inconformidades y, luego de es­
tudiarlas.,,,,. han aplicado las sanciones cuando han procedido. 
En virtud del carácter fundamentalmente preventido de la renovación moral. no debernos 
medir sus r;o:sultados por el número de servidores públicos sancionados o denunciados ante 
las autoriC'3des del rvlinisterio Público; ni siquiera por el ahorro directo que se obtiene me­
diante la a1::dicación de algunos de sus instrumentos. LI verdadero avance de la renovación 
moral se rc=~leja en una ndrninistración pública más apegada a derecho, con más controles 
efectivos >:n el manejo de los recursos públicos, con procedimientos más simples y trnns­
parentcs; r·,3s accesible a los reclamos de los ciudadanos. Estoy convencido de que los me­
xicanos ne- daremos marcha atrás en nuestra decisión de exigir a los servidores públicos un 
comportai-·· iento afJegado cabalmente a las disposiciones legales y a la honradez. 



1 lc girado instrucciones precisas para que las arcas responsables del control vigilen. con el 
mayor esmero. que no se desvién fondos a propósitos distintos de los autoriLados por el 
H. Congeso de la Unión; que las obras públicas proaramadas durante la presente adminis­
tración se concluyan oportunamente y que se cumpla con las especificaciones de calidad 
establecidas en los proyectos; que en aquellas obras cuya fecha de terminución rebase e! 
término de la presente administn;ición se vir¡ile puntualmente que se cumpla con los avan­
ces programados; que no se inicien nuevos proyectos sin antes concluir los que están en 
ejecución y que se de una atención prioritaria a los trabajos de conservación y manteni­
miP.nto. Estarnos tomando medidas para evitar que en los servidores públicos aparezcan 
actitudes de indolencia o conductas il (citas 1m las postrimedas del sexenio. Habremos de 
continuar trabajando con dedicación y entre~Ja, manejando escrupulosamente los recursos 
que la sociedad nos ha confiado. No relajaremos disciplina ni viqilanc1a. Vamos a entregar 
buenas cu en tas". 

En suma, la renovación moral en la Administración Pública cuenta con un 
marco legal adecuado para ser efectiva y permanente, pero ni los más graves o 
reiterados casos de corrupción deben dar origen a un sistema inquisitoria 1 que 
vulnere los derechos del individuo. Las malas leyes no pueden justificarse con 
buenos resultados; la efectividad y la contundencia no deben estar por encima 
de la idea de justicia. 

La Ley Federal de Responsabilidades de los·Servidores Públicos y el conjun­
to de reformas y adiciones a nuestra Carta Magna y a las leyes secundarias, de­
ben ser debidamente corregidas a fin de darle mayor claridad y congruencia al 
propósito renovador. 

Todo el marco legal que soporta la idea de Renovación Mora! de la Sociedad 
debe tener un profundo apego a nuestra realidad circunstancial, a nuestra tradi­
ción histórica, a nuestra ideología y a nuestra visión del futuro. México requiere 
un sistema propio para encarar las dificultades y los retos que plantea el porve­
nir, pero no puede olvidar que vive en una sociedad internacional y que ello lo 
obliga a ser moderno, a ser congruente con los avances y las perspectivas huma­
nas. Sólo tomando en cuenta lo anterior podemos proponer modificaciones y 
reformas a estas leyes, para que el resultado sea un cuerpo lega debidamente 
integrado: un puente que no desprecia su pasado para llegar fortalecido a su 
destino. 
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¿y quién es más de culpar 
aunque cualquiera mal haga, 
el que peca por la paga 
o el que paga por pecar? 

SOR JUANA INES DE LA CRUZ 



Una sociedad que tolera, que permite la generaliza­
ción de conductas inmorales o corruptas, es una so­
ciedad que se debilita, es una sociedad que decae. 

Miguel de la Madrid Hurtado 

CAPITULO IV 
EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO 

La responsabilidad que reconocen las leyes mexicanas son como hemos seña­
lado, la penal, la civil, la administrativa y la poi ítica, son independientes y no 
se e)(cluyen, se complementan, la finalidad de cada una es propia y es resultado 
del campo jurídico en que actúa. En el caso concreto de la responsabilidad ad­
ministrativa la renovación moral y su instrumentación legal vienen a superar 
una deficiencia que venía mostrando la legislación mexicana al mejorar y siste­
matizar un sistema que regulara la responsabilidad administrativa. 

En la exposición de motivos de la LFRSP se señala "en las reformas al Título 
Cuarto de la Carta Fundamental que se proponen, se establecen las bases de !a 
responsabilidad administrativa, en la que se incurre por actos y omisiones q;..ie 
afecten los criterios de legalidad, honradez, imparcialidad, economía y eficacia, 
que orientan a la Administración Pública y que garantizan el buen servicio pú­
blico. Conforme a el!os hay que establecer un sistema nuevo que tenga bases só­
lidas y efectividad creciente. El procedimiento administrativo propuesto es au­
tónomo del político y del penal, como lo establece la propuesta de reforma al 
artículo 109; ofrece al inculpado las garantías constitucionales de los artículos 
14 y 16 y sus resuítados no prevén la privación de la libertad del responsable, 
por tratarse de una 5.3nción que sólo puede imponerse por el juez penal". 1 Más 
adelante se explica cue la iniciativa establece una vía más expedita para preve­
nir y sancionaí las fa: tas administrativas. 

Se prevé que las responsabilidades consecuentes se podrán exigir por cual­
quiera de las dos vías, pero respetando el criterio de que no se podrá castigar 
una conducta dos v2·ces con sanciones de la misma naturaleza. Se parte de un 
catálogo de obligacic:-ies establecidas por el legislador que sujeta a todo servidor 
público. La vigilanci.,;; del cumplimiento queda sujeto a los superiores jerárqui­
cos, en primer lugar y a los órganos de control de las dependencias y entidades 
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las que impondrán las sanciones disciplinarias. La Secretaría de la Contraloría 
General de la Federación es la autoridad especializada para la vigilancia del 
cumplimiento de las obligaciones del servidor público así como para imponer 
las sanciones que deriven del incumplimiento. 

Los procedimientos sancionadores se ciñen a las garantías constitucionales y 
deben ser rápidos e imparciales. El personal de la SECOG EF quedará sujeto a 
la propia contraloría interna de esa dependencia. El régimen de responsabilidad 
administrativa -concluye la exposición de motivos que acompaña a la L F RSP­
ab ircará al personal de los poderes de la Unión y de los organismos descentrali­
zados, empresas de participación estatal mayoritaria, etcétera, determinando 
que las leyes que rigen al Congreso de la Unión y a los Poderes Judicial Federal 
y del Distrito Federal "determinarán los órganos y sistemas sancionadores". 2 

MARCO LEGAL OEL PROCEOIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO 

Los lineamientos aplicables a la forma de sancionar las faltas administrativas 
en el servicio público son: 

a) Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

La Carta Magna establece en su Título IV, llamado "de la Responsabilidad de 
los Servidores Públicos", una serie de artículos de los que cabe destacar: 

El Artículo 108 que se refiere a los servidores públicos sujetos a responsabili-
dad administrativa: 

"Artículo 108. fºara los efectos de las responsabilidades a que alude este Título se reputa· 
rán como servidores públicos ;:¡ los representantes de elección popular, a los rniccc,:::ros de 
los poderes Judicial Federal y Judicial del Distrito Federal, a los funcionarios y empica­
dos y, en general, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión dí? cual­
quier naturaleza en la Administración Pública Federal o en el Distrito Federal, quienes se­
rán responsables por los actos u omisiones en que incurran en el desernper10 de sus respec­
tivas funciones". 
El párrafo 111 señala que: "Los Gobernadores de los Cswdos, los Dipuwdos a l¡;s Lcois 
!aturas Locales y los Magistrados de los Tribunales Supcriorr?s de Justicia Loca!>:s, serán 
responsables por violaciones a esta Constitución y n las leyes federales, nsí co"10 por el 
manejo indebido de fondos y recursos federales". 

Respecto de las Leyes de Responsabilidades: 
"Artículo 109. Et Conarcso de la Unión y las Legislaturas do los Estados, dentro de los 
ámbitos de sus respectivas compewncias, expedirán las leyes de responsabilidades do los 
servidores públicos y las demás normas conducentes a sancionar a quienes t1miP.ncJo este 
carácter, incurran en msponsabilidad. de conformidad con las sir¡uientes prevenciones". 
La fracción 111 del mismo artículo se refiere a las sanciones administrativas 

en los siguientes términos: 
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111. "Se aplicarán sancion<Js administrativas a los servidores públicos por los actos u omi­
siones que ¡¡fectlln \;i !l!ga\idad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben 
observar en el dcsernpníio ele sus ¡~111p\eos, cargos y comisiones. 



L.os proc1!di1n1entos para la aplicación ele las sanciones mencionadas se ciesarrol<arán au­
to11liiticalllnnte. No podrán i111poncrse dos veces por una sola conducta sancio,··es de la 
r11isr11;1 natt1rGIC/éJ''. 

Por su parte el Artículo 113 al referirse a las responsabilidades administrati-
vas señala: 

Articulo 113. Las leyes sobre rcsponsabilirJad"s administrativas de los servidor;:s públi­
cos. d"t•·nn•narán sus obli!¡acioncs a fin d11 solva[Jllilrdilr la lef)alidad, honradez. lealtad, 
irll\Jí.lf\:inl id<:icJ, y l~ficiuncia en el d1!St!r11p1~1~io dü sus funcionr:s. ernpleos, caroos y comi­
siones. las sancionus aplie<iblus por los <Jetos u ornisionus en que incurran asi c:;,mo los 
proc1~di1nicntos y las autorídddes para aplicéJrlas. Did1c1s sanciones, aciernás dr.: las que 
st~iíalcn las leyes, consistirdn en suspensión, ck:stitución e inll<lLi!itéJción,iJsí corr~:- en san­
c:iunt~s t.:cun1'i:;1icos. y delJt:r<ln de estül1l!~ct~rsl: J1_~ acut!rdo con lqs. beneficios 1."}C~ ·-1(nnicos 
ol>fl~nidos pur t:I n~sponsl1ble v r:on los c.JLJfios y perjuicios µatrirnonidlt'S cau~_-..:Jos por 
stis ;ictos ti eirnisioní_:s a que s12 refiere la Frucció11 111 del Artículo 109, pc;o q,_J; no µo· 
rfrcin uxcccier de tr1~s tantos de los hnncficios ntitf!nirlns n de los rtn1los v PArj1J 1 ·-i0s cnu­
Südos. 
El párrafo 111 del Artículo 114 se refiere a la prescripción de la responsabili-

dad administrativa: 
L<t l<)Y s6'ialará los CiJSOS de µrescriµción de lo rr1sponsubilidad administrativa tocr:;ondo en 
ClH,.ltiJ la natur;ilc.'a y consucw1ncia de los actos y omisiones a que hace referencis la frac­
ción 111 rlí!I articulo 1 OO. Cuando dichos actos u omisiones fuesen graves los p!3zos de 
pn!scripción no serán infüriores a tres élilos. 

b) Ley Orgánica de la Administración Pública Federal 

En su artículo 32 Bis. se refiere a la Secretaría de la Contraloría General de 
la Federación y a los asuntos de su competencia, entre los que se menciona, en 
sus fracciones XVII y XVII 1: 

XVII. Conocer e in'-c:Stigar los actos, omisiones o conductas de los servidores púi:Jícos pa­
r¡¡ const1tt1ir respons3bilidacles administrativas, aplicar las sanciones que correspo'.ldan en 
los t«,r111inos que las leyes sef'íal~n. y en su caso, hacer las denuncias correspondientes ante 
el Minist<)r10 l'i'.Jblic,, prestándole para tal efecto la colaboración que le fuere re<4uerida; 
XVIII. Vir¡il;:ir el cu·,,µlirniento de l<Js normas internas ele la Secretarla,constitu:r las res­
pnnsJl>ilidarJes ad1n•,..11strativas de su personal aplicándole las sanciones que correspondan 
y hacer ;il dccto las ::!enuncias a que hubiere luriar y 

c) Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos 

En su Título 111 se encuentra lo relativo a las Responsabilidades Administra­
tivas: 

El artículo 46 se~ala que incurren en responsabilidad administrativa los servi­
dores públicos a que se refiere el artículo 2o. de la propia LF RSP, que, a su vez 
remite a los párrafos primero y tercero del artículo 108 de la Constitución. En 
el artículo 47 se co.,-,tiene una serie de obligaciones del servidor público acordes 
al espíritu del artículo 113 constitucional, el incumplimiento de los mismos da 
lugar a la responsabi. idad administrativa: 

67 



1.- Cumplir con la máxima diligencia el servicio que le sea encomendado y abstenerse de 
cualquier acto u omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio o impli­
que abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión; 
11.- Formular y ejecutar legalmente en su caso, los planes, pro9ramas y presupuestos 
correspondientes a su competencia, y cumplir las leyes y otras normas que determi­
nen el manejo de recursos económicos públicos; 
111.- Utilizar los recursos que tengan asignados para el desempeño de su empleo, cargo o 
comisión, las 7acultades que le sean atribuidas o la información reservada a que tenga 
acceso por su función exclusivamente para los fines a que estén afectos; 
IV.- Custodie~ y cuidar la documentación e información que por razón de su empleo, 
cargo o com;sión, conserve bajo su cuidado o a la cual tenga acceso, impidiendo o evi­
tando el us0. la sustracción, destrucción ocultamiento o inutilización indebidas de 
aquéllas; 
V.- Observar buena conducta en su empleo, cargo o comisión. tratando con respeto, di­
ligencia, imcarcialidad y rectitud a las personas con las que tenga relación con motivo de 
éste. 
Vi.- Ohser1a- en la dir8cción de sus inferior8s jerárr¡uicos las debidas reglas d81 trato y 
abstenerse d.;; incurrir en agravio, desviación o abuso de autoridad; 
VI 1.- Observ2r respeto y subordinación legítimas con respecto a sus superiores jerárqui­
cos inmedia::'s o mediatos, cump!iendo las disposiciones que éstos dicten en el ejercicio 
de sus atribu·::iones; 
VI 11.- Comur:car por escrito al titular de la dependencia o entidad en la que presten sus 
servicios el ir,cumplimiento de las obligaciones establecidas en este artículo o las dudas 
fundadas qu.;; le suscite la procedencia de las órdenes que reciba; 
1 X.- Abstener-se de ejercer las funciones de un empleo, cargo o comisión después de con­
clu ído el per' ::ido para el cual se le designó o de haber cesado. por cualquier otra causa, 
en el ejercici.: de sus funciones; 
X.- Abstener.se de disponer o autorizar a un subordinado a no asistir sin causa justificada 
a sus labores por más de quince dias continuos o treinta discontinuos en un año, así como 
de otorgar ir :Jebidamente 1 icencias. permisos o comisiones o goce parcial o total de sueldo 
y otras percr.i::iciones. cuando las necesidades del servicio público no lo exijan. 
XI.- Abstene,rse de desempeñar algún otro empleo, cargo o comisión oficial o particular 
que la ley le ::irohiba. 
XI 1.- Abster.erse de autorizar la selección, contratación, nombramiento o designación de 
quien se encuentra inhabilitado por resolución firme de autoridad competente para ocu­
par un empl'~'º· cargo o comisión en el servicio público. 
XIII.· Excw;;=1rse de intervenir en cualquier forma en la atención, tramitación o resolución 
de asuntos en los que tenga interés personal, familiar o de negocios, incluyendo aquellos 
de los que r:•c1eda resultar algún beneficio para él, su cónyuge o parientes consanguineos 
hasta el cuano grado, por afinidad o civiles, o parn terceros con los que tenga relaciones 
profesionale!r., laborales o de negocios, o para socios o sociedades de que el servidor públi­
co o las pers1:1nas antes referidas formen o hayan formado parte. 
XIV.- lnfor:-1ar por escrito al jefe inmediato y en su caso, al superior jerárquico, sobre Ja 
atención, tr·11rnite o resolución de los asuntos a que hace referencia la fracción anterior y 
qué sea de ·1;u conocimiento; y observar sus instrucciones por escrito sobre su atención, 
tramitación ,. resolución, cuando el servidor público no pueda abstenerse de intervenir en 
ellos; 
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XV.- Abstenerse, durante el ejercicio ele sus funciones de solicitar, aceµtar::; rcciilir. por s• 
o por interpósita persona, dinero, objetos 111ediante enajenación a su favor en µrecio noto 
riamente inferior al que t)I IJien <Je que se trate y que tenga en el merca:io ordinario, o 
cualquier donación, c-nplno, cargo o co111isión para s1', o para las µersonas a que se refiere 
la fracción X 111, y que procedan rJe cualquier persona física o moral cu ,.'as activiuacJes 
profesionales, comerciales o incJustriales se cncuentrnn directamente vinculadas, reauladas 
o supervisadas por el servidor pt'Jlil ico de que se trate en el desemµciio des'--' e111µJeo, caruo 
o comisión y que implique inl!!reSr!s en conflicto. Lsta pri!vención es ap: ::able hasta un 
aiio después de que se haya retirado cJel r.1nµleo, cargo o cornisión. 
XVI.- Desempeiiar su e•npleo, car,¡o o co111isión sin obtr.nr.r o pretender cbtener benefi· 
cios adicionales a las contraprestaciones cornprol>alJles qu<! el Lstado le e '.'.)rr¡a por el de· 
sempel10 de su función, sean para él o para las personas a las que se ref·:orr! la fracción 
XIII. 
XVII.- Abstenerse de intervenir o participar indebidamente mi la si!ltocción nombramien· 
to, designación, conuatación, promoción, suspensión, re111oción, cescJ o sa~,ción de cual· 
quier servidor público. cuando tenga interés personal, fa111iliar o de neuoc> :;,sen el caso, o 
pueda derivar alguna ventaja o beneficio µara él o para las personas a las G.;e se refiere la 
fracción XIII. 
XVII l.- Presentar con oportunidad y veracidad la declaración de situación ¡.;:atrirnonial an· 
te la Secretar(a de !a Contraloria General de la Federación, en los térrninc,; que seíiala la 
Ley. 
XIX.- Atender con ::iligencia las instrucciones, requerirnicntos y resolucicnes que reciba 
de la Secretarla de la Contralorla,conforrnc a la competencia rfo ésta; 
XX.- Informar al suuerior jerárquico ue tocio acto u omisión de los servidor;::s públicos su· 
jetos a su dirección. ::cie pueda implicar inobservancia de las obligaciones a :::ue se refieren 
las fracciones de este articulo, y en los términos de las normas que al efecto se expidan; 
XXI.- Abstenerse de ::ualquicr acto u omisión que implique incurnµlimien;::o de cualquier 
disposición juridica relacionada con el servicio público y 
XXII.- Las demás qt..e le impongan las leyes y reglamentos. 

El examen de dichas fracciones revela, lamentablemente, uno de los grandes 
defectos de la ley: su ambiguedad. Nuestras leyes de responsabilidad oficial han 
adolecido de una buena técnica al elaborar el catálogo de faltas, se:--ía deseable 
que este ordenamiento fuera preciso para crear verdaderos 'tipos' q~e no permi­
tan margenes discresionales al servidor encargado de sancionar ad1""1inistrativa­
mente un margen tan amplio de interpretaciones y criterios com:'.) los que se 
presentan hoy día. Es cierto que un sistema administrativo (de hecro cualquier 
sistema) debe prever medios para depurarse y con ello agilizar y hacer eficiente 
su función, pero no ::iuede crear mecanismos que por su carácter ex:-emo lo lle­
ven a la posibilidad .::e destruirse o ser destruido, pero si bien eso e·s cierto, ca­
bría apuntar que el actual catálogo de obligaciones de los servido.ces públicos 
peca, francamente e: ambiguedad e imprecisión y puede ser motivo de que el 
sistema de responsa':::-.iidades administrativas sea ineficaz o se preste, _:ior otro la­
do, a la comisión de ; '."\justicias, arbitrariedades y abusos con algún sen1idor, ello, 
porque interpretar ·::::::inceptos como 'máxima diligencia' o, 'buena conducta' 
'observar respeto' es '11UY difícil por lo subjetivo que resulta la calificación que 
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cada criterio particular le dé a esas voces permitiendo el exceso o la omisión en 
el resultado sancionador. 

AUTORIDAD COMPETEfHE 

La reforma de 1982 facultó a la Administración Pública Federal a contar con 
un órgano interno de vigilancia: La Secretaría de Contraloría General de la Fe­
deración, autoridad que establece, conoce y tramita los sistemas destinados al 
resguardo de la disciplina de los servidores del Estado, pero las propias depen­
dencias, por ser las directamente responsables del control y supervisión de sus 
propias áreas, éstas deben contar con contralorías internas, dejando a la SECO­
G E F el carácter de globalizadora. 

De ese modo se estableció un sistema de quejas y denuncias. Las Contralorías, 
encargadas de la implementación del procedimiento administrativo disciplina­
rio. Los contralores internos y el Secretario de la Contraloría han sido compara­
dos en cuanto a que reciben quejas y denuncias de la ciudadanía con el Ombuds­
man de Suecia. La función de Ombusdam en los países escandinavos es diversa y 
no r::reo r¡ue pueda encontrarse en él a un prototipo de nuestros contralores, 
aunque es interesante la mención de que "a nivel estatal se instituyó el Ombuds· 
man en San Luis Potas í en 1847,a1 crear la Constitución Estatal los Procurado­
res de Pobres, quienes tenían como función primordial proteger a los desvalidos 
y menesterosos de los excesos, abusos, maltratos o vejaciones que cometieren 
las autoridades judiciales y administrativas" 3 

La LFRSP establece en sus artículos 49 a 52 las autoridades responsables de 
aplicar las sanciones administrativas y de recibir las quejas y denuncias: 

1\rtículo 49.- En las dependencias y entidades de la Administración Púolica se establece­
rán unidades específicas, a las que el público tenga fácil acceso, para que cualquier intere­
Sélclo pueda :irescntar quejas y denuncias por incumplimiento de las obligaciones de los 
survidure:s ¡.·úulicos, con las 4ue se iniciará, en su caso, 81 procedimiento disciplinario co­
rres: Jond ient•:·. 

La Secreta~ í a establecerá 1 as normas y proced imicntos para que las instancias del púb 1 ico 
sean utcn':Ji:Jas y resuclta.s con eficacia. 

Es pertinente señalar aquí que siguiendo lo dispuesto en el último párrafo del 
artículo 109 constitucional, en el sentido de que las denuncias se presentaran 
bajo la más estricta responsabilidad del denunciante y aportando los elementos 
probatorios respectivos, resulta necesario que la LFRSP incluya esos dos requi· 
sitos rara aceptar las denuncias presentadas por la ciudadanía, ya que, de lo 
contr<:rio, la autoridad administrativa encargada de investigar este tipo de de­
nur:cié:s debe procesar una enorme cantidad de denuncias que muchas veces son 
frívolas , instrascendentes y, sobre todo, que por carecer de fundamentación le' 
gal, sólo ob~taculizan la función de depuración. 

Se hace mención de que todos los servidores tienen la obligación de respetar 
a los quejosos (art. 50) incurriendo en responsabilidad el que por cualquier me-
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dio trate de inhibir al quejoso lesionando sus intereses. Se establece que será la 
SCJN y el Tribunal Superior de Justicia del D.F., así como las Cámaras de Dipu­
tados y Senadores las que establezcan sus propios órganos y sistemas para todo 
lo referente a la determinación de las responsabilidades contenidas en el artícu­
lo 47 de la LFRSP (Art. 51 ). La SECOG EF, por su parte, tendrá una contralo­
ría interna para responsabilizar administrativamente a sus miembros, a excep­
ción del contralor de la misma que será responsable ante el Presidente de la 
República (Art. 52). 

SANCIONES 

De acuerdo al· artículo 53, las sanciones por falta de administrativa, consistirán 
en: 

1. Apercibimiento privado o público; 
11. Amonestación orivada o .Pública; 

111. Suspensión; 
IV. Destitución d<?I r.;u(;sto; 
V. S<Jnción econórr.ócj, e 

VI. 1 nhabilitación t;c·11poral para desempeñar empleos, mismas que se ;,-:pondrán, .. w 
conformidad, con 01 artículo 54, tomando en cuenta los siguientes eler:-:entos: 

1. La rJréivcdad de '.<> responsabilidad en que se incurra y la convenienó:c de suprimir 
príicticas que infring<J:i .. ,n cuak¡uicr forma, las disposiciones de esta ie,· o las que se 
dicten con base en ella. 

11. Lus circunstancias socioeconómicas del servidor público. 
111. E 1 nivel jcrárqu ic·:.:;, los :rnteccden tes y las condiciones del infractor. 
IV. Las condiciones <:>:tcriur·cs y los nredios de ejecución. 
V. La antiguedad C':'. servicio. 

VI. La reincidencia sn el incurnplirnir>nto rJe obliuacioncs y 
VII. El monto del be~.cticio, uuríu o perjuicio económico derivado del ir.cumplimiento 

ele obligaciones. 

INSTAURACION Y SUBSTANCIACION DEL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO 

Siguiendo la idea de a'.gunos estudiosos del tema 4 podemos dividir el procedi­
miento en cuatro etap,::s para su estudio y análisis: 

1. Etapa Preliminar 

Para exetar al órgano administrativo encargado del procedimiento, se requiere 
que la infracción adrr.i nistrativa sea denunciada, que dicha denuncia contenga 
los atributos de ser se:'.'ia y hecha por un individuo identificable, ello para evitar 
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manifestaciones dolosas que le restarían seriedad y credibilidad al procedimien­
to, igualmente se requiere de una relación inmediata entre los hechos denu_ncia­
dos y la conducta supuestamente infringida. La LFRSP no hace mención de 
esos requisitos que contempla la doctrina por lo que ante el vacío legislativo se 
adoptan criterios de ordenamientos ajenos a la materia administrativa. La razón 
de esta omisión es la de hacer accesible, simple y expedita la denuncia para cual­
quier ciudadano que se convierte en coadyuvante de la administración pública 
para estos efectos. La denuncia del particular es voluntaria. La de los servidores 
públicos (Art. 49) es obligatoria. 

Articulo 57. Todo servidor público deberá denunciar por escrito a la contraloría interna 
de su dependencia los hechos que, a su juicio, sean causa de rcsponsabilid<Jd administrati­
va imputables a servidores públicos sujetos a su dirección. 
Tanto el servidor público como el particular quedan sujetos a las responsabilidad respecti­
vas por los delitos que hubieren cometido por medio o con ocasión de la denuncia. 

En conclusión, la autoridad se hace sabedora de la comisión de faltas adminis­
trativas a través de su actuación de oficio o mediante las denuncias que la pro­
pia autoridad valorará para determinar su seriedad (aún en forma elemental) pa­
ra iniciar el procedimiento administrativo disciplinario correspondiente. 

2 Etapa de investigación. 

Cuando la autoridad administrativa pretenda enjuiciar la conducta de un ser­
vidor público deberá seguir el procedimiento del inciso 1o. del artículo 64 de la 
Ley: 

1.- Citará al presunto responsable a una audiencia, haciéndole saber la res­
ponsabilidad o irresponsabilidad que se le imputen, el lugar, día y hora en que 
tendrá verificativo dicha audiencia y su derecho a ofrecer pruebas y alegar en la 
misma lo que a su derecho convenga, por sí o por medio de un defensor. 

También asistirá a la audiencia el representante de la dependencia que para 
tal efecto se designe. 

Entre la fecha de la citación y la de la audiencia deberá mediar un plazo no 
menor de ~inco ni mayor de quince días hábiles. 

Al resp.:;-cto se ha insistido en que nuestra legislación debería contemplar una 
resoluciáG la que manifestara la orden de iniciar el procedimiento administrati­
vo discipl::iario, ello contribuiría a individualizar al servidor público señalando 
los hechos posiblemente constitutivos de faltas oficiales y adquiriría el servidor 
el carácter de encausado. 

La audi·~ncia tiene los siguientes efectos: 

1) Emp:.azamiento -la autoridad administrativa pone en conocimiento del 
del presunto responsable las responsabilidades imputadas y lo cica a una audien-
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cia. El emplazamiento es un acto solemne y debe realizarse con todas las formél­
lidades que marcan nuestros ordenamientos jurídicos, porque de lo contrario se 
violarían los preceptos contenidos en los artículos 14 y 16 de la Carta Magna. 
Nuestra ley de responsabilidades omite la mención de dichas formalidades, por 
lo que tiene que reunirse a otros ordenamientos de carácter procesal. 

2.- Durante la audiencia la autoridad administrativa acreditará los extremos 
de la responsabilidad mediante una serie de investigaciones de los actos u omi­
siones del servidor. Estas investigaciones deberán seguir tabién los lineamientos 
legales de imparcialidad y buen juicio por parte de la autoridad administrativa 
que deberá tomar en cuenta lo dispuesto en el artículo 54 de la Ley de Respon­
sabilidades. El inculpado, por su parte, podrá desvirtuar las acusaciones esgri· 
miendo aquellas circunstancias que lo eximan de responsabilidad mediante los 
medios que pueden producir convicción en el ánimo del juzgador (esos medios 
incluyen toda clase de documentos o antecedentes en que funge su alegato). 

Los medios probatorios son señalados por la Ley y también lo es en cuanto 
a la valorización de las mismas. Lo anterior es un defecto de procedimiento por­
aue concede a la autoridad la facultad de apreciar los medios probatorios en 
forma totalmente discrecional en perjuicio del denunciado. 

3 Etapa de Decisión. 

Una vez realizada la investigación correspondiente, la autoridad administrati· 
va emitirá un dictamen final (salvo por lo dispuesto en la fracción 111 del artícu· 
lo 64 de la LFRSP: 

111.- Si en la aud ·;encia la Secretaría encontrará que no cuenta con elementos suficientes 
para resolver o ac-vierta elementos que impliquen nueva responsabilidad administrativa 
a cargo del presur:o responsable o de otras personas, podrá disponer la práctica de inves· 
tigacioncs y citi!r -::iara otra u otras audiencias; y de lo contrario se estarpa a lo dispuesto 
en la fracción 11 G•°'i mismo artículo: 
11.- Al concluir l.:i audiencia o dentro de los tres días hábiles siguientes, la Secretaría re· 
solverá sobre la i:-1existencia de responsabilidad o imponiendo al infractor las sanciones 
administrativas cc.;n,,spondientcs y notificará la resolución dentro de las veinticuatro ho· 
ras siguientes al ir-wresado, a su jefe inmediato, al representante designado por la dopen· 
dcncia y al supcri<:•~ jerárquico. 

La resolución oeberá emitirse de acuerdo a un razonamiento lógico jurídico 
que, como lo disp•::inen los artículos 14 y 16 de la CPEUM y los tratadistas doctri· 
na les, debe conteí'.1er la conclusión lógica. Es decir, se deben detallar sumariamen­
te todos los hechc's que constituyan la base de acusación, analizando críticamen­
te las circunstanr::ias de los hechos y estimando los antecedentes acumulados 
durante el proceci:miento, valorando adecuadamente los elementos probatorios 
Y las consideracicnes de derecho para realizar un silogismo jurídico para llegar 
a una conclusión final en que se absuelva o sancione al servidor público; sí lo 
absuelve: 
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La determinación se hará públicamente o privadamente, el procedimiento 
concluirá. 

Sí es sancionatorio: 
Se impondrá al servidor la sanción que corresponda, haciendo, igualmente, 

pública su determinación. 
Los tipos de medidas disciplinarias que contempla la LFRSP son las conteni­

das en el articulo 53 (ya señaladas anteriormente) que se aplicarán conforme a 
las reglas del artículo 56: 

Artículo 56. - Para la aplicación de las sanciones a que hace referencia el articulo S3 se 
observarán I;:;:;. siguientes reglas: 

l. El ape.-:ibirniento. la amonestación y la suspensión del empleo, cargo o corr,s1ón 
por un ~·eríodo no menor de tres días ni mayor de tres meses. serán aplicabl>:s ;>or 
el super ·cir jer{lrquico. 

11. La des7. :ución del empleo. cargo o comisión de los servidores públicos, se cJc,rr.o;:vJ;i­
ní µor ·;,,superior Jerárquico de acuerdo con los procedimientos consecuentes c:·n la 
natural·~·=ª de la relación y en los términos de las luyes respectivas. 

111. La sus¡:•c>nsión del empleo, cargo o comisión durante el periodo ul que se rdi2rc la 
fraccióc 1, y la sustitución de los servidores ptJblicos de contianLa, se aplicarár. :-or 
el supe1· •:ir jerárquico. 

IV. La Secr·~taría promoverá los procedimientos a que hacen referencia las fraccior~es 11 
Y 111. ·=•c·>T>andando la destitución del servidor público responsable o procedicn ::o a 
la susp•onsión de éste cuando el superior jerárquico no lo haga. En este caso, la Se­
cretaría desahogará el procedimiento y exhibirá las constancias respectivas al sc;pe­
•ior jer;kquico. 

V. La inh2bilitación para desempeñar un empico, cargo o comisión en el servicio ¡.:·ubli­
co será aplicable por resolución jurisdiccional, que dictará el ógrano que corrcs;:on­
da segú1~. las leyes aplicables; y 

VI. Las sar1::iones económicas serán aplicadas por el superior jerárquico cuando no u: ce­
dan de .. m monto equivalente a cien veces el salario mínimo ciiario vigente en e! Dis­
trito F•o<:Jeral, y por la Secretaría cuando sean superiores a esa cantidad. 

Se deben aplicar tomando en consideración los atenuantes o agravantes que 
haya arrojado la fase indagatoria del procedimiento. Lamentablemente hay que 
decir que ni p.;ira la determinación de las circunstancias atenuantes o agravantes 
o para la impcsición de medidas disciplinarias hay un criterio uniforme y conte­
nido en el prnoio ordenamiento lo que redunda en la posibilidad de que la auto­
ridad sancionmdora incurra o pueda incurrir en toda suerte de arbitrariedades. 
Sin embargo, ¡;e permite que la autoridad responsable de la aplicación de medi­
das sancionai:ioras exima al inculpado en los términos del artículo 63 de la 
LFRSP. 
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que no revistan uraveclad ni constituyan delito, cuando lo amecitcn los antecedentes y cir­
cunstancias del infractor y el d<Jño causado por éste no exceda Je cien veces el salario mí­
nimo diario viqentc en el Distrito Federal". 

Una vez emitido el fallo, la autoridad hará pública la resolución cuando la ley 
así lo prevenga, notificándola al servidor y a su jefe inmediato. 

La LFRSP prevee que se levantélrá acta circunstanciada de todas las diligen­
cias practicadas durante el procedimiento (artículo 66) pudiendo el titular de la 
dependencia o entidad, designar un representante que participe en las diligen­
cias (artículo 67)constando por escrito las resoluciones y acuerdos de la SECO­
GEF para su asiento en el registro respectivo (artículo 68), anteelcualsepodrán 
solicitar constancias que acrediten la no existencia de inhabilitación, para el ca­
so de que al servidor le sean requeridos para algún cargo o comisión en el servi­
cio público (artículo 69). 

4 Etapa de Impugnación. 

l'Juestro procedimiento vigente contempla los siguientes medios: 

Artículo 70.- Los sujetos sancionados podrán impugnar ante el Tribunal Fiscal de la 
Federación las resoluciones administrativas por las que se les impongan las sanciones a que 
se refiere este Capítulo. Las resoluciones anulatorios dictadas ¡:;or este tribunal, que cau­
sen ejecutoria, tendrán el efecto de restituir al servidor público en el goce de los derechos 
,je que hubiese sido privado por la ejecución de las sanciones anuladas, sin perjuicio de lo 
que establecen otras leyes. 
Artículo 71.- Las resoluciones que dicte el superior jerárquico. en las que imponga san­
ciones administrativas, podrán ser impugnadas por el servidor pt'.iblico ante la propia auto­
ridad, mediante recurso de revocación que se interpondrá dentro de los quince días siguien­
tes a la fecha en que surte efectos la notificación de la resolución recurrida. 

La tramitación del recurso se sujetará a las normas siguientes: 

l. Se iniciará mediante escrito en el que deberán expresarse Jos agravios que a juicio 
del servidor público Je cause la resolución, acompañando copia de éste y constancia 
de la notificación de la misma, así como la proposición de las pruebas que considere 
necesario renjir. 

1 J. La autoridad acordará sobre la admisibilidad del recurso y de las pruebas ofrecidas, 
desechando cíe plano las que no fuesen idóneas para desvirtuar los hechos en que se 
base la resolL:ción. 
Las pruebas admitidas se desahogarán en un plazo de cinco el ías que a solicitud del 
servidor públéco o de la autoridad, podrá ampliarse una sola vez cinco días más; Y 

111. Conclu ído el período probatorio, el superior jerárquico emitirá resolución en el 
acto, o dentro de los tres días siguientes, notificándolo al interesado. 

Artículo 72_- La iciterposición del recurso suspenderá la ejecución de la resolución recu­
rrida, si lo socilita .:;! prornovente, conforme a estas reglas: 
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l. Tratándose de sanciones económicas, si el pago de éstas se garantiza en los t2rminos 
que prevenga el código Fiscal de la Federación; y 

11. Tratándose de otras sanciones, se concederá la suspensión si concurren los si;uientes 
requisitos: 

a) Que se admita el recurso. 
b) Que la ejecución de la resolución recurrida produzca daños o perjuicios de impo· 

sible reparación en contra del recurrente; y 
c) Que la suspensión no traiga como consecuencia la consumación o conti~c.Jación 

de actos u omisiones que impliquen perjuicios al interés social o al servicio público. 

Artículo 73.- El servidor público afectado por las resoluciones administrativas de la Se· 
cretaría pocrá optar entre interponer el recurso de revocación o impugnarles directamente 
ante el Trib· . .mal Fiscal de la Federación. 
La resolución que se dicte en el recurso de revocación será también impugnable ante el 
Tribunal Fiscal de la Federación. 

Artículo 74 - Las resolur:iones absolutorias que dicte el Tribunal Fiscal de la Federación 
podrán ser i"'lpugnadas por la Secretaría o por el superior jerárquico. · 

Caben los siguientes comentarios acerca de los medios y formas de impugna­
ción: como se aprecia en los artículos transcritos una vez que se ha emitido el 
fallo condenatorio el servidor podrá optar por la interposición del recurso de re­
vocación an:z la propia autoridad que dictó la resolución o bien acudiendo al 
Tribunal Fis.::al de la Federación, en cuyo caso, la resolución que ese tribunal 
2mita podrán ser impugnadas por la Secretaría o el superior jerárquico. Del re­
curso de revocación se nota la voluntad de darle una forma sencilla, son forma­
lidades espec¡ales para que sea expedito y accesible a los sancionados. Varios 
autores se h::n expresado contrarios a que el recurso se interponga ante la pro­
pia autoridac que emitió la resolución, por lo parcial que puede resultar. 

Este criter"o es frecuente, no sólo referido a este procedimiento en particular, 
sino respecte de los recursos administrativos en general, pero hay que señalar 
que si bien :.a doctrina discute ese punto, en el caso particular del sistema de 
responsabilidades de los servidores públicos, que fue concebido sobre la base de 
una sólida fíiosofía de cambio en las actitudes morales, no se puede suponer 
parcialidad en quien está comprometido con una tarea de estas características. 

Por su par.e el juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal de la Federación se 
llevará a cabc:i conforme a las normas aplicables en materia fiscal. Debemos se­
ñalar que nu•estra ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos 
dotó de facu.:tades al Tribunal Fiscal de Ja Federación para conocer de todas las 
controversias que se susciten en materia de responsabilidades administrativas en 
el servicio pú.:ilico". 5 

76 



EJECUCION DE LAS SANCIONES ADMINISTRATIVAS 

La ejecución se llevará a cabo de inmediato siguiendo las siguientes reglas: 

Artículo 75.- La ejecución de las sanciones administrativas impuestas en resolución firme 
se llevará a cabo de inmediato en los térr inos que disponga la resolución . La suspensión, 
destitución o inhabilitación que se imponJan a los servidores públicos de confianza, surti­
rán efectos al notificarse la resolución y se considerarán de orden público. 
Tratándose de los servidores públicos de case, la suspensión y la destitución se sujetarán a 

lo previsto en la ley correspondiente. 
Tratándose de los servidores públicos de base, la suspensión y la destitución se sujetarán a 
lo previsto en la ley correspondiente. 
Las sanciones económicas que se imµongan constituirán créditos fiscales a favor del Erario 
Federal. se harán efectivas mediante el procedimiento económico coactivo de ejecución, 
tendrán la prelación prevista para dichos créditos y se sujetarán en todo a las disposiciones 
fiscales apl icallles a e3ta materia. 

Los medios de apremio que contempla la propia ley, son de acuerdo al artículo 
77, los siguientes: 

l. Sanción econé~ica de hasta veinte veces al salario mínimo diario vigente en el Dis­
trito Federal. 

11. Auxilio de la f'-·erza pública. 

Si existe resistencia al mandamiento legítimo de autoridad, se estará a lo que 
prevenga la legislación penal. 

Por otra parte la prescripción se regirá conforme el artículo 78: 
Las facultades de¡ superior jerárquico y de la Secretaría para imponer las san­

ciones que esta Ley :;:ireve se sujetarán a lo siguiente: 
1. Prescribirán en :res meses si el beneficio obtenido o el daño causado por el infractor 

no excede de ·.:. iez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, o si la res­
ponsabilidad n,_:; fuese estimable en dinero. El plazo de prescripción se contará a par­
tir del día siu1..:1ente a aquél en que se hubiera incurrido en la responsabilidad o a 
partir del mon·1c!nto en que hubies.= cesado, si fue de carácter continuo; y 

11. En los demás casos prescribirón en tres años. 

Es necesario señ;;';ar que la fracción XV del artículo 47 prevé una excepción 
a estas disposicione:;:. al establecer una aplicación de la prevención que el propio 
artículo contiene (e·¡¡ lo referente a la aceptación de regalos a los servidores pú­
blicos) hasta un año después de que el servidor se haya retirado de su encargo. 

DERECHOS LABQl;:;ALES DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO 

Comentarios en ,,:arios sentidos han sido expresados por diversos autores que 
analizan el tema con la preocupación de si et procedimiento administrativo 
disciplinario pudieni ocasionar menoscabo en los derechos laborales de los 
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servidores públicos. 
"La primera cuestión que surge es determinar si con motivo de las responsa­

bilidades administrativa y civil derivadas del incumplimiento de las obligaciones 
mencionadas en dicho Artículo, ha quedado o no derogado el Artículo 44 de la 
Ley Federal de los Trabajadores a 1 Servicio del Estado que señala cuáles son las 
obligaciones de los servidores públicos. De la lectura de este último Artículo 
aparece claramente que todas las obligaciones de los servidores públicos enume­
radas en el mismo, quedan inclu ídas en el Artículo 47 de la LFTSE por lo que 
aplicando los principios generales de derechos de que la ley posterior deroga la 
ley anterior y que la ley especial igulamente deroga a la ley general, aparece por 
virtud del Artículo 47 de la LFRSP. No sólo eso sino que el procedimiento de 
suspensión temporal y las sanciones disciplinarias como la amonestación y el 
apercibimiento han derogado diversos artículo de la LFTSE. En estas circuns­
tancias, la responsabilidad tanto administrativa como civil del servidor público, 
con motivo de la relación jurídica que lo une al desempñeo de algún cargo o 
comisión va más allá de la propiamente relación laboral que la LFTSE señala, 
puesto que la responsabilidad del servidor público no sólo existe frente al Esta­
do, sino también ante los particulares". 6 

Las sanciones que prevé el Artículo 4 7 de la L F RSP son prácticamente las 
mismas que señala la L FTSE, con la diferencia de la que primera incluye la san­
ción econó;-nica y la inhabilitación. 

"La destitución de un servidor público debe promoverse por el superior jerár­
quico ante el Tribunal Superior de Conciliación y Arbitraje, en los términos que 
marca el A~"lículo 46 de la LEY BUROCRATICA, si se trata de servidores pú­
blicos cuya relación laboral se regula por al Apartado B del Artículo 123 Cons­
titucional, y si se trata de aquellos servidores públicos cuya relación laboral se 
regula por e.I Apartado "A" del mismo numeral, deberá demandarse ante la Jun­
ta de Conci :iación y Arbitraje. 

Por virtLd de lo dispuesto por el Artículo 56, Fracción VI de la LFRSP aho­
ra resulta oerogado en esta materia lo señalado por la Ley Federal del Trabajo, 
ya que trc::3ndose de aquellas entidades públicas cuya relación de trabajo con 
sus servido.-es públicos se rige por el Apartado "A", la destitución no puede te­
ner lugar ¡:;•.:ir acto unilateral del titular de dicho Organismo Descentralizado o 
Empresa e~ Participación Estatal Mayoritaria, sino que tendrá que demandar­
se ante la J1_ nta de Conciliación y Arbitraje. 

Por lo c;1_•e se refiere a la sanción de inhabilitación temporal para desempeñar 
un nuevo c:=irgo, la Fracción V del Artículo 56 de la LFRSP señala que será de­
cidido por -esolución juridiccional que dicte el órqano que corresponda seqún 
las leyes a¡:1:icables. De acuerdo con las leyes aplicables compete al Juez Penal, 
sea Federai o del Distrito Federal, decidir sobre el particular siguiendo el pro­
cedimiento ::irevisto en el Códigb de Procedimiento Penales, sea Federal o del 
Distrito Fe1:1eral, según sea el caso". 7 

La guía !:•ara la aplicación del sistema de responsabilidades en el servicio pú­
blico, exprn!Sa: "El sistema de responsabilidades en el servicio público tiene ori-
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gen constitucional, por lo que su aplicación no lesiona los derechos de los traba­
jadores, pues su ámbito de competencia lo constituye la materia administrativa 
y la determinación de esta responsabilidad es de esta naturaleza y no cae en el 
campo laboral". Critc:rio que se refuerza al examinar el Articulo 1o. transitorio 
de la LF RSP: " ... independientemente de las disposiciones que establece la pre 
sente ley, quedan preservados los derechos sindicales de los trabajadores". Lue­
go los dos ordenamientos (la LFTSE y la LF RSP) no son excluyentes entre si. 
sino complementarios. por otro lado si se comprueba la responsabilidad admi­
nistrativa del servicor (sujeto a la LFTSE) "la resolución que recaiga sobre el 
fondo del asunto, será el instrumento clave para demandar, según sea el caso. 
ante el Tribunal Fec"::ral de Conciliación y Arbitraje los términos de la resolu­
ción para que ésta -;eé: eficaz y leg<il, salvaguardando así, en todo momento los 
cle:--echos laborales d::d trabajador sancionado". 8 

;,ar lo que respecta a los servidores públicos de confianza excluidos de la 
L:=TSE la Ley de Responsabilidades crea una garantía para ellos: antes de la ley 
pu<:Ían ser rt:n1ovi1_. . .J~ iiUre1nt:nLe sin r<.;sµons.:.i~í!i;:.!Jd o.lgunZJ, ahora, puede im­
pu;nar esa decisión :;nte el Tribunal Fiscal ele la Federación . 

.'.1.ntaño el servic::r público denominado por algunas disposiciones laborales 
ce ·c10 "de confü;n::=;" recurría al amparo manifestando su inconformidad con 
lo,; motivos que se ---: Jbieren esgrimido para el retiro de la confianza, ello provo­
ca<:-13 un exceso de :~abajo en algunos tribunales, por lo que esta disposición vie-
111:0 .3 poner fin a dic---:a situación. 

:On síntesis, la ejecución de la resolución que sea resultado del procedimien­
to .3dministrativo cisciplinario, para que surta sus efectos deberá demandarse 
are :e la autoridad :::::coral que corresponda. Lo cual habla del buen criterio con 
el que nuestros le~:sladores equilibraron el procedimiento: al hacerlo expedito 
y :~1ermitir el sanea:-niento de la Administración, pero aún cuando en algunos ca­
so:;., se pudiesen co:neter errores o arbitrariedades los derechos del servidor se 
de +ienden ante trit:;:.rnales. Equilibrio entre lo justo y lo necesario. 

SUPLETORIEOAD DEL CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 

A este respecte- ;)Ociemos señalar que la Ley Federal de Responsabilidades no 
se!fiala las normas procedimentales aplicables ni los ordenamientos que deben 
lll1mar esa ami siór._ Y dado que la Constitución y la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación han señalado que la garantía de la 'estricta aplicación de la ley' se 
rn~duce al derechc penal y algunas áreas del derecho fiscal es que el Código de 
Prracedimientos Civiles y el Código de Procedimientos Penales, en estP. r:<iso h;m 
ve-,nido siendo ern1:,leados como que deben integrar las lagunas del pn_, .... ..;dir. .. c .. -

tu administrativo sancionador, por lo que la creación de un código de procedi­
rmientos adrninisr:~;,tivos vendría a llenar esa serie de omisiones. 

Una conclusió,-, respecto del procedimiento administrativo disciplinario es 
qt11e debe ser más autónomo, menos formal, no seguir lineamientos procesales, 
p:.orque ello dific:_ ita la labor de quien intenta depurar los órganos administrati-
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vos, ello no afectaría la legalidad o la imparcialidad porque como ya quedó 
asentado, los derechos laborales no se afectan sino por resoluciones de los tribu­
nales competentes, lo cual viene a ser un garantía para defender al servidor con­
tra la arbitrariedad, por otro lado, la autonomía del procedimiento permitiría 
una serie de libertades que ayudarían a los órganos sancionadores realizar con 
eficacia su labor. 
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A los mexicanos nos hace falta, lo mismo 
en la esfera privada que en la pública, vol­
ver a Montesquieu, quiero decir: conocer 
y reconocer los 1 imites de cada uno, los 
míos y los de mi vecino. De ahí que la re­
forma poi ítica sea inseparable de la refor­
ma intelectual y mpral. Esto únicamente 
puede realizarse por una acción interior 
e interpersonal: una enmienda, una con­
versión. Por esto me atrevo a decir que la 
reforma moral es, o debiera ser, la tarea 
de la nueva generación intelectual. 

Octavio Paz 



El verdadero camino va por una cuerda 
que no ha sido tendida en lo alto, sino 
apenas por el suelo. Parece destinada más 
a hacer tropezar que a que se camine por 
ella. 

Franz Kafka 

CONCLUSIONES 

1.- La corrupción en la Administración Pública no se presenta como un fe­
nómeno aislado; es reflejo de una sociedad en la cual las prácticas inmorales se 
han adoptado en perjuicio de la idea ética de bien común; el poderío económi­
co se ha adueñado del poder decisorio en perjuicio de las mayorías y éstas parti­
cipan también en estas prácticas por razones que van de la injusticia a la ambi­
ción. De la falta de ejemplos edificantes al más descarado empleo de ingenio 
para subvertir las funciones morales de la sociedad. 

2.- Es imposible pensar en un cambio verdadero de las condiciones morales 
sin un efectivo cambio en la mentalidad de los legisladores ·mexicanos: hay que 
reducir, en la medida de lo posible, las distinciones entre las leyes y la práctica, 
evitando que nuestros ordenamientos, por ineficaces, por complicados o por 
absurdor, cuando se alejan diametralmente de las condiciones prácticas, generen 
corrupción al aplicarlos. Hay que reducir al mínimo aceptable, siguiendo el dis­
curso de la ciencia poi ítica aplicada al derecho, "las tensiones entre el código 
práctico y el sistema mítico". Dándole una clasificación jerarquizada -por otro 
lado- a cada una de las formas de corrupción, ya que no todas se generan por 
las mismas razones. No todas las formas de inmoralidad social derivan de las 
mismas consecuencias y es por ello inaceptable que se intenten combatir de 
igual manera. 

3. - Es indiscutible que le corresponde al Estado ser el primer opositor de la 
inmoralidad social: tanto en lo externo: combatiendo a los elementos que pro­
vocan su surqimiento, expansión y permanencia; como en lo interno porque los 
servidores públicos tienen la obligación ineludible de que su quehacer se desen­
vuelva dentro de los marcos de legalidad y de la más estricta ortodoxia ética_ 

4. -- Es trascendente que el Estado haya iniciado una depuración de sus miem­
bros y dr? sus prácticas a través de un marco h!!Jal que cristalizó en las reformas 



constitucic11ales y en la expedición de la Ley Federal de Responsabilidades de 
los Servid:cres Públicos, y que es una respuesta del Estado a un reclamo popular 
en el senfr::o de moralizar la función gubernativa. 

5.- La _ey de Responsabilidades de los Servidores Públicos no es producto 
aislado o s.n raíces en nuestra historia política y jurídica: desde el Virreynato 
hasta 1982 existieron una serie de leyes que tuvieron como objetivo establecer 
procedimi¿:itos para la investigación y la sanción de las conductas de quienes 
prestaban sus servicios en el gobierno mexicano. La ley vigente es producto de 
las anteri e-es, pero con las reformas y adiciones necesarias para ser efectiva en 
las actuale,; circunstancias poi íticas y sociales. 

6.- Res;::>ecto de las innovaciones que presenta la renovación moral aplicada, 
hay que s•~·ñalar las siguientes: Se emplea por primera vez, en nuestro texto 
constitucic.nal (y en las leyes reglamentarias de la materia) la expresión "servi­
dor públic:>'' para denominar a quienes prestan sus servicios al Estado. Desde 
luego la e, ::iresión ha gen erado críticas; pero la considero acertada porque viene 
a abarcar ~·;-; un solo térmi110 a una gran cantidad de funcionarios y empleados, 
así como c1ras personas como las que manejan recursos económicos federales, 
englobánc·:·las a todas, lo cual es positivo pues la doctrina administrativa nacio­
nal e inter·-.acional (Jeze, Fiorini, Varas, etc.) empleaban una serie de denomi­
naciones 2 :-endiendo a la forma de clasificar al servidor por su forma de ingreso 
al Estado, :•orlas características üe su empleo, por el régimen laboral a que es­
taba sujet::. por los alcances y trascendencias de sus decisiones, etc., lo cual 
genera cor--"usiones y omisiones que se evitan hoy día, en el sistema de respon­
sabilidades mexicano con el empleo de un género próximo, el servidor público 
sujeto de :;.=, responsabilidad administrativa, y una diferencia específica (el servi­
dor públic::; que por las altas funciones públicas está sujeto a la responsabilidad 
rolítica). 

7.- Nw=?::tro actual sistema jurídico, contempla cuatro tipos de responsabili­
LJades: la c:ivil, la penal, la administrativa y la poi ítica, las cuales no son exclu­
yentes entr-·e sí; son complementarias y vienen a ser una forma de control para 
evitar la ar·:iitrariedad en el ejercicio de las funciones públicas y para ser garan­
tía de la b1c1ena marcha de los asuntos encomendados por mandato de la ley a 
quienes in CE!gran los poderes que forman al gobierno mexicano. 

8.- Sor ampliamente conocidas en nuestro medio, pues tienen una tradi­
ción histónco-legal, las responsabilidades penales y las civiles, que a mi juicio 
deben ame. liarse para que el Estado responsa efectivamente al ciudadano en 
casos de arrectación del patrimonio de éste. ·La responsabilidad poi ítica se ha 
empleado, .siguiendo nuestros textos constitucionales, como un medio para que 
el alto funi::ionario obtenga el refrendo o el retiro de la confiaza popular a tra­
vés del órrpano legislativo, lo cual tiene evidentes connotaciones poi íticas que 
para much1::is técnicos, escapan a la aplicación estricta y técnica de l0s precep­
tos lega les. 

9.- Res;:iecto de las responsabilidades administrativas hay que decir que sig­
nifican un¡¡ mejoría en nuestras leyes, para sancionar administrativamente a los 
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servidores del Estado, convirtiéndose en un medio efectivo y muy sano de de­
puración. Las responsabilidades administrativas son un medio más de control 
para asegurar el correcto desenvolvimiento de la materia estatal. 

10.- Considero -siguiendo las ideas de algunos tratadistas- que las respon­
sabilidades administrativas deben ampliarse y fortalecerse como el mejor me­
canismo para combatir la corrupción. Cuatro tipos de responsabilid::ides son 
complementarias y no se excluyen entre sí, pero hay que decir que la práctica 
ha demostrado que la fuerza de una de ellas es inversamente proporcional a las 
otras, lo cual es evidente en sistemas como los anglosajones. En México hemos 
creado un sistema poi ítico su igéneris que se fundamenta en diversas circunstan­
cias muy particulares. Esas pecualiridades a que hago referencia hacen que la 
aplicación de la responsabilidad penal sea esporádica y que cause conmoción y 
mayores males que beneficios. Por ello, el empleo de las responsabilidades 
administrativas es idóneo para nuestro sistema, porque responde a nuestras con­
diciones prácticas y puede sanear la administración con gran efectividad y con 
gran rariidez. 

11.- E 1 marco legal implementado contempló la creación de la Secretaría de 
la Contra lo ría General de la Federación que tiene como funciones principales la 
rilaneación, organización y coordinación del sistema de control y evaluación gu­
()ernamental, así como la fiscalización de los órganos de control interno de las 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal. Esta Secretaría 
es una prueba más de la intención gubernamental de llevar a una actitud concre­
ta los 11ostulados esenciales de los propósitos de renovación moral de la Admi­
nistración Púi.Jlica. Al resriectu hay dos cnmentarios que creo pertinentes: la la­
bor esencial de la SECOFEG ha sido el control estricto de. las riartidas presu­
puestales asignadas a los organismos gubernamentales a través de auditorías 
practicadas por profesionistas independientes de los ramos de la actuaría y la 
contaduría pública, lo cual, recalca la labor preventiva, y, es justo reconocerlo, 
los éxitos en esta materia están fuera de duda. se han cerrado considerablemen­
te los espacios y las posibilidades de las conductas ilícitas. Lo anterior, a mi 
juicio, discriminando a la labor jurídica riroriiamente dicha, ya que las funcio· 
nes de la SECOFEF son más preventivas que punitivas. Los resultados obteni· 
dos en este sentido han defraudado a quienes tienen gusto por la patología so· 
cia! y deseaban ver 1...::ia labor inquisitorial. 

12. S<: creó un c<:tálogo de obligaciones del servidor público cuya infracción 
da lur¡ar u las rcspon:;;a~Jilitlades administrativas cuya aplicación, la investigación, 
el fincumiento de responsabilidades y aplicación de sanciones administrativas, 
corre: a caryo de las depencJencias llamadas Contralorías Internas que funcionen 
l!n cuela dcpcndcncí:a gubernam•:mtal. El sistema se refuerza con las llamadas 
Oficinus ele Ouejas 'i Denuncias de las propias contralorías internas, éstas tienen 
como propósito atender las quejas, lo cual hace evidente, el propósito de dotar 
al ci1Jeladuno de medios flélra asegurar el buen desenvolvimiento de su relación 
con sr:rvidores públir:·os, lo que evita las posibles arbitrariedades y al.iusos. 
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13.· Se creó el Registro Patrimonial de los Servidores Públicos como medio 
para controlar los ingresos de quienes trabajan para el Estado, pero, se prevé 
que sólo estarán obligados a presentar su manifestación de bienes, los servidores 
públicos con nivel superior a jefe de departamento o su equivalente, lo que le 
brinda operatividad al sistema porque se maneja un volumen menor de manifes­
taciones desechando la información. En la mayoría de los casos irrelevante, de 
los servidores públicos con cargos menores. 

14.- Se reglamentó la prohibición para los servidores públicos de recibir rega­
los de personas vinculadas con las facultades de que están investidos, equiparan­
do al cohecho la violación del precepto. 

15.· Respecto del procedimiento administrativo disciplinario. 
a) En el .::..n ícu lo 4 7 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públi­

cos, se estal<ecen las obligaciones de los servidores públicos. Su incumplimiento 
da lugar a la responsabilidad administrativa y al procedimiento para fincarla, sin 
"mbargo la 2mbiguedad con que está redactado constituye, de acuerdo a mi cri­
terio, una k1ente de arbitrariedades e injusticias. Una lamentable falta de técni­
ca legislativ<: omitió darles el carácter de verdaderos tipos para que no hubiera 
!a ¡:¡osibilidad de que quien valúa la conducta del servidor a la luz de ese catálo­
go tenga tar amplios márgenes para la aplicación de su criterio. 

b) El pro·::edimiento administrativo disciplinario tiene la tendencia z ser asi­
milado a prc•cedimientos judiciales, esto se corregiría con la creación de un Có­
di~o de Prc-::edimientos Administrativos que sería idóneo para evitar que las 
omisiones d·e los procedimientos administrativos, como ei disciplinario, se sub­
sanaran con el Código Federal de Procedimientos Civiles. Los procesos adminis­
trativos deb•=·:i ser autónomL.; para asegurar su correcto y eficaz desenvolvimien­
to. 

c) El pro•::edimiento administrativo disciplinario no preve formalidades lega­
les expresas en que deben presentarse las denuncias, esto que ha sido criticado 
por diverso'~ autores, obedece, según mi punto de vista a la sencillez de que se 
quiere dotar el procedimiento para que sea efectivamente popular y depurador. 

d) El conCJ nicado que recibe el servidor acusado, debe contener las formali­
dades previstas en los artículos 14 y 16 constitucionales, pero la Ley de Res­
ponsabilidades de los Servidores Públicos es omisa en ese punto, igualmente en 
cuanto a la valoración de las pruebas que se desahogan en el proceso, lo cual es 
fuente pote1~1cial de arbitrariedades por parte de la autoridad administrativa, por 
lo que serí;;_, ampliamente recomendable legislar al respecto, lo cual mejoraría 
notablemen·;:e el procedimiento, en el mismo caso se encuentra la valoración de 
las circunstaincias agravantes y atenuantes y de aquellas que pidan eximir de su 
responsabilidad al servidor público. 

e) Toda r··esolución definitiva admite el recurso de impugnación y el juicio de 
nulidad ante:: el Tribunal Fiscal de la Federación. 

f) El serv'ldor público denominado trabajador de base (es decir, los sometidos 
al apartado B del artículo 123 constitucional y su ley reglamentaria) cuyo pro-
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cedimiento disciplinario arroje un fallo en contra, deberá ser demandado ante 
el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje en los términos de la resolución 
parn que ésta sea eficaz, lo cual salvaguarda sus derechos laborales. 

g) Los servidores públicos denominados trabajadores de confianza, (es de­
cir los sujetos a 1 apartado A del Artículo 123 Constitucional} ven, me­
diante el procedimiento administrativo disciplinario, incrementarse sus 
derechos pues la resolución disciplinaria deberá demandarse entre los 
tribunales competentes, lo que antes no se contemplaba. En ambos ca­
sos quedademostrado que la renovación moral no tiene tendencias para 
atentar contra los derechos laborales de los trabajadores estatales y sus 
justas conquistas. 

16.- La Renovación Moral de la Sociedad, su marco legal, es decir, las refor­
mas a los preceptos constitucionales relativos y a las leyes secundarias, así como 
la creación de la Secreuir ía de la Contraloría General de la Federación, las Con­
tralorías Internas de las dependencias, la expedición de la Ley Federal de Res­
ponsabdidades de los Servidores Públicos y en particular el nuevo procedimiento 
administrativo disciplinario, son una respuesta concreta a un reclamo popular 
que el ;iobierno de Miguel de la Madrid, decidió enfrentar con energía y efica­
cia, pe·-o sin las acciones inquisitoriales, sin esquemas de iconoclasta, lo cual ha 
disgust·.::do a una sociedad que manifiesta un gusto por la patología social mane­
jada C<:Y1 escándalo y espectacularidad. La actual renovación moral tiene, a mi 
juicio, ..;n defecto: haberse circunscrito a moralizar a la administración pública 
y pro¡:•:mer medios para que los otros dos poderes que forman el gobierno hicie­
ran lo ;xopio, pero sin intentar legislar en cuanto a la otra parte del fenómeno: 
la soci•:>dad en general, cuyas prácticas corruptas constituy~n cuandomenos la 
mitad :Jel fenómeno. 

Gobierno y Sociedad están indefectiblemente unidos en la posible solución 
de esI•!: problema, la sociedad debe asumir su compromiso haciendo una revi­
sión J ":'ando de sus posturas, de su tarea, de su papel ético. El Gobierno de la 
Repúl:iiica debe continuar lo que ha emprendido al reunir en una sola disposi­
ción !1!~gislativa, que es la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 
Públic:os, pero su esfuerzo no puede detenerse ahí, debe depurar a esa ley de 
vicios anti-tíriicos y otras omisiones que registra y que hemos señalado, debien­
do flí'!•ever que la creciente actividad del Estado no dañe o perjudique a los par­
ticulm•cs, a otras en:idades o a sus propios miembros, que, como ciudadanos, 
tiene11, el derecho a t.:na justa indemnización, cuando, por virtud de una inves­
tiqac1ifln sobre corru::>ción se vean dañados su fama o sus intereses injustifica­
dammnte. Esos y c~ros problemas deberán ser resueltos con talento e imagina­
ción ;nara que la LFRSP sea moderna no sólo por ser novedosa, sino por recoger 
la expir.riencia del pa53do. 

El qobierno, eligió un modo adecuado de hacer su parte, y al emitir las leyes 
relativ1as a la renovación moral retorna una discusión que se ha planteado desde 
siemp1re: las relaciories entre moral y la práctica poi ítica. Se considera que un 
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sistema poi ítico debe asumir condiciones prácticas aún si éstas contravienen los 
niveles predominantes de moralidad: pragmatismo, utilitarismo, ideas cambian­
tes con la dinámica de los sistemas socio-culturales. Otra postura vincula moral 
y poi ítica en ordenes normativos que suponen prácticas sociales integradas. Par­
ticularmente los regímenes democráticos tienen un alto grado de permeabilidad 
a las valoraciones de la acción poi ítica hacia el todo social. Mantener la relación 
de la moral y la política trae consigo el fortalecimiento de las instituciones co­
mo soporte de la moralidad republicana. La acción personal en el ejercicio polí­
tico, la preeminencia dP. los medios para alcanzar los fines, no puede ya justifi·· 
carse, los fundamentos del poder lo impiden, cada día, con mayor fuerza. 
Utilitarismo y eficacia sin moral no pueden imponerse porque el predominio de 
las fuerzas democráticas está condicionado a los contenidos normativos-éticos 
de los grupos de poder. 

La habilidad poi ítica no tiene que contraponerse al comportamiento moral, 
debe complementarla. 

Creo que es en esa filosofía en la que se desenvuelve la renovación moral y 
sus leyes y procedimientos y es en ese contexto en que afirmo que es viable y 
es correcta. Retoma postulados ideológicos que tuvieron sus inicios en el siglo 
XIX liberal y que hoy día tienen igual vigencia y quizá mayor sentido. Vincular 
a través de un orden normativo a la moral y a la práctica política es un acierto 
que debemos comprender en la justa dimensión de su significado: devolverle a 
la función RUbernamental su contenido ético. Ello rebasa, como idea, cualquier 
defecto que pudiera arrojar la práctica del sistema renovado, es dec(r, los desa­
ciertos en la instrumentación, en los detalles, que hemos señalado y que sin du­
da deben corregirse, no pueden ser pretexto para tratar de desvirtuar un sistema 
de depuración y control que no es perfecto, pero que mediante el enriqueci­
miento paulatino y su mejoría ayudará, como lo está haciendo, a reducir signi­
ficativamente el uso de prácticas inmorales en la administración pública en par­
ticular y en el gobierno de la República en general. Lamentablemente la pasión 
partidista no es permeable a la objetividad y así, encontramos que corrientes 
ideológicas de uno u otro signo pugnan por la desaparición de los instrumentos 
materiales y jurídicos que tratan de fiscalizar a la administración, señalando que 
existe duplicidad de funciones, que hay inoperancia, que no hay signos claros 
de mejoría_ olvidan que la crítica destructiva y los augurios de desastre no ayu­
dan en nada y sí estorban a quienes prefieren construir, innovar y mejorar cons­
tantemente. 

Mi conci.Jsión personal es en el sentido de que el sistema de responsabilidad 
administrar;va y todo el marco legal que soporta la renovación moral de la so­
ciedad, son viables, no perfectas, por ello tenemos que cambiarlas paulatina­
mente a través de la reflexión profunda; del dialogo plural, que escuche las vo­
ces multánlmes que integran la sociedad en que vivimos; cambio a través del 
derecho, es:- es el ideal de la sociedades modernas. Mejoría a través de la aporta­
ción, de la wgerencia, de la crítica oportuna y bien intencionada. Así consegui­
remos leyes mejores para un futuro más brillante. 
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Todo para servir al punto de encuentro de nuestro sentido, a la razón de nuestro 
orden primigenio, a la idea abstracta que se vuelve concreta en nosotros, al pro­
tagonista de una historia milenaria que nos asombra, a ese pasado que le da sen­
tido al presente y nos proyecta con seguridad a un destino superior: México_ 

Por mi raza, hablará el espíritu 

México D.F., Otoño de 1987 
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